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EPIGRAFE 

• .•• El Juicio de amparo. la Institución més suya. la més noble 

y ejemplar del derecho mexicano.•' 

FELIPE TENA RAMIREZ . 

. • ••. La Importantísima Institución del amparo. verdadera 

creaclón··del. genio de los Constituyentes de 1857. que honra questro 

derecho co.nstftuclonal. • 2 

Dictamen de fa Segunda Comisión de Constitución. 

•s1 existe alguna ley que más se haya adentrado en el 

corazón del pueblo mexicano. esa ley es la que crea el Juicio de 

amparo.•3 

ROMULO ROSALES AGUILAR. 

'"El Juicio de Amparo. decisión fundamenlaJ del orden 

jurídico. es una de las bases del mismo a ra vez que una de sus 

cimas més preciadas. 

Es er alma viva de los derechos establecidos. su protector y 

cuidador y la garantía más efectiva para el hombre. de que puede 

vivir en paz. y con la tranqullldad de que sus derechos no serén 

atropellados. y si lo son. que tiene er medio necesario e Idóneo para 

defenderlos. 

1 TENA RAMfREZ. F•lfP•: '"DERECHO <jQNSTITUCIONAL MEXICANO'" Porru• S.A., 
7• •dfcfón revl••d• y •umenl•d•. M1h:lco D.F. 1964. p. 454. 

2 Dl•rlo de Deb•t••. lomo 11, p. 49Q. 

3 ROSALES AGUILAR, ROMULO; '"EQRMULAR!Q QEL JUICIO pg AMPARO'", 
Edlclone• Bot••· 3• edición, M6x1co 11iif73. p. 7. 



.•• el Juicio de Amparo es y será el más eficaz procedimiento 

para asegurar la libertad, la dignidad y la justicia.•• 

.JORGE CARPIZO . 

• CARPIZO • .tor11•: ... A CQNST!TYCION MEXICANA QE 1917'", 1• •dlcl6n, 
UNIVERSIDAD NACIONAL AUTO NOMA DE MEXICO. Dlr•CCl6n G•n•r•I d• 
Publlc•clon••· Clud•d Unlv•r•lt•rl• 1tia89. 



INTRODUCCION 

En la Constitución Polttica de 1857 se consagra la 

garantta de exacta aplicación de 

juicio constitucional ta función 

legalidad. 

la ley, misma que otorga al 

de medio de control de la 

La tendencia de los litigantes a promover el juicio de 

garanlias por violación a las leyes ordinarias no fue 

debidamente aceptada en los negocios civiles, lo que conllevó 

varios intentos. primeramente para eliminar este tipo de 

amparo. posteriormente para limitarlo. 

Esos Intentos por frenar el uso del amparo como medio 

de control de la legalidad en los juicios civiles, le imprimieron 

una técnica contraria a los fines con que fue concebido el 

juicio constitucional de garantfas. de procedimiento sencillo, 

expedito y efectivo para lograr el respeto a las garantias 

Individuales. 

Sustentándose en este ensayo, que el principio de 

definitividad surgido como rector del amparo en las reformas al 

articulo 102 de la Ley Fundamental de 1857, aparece por 

violaciones a la garantía de legalidad en materia civil, es por 

ello, que uno de los puntos medulares del ulterior estudio que 

se hará en el desarrollo del marco teórico, es apreciar la 

técnica que se ha otorgado al juicio constitucional de 

garantias, en mérito de este principio. Considerando que esa 
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fórmula debe suavizarse y plasmar al juicio de amparo. como 

un diálogo de la razón y no como una ciencia; pues en el 

respeto a Jos derechos del hombre, la razón es la que debe 

prevalecer. Esta es la Importancia del tema. 

En el primer capítulo, expondré los antecedentes 

constitucionales de la garantía de legalidad, en los que se 

podré apreciar como desde Ja primer Constitución que tuvo 

vigencia en el México independiente, se reconoció Ja 

Importancia de obligar a la autoridad, incluida la judicial, a Ja 

aplicación en forma debida y correcta de las leyes al caso. 

En el capitulo segundo. realizo un breve análisis de la 

garantía de legalidad. comprendiendo la que se plasma en el 

primer párrafo del articulo 1e constitucional. con el fin de 

hacer un estudio efectivo de la función que cumple el amparo 

que se promueve por violación a esas garantfas como medio de 

control de la legalidad; comparando al amparo legalidad con el 

recurso de casación. asimilando sus semejanzas y advertir 

porque este amparo es considerado un recurso extraordinario 

de legalidad. 

La exposición del principio de definitlvidad es realizada 

en el tercer capitulo; cómo surgió. con qué fin. en qué 

consiste. sus casos de excepción. y la sanción juridica por su 

inobservancia. poniendo de manifiesto la fórmula que Imprime 

al juicio constitucional; sin soslayarse el estudio de otros 
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principios rectores en materia de amparo. a efecto de mayor 

abundamiento y complementar debidamente el estudio. 

El amparo directo en materia civil. sus hipótesis 

normativas de procedencia, su técnica que comienza a operar 

antes de promoverse, como sucede con la llamada preparación 

del amparo, así como los requisitos que impone ésta, para que 

puedan ser materia de estudio en el juicio constitucional 

directo de garantias, los actos r"eclamados; hasta dónde 

inetrviene realmente la autoridad jurisdiccional federal en la 

potestad común a través de las sentencias dictadas en amparo 

que conceden la protección constitucional por violaciones a la 

garantfa da legalidad; son planteamientos que se esbozan en el 

capltulo cuarto. 
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CAPITULO 1 

ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES DE LA GARANTIA DE 

LEGALIDAD 

1.1.- CONSTITUCION DE CADIZ DE 1812. 

Esta Constitución de Ja monarquia española surgió en 

Cádiz Espana el 19 de marzo de 1e12 y tuvo vigencia en la 

Nueva España a partir del 30 de septiembre de ese mismo ano. 

es por ello que se le considera en 'este capitulo de 

antecedentes constitucionales. · 

A efecto de maYor· abundarrlienlO ~·y;-:~ para ·una mejor 

comprensión del alcan~e. -de~ la·\~-¡g'~¡S·~-t~- ,.~-~~-0:~-Íc_ión··. comenzaré 

por decir que de ~-~?/;f;·j¿;:,f~~~i{~~~,?~'J;f::·'.~;~:~.:-d·,¡:~-p~~-~[~-~ l~s articules 

1. 5 y 1 O de esta :,_Constitución. :·_se --..consideraban ciudadanos 

espai'ioles a lodoS<-~-~~~~J;~:~:~il~!~t~-~- r1o ·-·sól~ de España sino 

también a lo·s .-\~n~\;'¡~-~:~-;:::-.Y:_ :::-~·~º~~lndad0s en los dominios 
. - -:~~;-· 

espai"ioles. 

Por cuestiones de método. analizaré Pt:imeramente ros 

precedentes de r·a._garant.~a de legalidad plasmada en 81 articulo 

14 constitucional y como tales a los de la garantia de audiencia 

que como se verá, constituyen el antecedente primitivo de 

aquélla otra; así sei"ialo primeramente al artículo 244, 

comprendido en el Titulo V que trata •oe Los Tribunales y De 
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La Administración De Justicia En Lo Civil Y En Lo Criminar·. 

Capitulo 1 •oe Los Tribunales•: 

•Articulo 244~- Las leyes sel"ialaran el orden y las 

formalidades del proceso. que serán uniformes en todos Jos 

tribunales y ni tas Cortes ni el Rey podrán dispensarlas.· 

De la lectura del precepto transcrito se desprende que 

se está ante la presencia de haberse elevado a rango 

constitucional Ja obligación del debido proceso en los juicios 

civiles. aunque este precepto también se refiere a los 

procedimientos penales. observándose en él, el estricto 

derecho consagrado, pues las formalidades a que se refiere no 

podían dejarse de aplicar por dispensa de las Cortes ni del 

Rey. 

Se debe citar también como antecedente al artículo 254 

que se contiene en el mismo titulo y capítulo, pues éste 

articulo está íntimamente ligado con el antes comentado al 

establecer responsabilidad para los jueces que infringieran la 

obligación de observar las formalidades del procedimiento, 

dicho articulo 254 mandaba: 

·Artfculo 254.- Toda falta en la observancia de las leyes 

que arreglan el proceso en lo civil y en lo criminal, hace 

responsables personalmente a los jueces que la cometieren ... 

También constituye precedente el articulo 261 en su 

fracción novena que decfa en lo conducente: 

•Articulo 261.- Toca a este Supremo Tribunal. 
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Noveno: Conocer de los recursos de nulidad. que se 

Interpongan contra las sentencias dadas en última instancia 

para el preciso efecto de reponer el proceso. devolviéndolo, y 

hacer efectiva la responsabilidad de que trata el articulo 254. 

Por Jo relativo a ultramar. de estos recursos conocerá en las 

audiencias en la forma que se dirá en su lugar.• 

De todo lo antes expuesto se puede llegar a varias 

conclusiones. como es que desde esta Constitución de Cádiz de 

1812 se consagró la obligación de observar el debido proceso 

en los juicios civiles y criminales. formalidades del proceso que 

se establecfan precisamente en la ley, con lo cual aunque se 

está hablando de una garantía integradora de la de audiencia, 

se puede hablar de legalidad. formas que ademés eran 

obligatorias. y su violación trafa como consecuencia la nulidad 

de dicho proceso. independientemente de la responsabilidad 

para el juez que mencionaba el articulo 254 ya comentado. 

Es oportuno citar en este punto, lo que el Doctor 

Ignacio Burgoa comenta en el sentido de que la obligación de 

observar las formalidades del procedimiento conlleva en si 

misma el respeto a la legalidad por lo que se establece al 

mismo tiempo una garantia de legalidad: • ... la garantía de 

audiencia está contenida en una fórmula compleja e integrada 

por cuatro garantías especificas de seguridad juridica ... y que 

son: a) ... b) que tal juicio se substancie ante tribunales 
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previamente establecidos; e) que en el mismo se observen las 

formalidades esenciales del procedimiento •... 

Este precepto que se pretendió consagraba la garantfa 

de audiencia. en realidad dada su fórmula normativa. consignó 

Ja garantfa de exacta aplicación de Ja ley ..... ; 1 en este mismo 

tenor se halla lo dicho por el jurista .Juventino V. Castro 

cuando en su obra dice a propósito de los antecedentes de la 

garantfa de legalidad que: •Los artículos 14 ... y 16 en su 

párrafo inicial establecen las más importantes leyes 

constitucionales de procedimientos. conocidas como garantla 

de legalidad ... 

Aunque estrictamente debiéramos separar en apartados 

especiales los antecedentes de cada una de estas garantías •.. 

se podrá entender el porque de la necesidad de examinar estas 

garantfas específicas de procedimientos en forma conjunta. 

tanto porque algunos autores mencionan a dichas garantias con 

algunas de las denominaciones ya asentadas indistintamente 

cual sin en realidad se estuviera hablando de una sola con 

diversas facetas ... • 2 

En efecto. si bien es cierto la garantla de legalidad que 

consagra el artículo 14 de la Constitución de 1917, encuentra 

su antecedente constitucional más preciso en Ja garantia de 

exacta aplicación de la ley propiamente dicha que consignaba 
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el numeral 14 de la Constitución de 1857. también lo es. que 

ello no significa que no existan precedentes o precursores de 

la garantia de legalidad localizados en documentos 

constitucionales anteriores al de 57. en ese orden de ideas. en 

esta tesis se hace mérito en los apartados dedicados a cada 

una de ras constituciones que han tenido vigencia en México a 

articulas que han sido la génesis o los forjadores de la 

garantfa de legalidad jurisdiccional en materia civil. asf sea de 

los que consagraban la garantía de audiencia que entre sus 

integradores se encuentra la de debido proceso legal. Es por 

ello que a efecto de apoyar estas reflexiones. cito las diversas 

opiniones de autores como .JUVENTINO V. CASTRO e IGNACIO 

BURGOA, cuyo punto coincidente de sus observaciones. como 

se ha visto. gira en torno a la consideración de que la garantía 

de audiencia y la del debido proceso, contienen en sf mismas 

una garantJa de legalidad a la que éstas otras le fueron dando 

forma. 

Lo anterior es asi pues la obligación de observar las 

formas de un proceso conlleva la obligación para las 

autoridades de ceñirse al mandato de la ley. y el mandato que 

prevea que para la privación de derechos se siga previo juicio 

según las leyes expedidas con anterioridad al hecho de que se 

trata. implica consustancialmente la observancia de la ley 

sujetándose a lo que en ellas se establece. 

Hecha la glosa que antecede y continuando con el tema 

en concreto, es de mencionarse que de la nulidad a que se 
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refiere el párrafo noveno del articulo 261 puede advertirse una 

función muy parecida a la del recurso de casación que era 

precisamente anular el proceso viciado de Ilegalidad y que era 

un recurso extraordinario de legalidad al igual que el que se 

plasmó en el párrafo noveno del numeral en comento. pues de 

su texto se desprende que el recurso de nulidad procedía 

contra la última sentencia dictada en el procedimiento. por todo 

ello creo valido inferir que se encuentra también aqui un 

antecedente primitivo del control de la legalidad consagrado a 

nivel constitucional, que desde esta época se reconoció la 

Importancia de que se observaran todas las leyes y que la 

Constitución tenia la obligación de tutelarlas. Dicho control de 

la legalidad se estatuye en nuestra Constitución actual a través 

del juicio de amparo; tema del cual no obstante su Importancia 

por el momento no diré más al respecto pues su estudio no 

corresponde al tema del cual se ocupa este capitulo y tiene 

destinado un apartado especifico en este ensayo. 

En cuanto hace a los antecedentes de la garantfa de 

legalidad que se plasma en el primer párrafo del artículo 16 

constitucional y que se contienen en esta Constitución de 

Cádiz. citaré los articulas 247. 287 y 306 los cuales 

establecian: 

•Articulo 247.- Ningún espariol podrá ser juzgado en 

causas civiles ni criminales por ninguna comisión, sino por el 

tribunal competente. determinado con anterioridad por la ley." 
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•Articulo 287.- Ningún español podrá ser preso sin que 

preceda información sumaria del hecho, por el que merezca 

según la tey ser castigado con pena corporal, y asimismo un 

mandamiento del juez por escrito. que se le notificará en el 

acto mismo de la prisión." 

•Articulo 306.- No podrá ser allanada la casa de ningún 

espat\ol. sino en Jos casos que determine la ley para el buen 

orden y seguridad del Estado.· 

Para un mejor análisis de estos artfculos. es necesario 

dejar precisado desde ahora que la garantía de legalidad 

contenida en el articulo 16 del documento constitucional 

actual, se compone de cuatro subgarantias que son, las de 

mandamiento escrito, de autoridad competente, la de debida 

fundamentación y debida motivación. y algunos autores 

agregan la de causa legal del procedimiento; apuntado Jo 

anterior. se advierte que los articulos 247, 287 y 306 de la 

Constitución de Cádiz son antecedentes del actual articulo 16, 

lo anterior es asi puesto que en el articulo 247 se establece 

que el tribunal que juzgue debe de ser el competente. el 

articulo 287 establece la obligación de que el mandamiento sea 

por escrito y el articulo 306 la condición de que el acto emitido 

esté previsto o determinado en la ley, es decir exigfa una 

causa legal. 

Por otra parte, si bien es cierto que de los artfculos 

anteriormente transcritos, sólo uno, el 247, se refiere a 1a 

materia civil. también resulta válido citar como antecedentes a 
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los articulas 287 y 306, pues aunque tal y como de su lectura 

se desprende se refieren a la materia penal, al respecto se 

puede decir que nuestro articulo 16 no menciona que la 

garantia de legalidad que consagra se establezca para la 

materia civil, antes más bien, de la lectura completa de su 

texto se advierte que se refiere a la materia penal, tal y como 

fue concebido en su inicios y se verá más adelante en este 

ensayo, pero que dada su importancia y el alcance que en la 

protección de los derechos públicos subjetivos implica a los 

ciudadanos, es aplicable a todas las materias, por lo que no 

importa mucho si en sus inicios surgió sólo pensada para la 

materia penal, sino lo que realmente importa es la función 

social que como garantfa individual cumple al proteger al 

gobernado, y el arraigo que tiene en la vida juridica de México: 

todo lo cual debe dejarse anotado desde ahora, pues uno de 

los principales argumentos de Ignacio L. Vallarta para 

considerar que la garantia de exacta apllcaclOn de la ley lo era 

sólo para las causas criminales, era precisamente esa. es 

decir, que en sus origenes y de acuerdo a su primitiva 

redacción, la garantía de exacta aplicación de la ley se refería 

únicamente a la materia penal y que ese era el verdadera 

esplritu del legislador, luego entonces, tal forma de pensar 

también le hubiese sido aplicable al artrculo 16 constitucional y 

no únicamente al 14 en los términos que combatió su aplicación 

a la materia civil Vallarta, lo cual en mi personal punto de 
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vista, como lo analizaré en su apartado respectivo, 

afortunadamente no ha sido asf. 

1.2.- D•creto Constitucion•I p•r• I• Libert•d de la Am6rica 

Mexicana de 1814. 

A este decreto constitucional también se le conoce con 

el nombre de Constitución de Apatzingán, pues fue sancionado 

en Apatzingán Michoacán el 22 de octubre de 1814. 

En este documento federal se encontraba el capitulo V 

que trataba ·oe La Igualdad, Seguridad, Propiedad Y Libertad 

De Los Ciudadanos· es decir, estaba dedicado a las garantias 

Individuales. 

Siguiendo la técnica del apartado que antecede, 

analizaré primeramente los antecedentes que en esta 

Constitución se encuentran respecto del artículo 14 

constitucional, en ese contexto cito al artículo 28 del 

documento constitucional en comento. el cual estatuis que: 

•Articulo 28.- Sori tiránicos y arbitrarios los actos 

ejercidos contra un ciudadano sin las formalidades de la ley.• 

Como de su transcripción se desprende, en este 

numeral se consagraba una garantfa que se hacia consistir en 

que ras autoridades llevaran a cabo sus actuaciones en la 

forma dispuesta en la ley, lo anterior es en virtud de que dicho 
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numeral menciona que son •ttrénicos y arbitrarios•. los actos de 

la autoridad que no las observen: cabiendo hacer al respecto la 

consideración que han hecho los tratadistas en el sentido de 

que mientras en nuestra Constitución las garantías se plasman 

en forma imperativa. es decir, como un mandato que obliga a 

las autoridades a sujetar sus actos a to dispuesto en ellas. en 

esta Constitución de Apatzlngán se establecen en forma 

declarativa. 

Ahora bien. mientras el articulo 28 declaraba que eran 

tiránicos y arbitrarios los actos apartados de la ley. el articulo 

29 los calificaba como delitos y mandaba que asi se 

sancionaran. dicho -ª!'~¡-~'u10 29 tenia el siguiente texto: 

""Articulo 29.-- ·El magistrado que incurriere en este 

delito será depuesto y sancionado con la severidad que mande 

la ley." 

Por otra parte. en cuanto a los antecedentes de la 

garantia de legalidad contenida en el articulo '16 de nuestra 

Constitución de 1917, de este documento signado en 

Apatzlngán en 1814 se puede citar al articulo 166. precepto 

que establecía el equivalente a la subgarantia consagrada en 

el articulo 16 consistente en que las actuaciones deben 

sujetarse a la autoridad competente. y aunque el articulo en 

concreto se refiere a la materia penal. en la especie se puede 

hacer el mismo comentarlo vertido en la parte final del 

apartado anterior respecto a los articules 287 y 306 de la 

Constitución de Cádiz y al cual remito; el articulo '166 disponia: 
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•Articulo 166.- No podrá el Supremo Gobierno: Arrestar 

a ningún ciudadano en ningún caso más de cuarenta y ocho 

horas, dentro de cuyo término deberá remitir al detenido al 

tribunal competente a lo que se hubiere actuado." 

Por otra parte no se encuentra en este documento 

constitucional ningún otro articulo que pueda considerarse 

como antecedente de la garantía de legalidad en materia civil. 

sino únicamente los antes referidos en la forma en que han 

sido expuestos, y a diferencia de la Constitución de Cádiz, este 

documento federal no establecia ningún medio juridico de 

defensa para hacer valer contra la inobservancia de las formas 

a las que las leyes sujetan el procedimiento. lo que de algún 

modo si contenia la Constitución de la monarquia espai'\ola de 

1812, que contemplaba el recurso de nulidad e indicaba que 

en caso de actualizarse las hipótesis de violación se deberia 

reponer el procedimiento (articulo 261, párrafo noveno). 

1.3.- CONSTITUCION DE 1824. 

En esta Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1824, se encuentran como precedente de la 

garantía de legalidad, especificamente del actual articulo 16 

constitucional, al articulo 152 que mandaba: 
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"'Articulo 152.- Ninguna autoridad podrá librar orden 

para el registro de las casas, papeles y otros efectos de los 

habitantes de la república. si no es en los casos expresamente 

dispuestos por ley. y en la forma que esta determine." 

Este precepto indicado como antecedente, cuando 

establece a contrario sensu que para librarse una orden para el 

registro de casas, papeles y otros efectos, sólo podría ser en 

los casos que disponga ta ley. está consignando la garantfa de 

legalidad, y se refiere esencialmente a la materia penal. y 

fuera de este numeral. no se puede localizar otro en este Pacto 

Federal de 1824 que pueda considerarse como antecedente de 

la garantia que estudio, por otra parte. el resto del artículo 

mencionaba que además de la orden de registro era requisito 

que ésta se librara en la forma que determinara la ley, y 

consagraba derechos del gobernado frente al estado, como es 

el derecho del debido proceso legal, sin embargo por las 

razones apuntadas con anterioridad en esta tesis y dado que se 

ha interpretado al debido proceso legal como el derecho de las 

partes a que et juez aplique exactamente la ley, es decir, como 

una garantfa de legalidad propiamente dicha. Jo cito aquí como 

antecedente. 

Como último apuntamiento de este apartado, debe 

decirse que esta Constitución Federal es inferior a la de 

Apatzingan de 1814 en cuanto a la consagración específica de 

derechos del hombre. pues mientras en ésta. se encuentra un 

capitulo dedicado a éstos (Capitulo V De la Igualdad, 
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Propiedad y Libertad de los Ciudadanos.). en la Constitución 

Federal de 1824 sólo se localizan en preceptos aislados. como 

el articulo 152 ya comentado. 

1.4.- LAS SIETE LEYES CONSTITUCIONALES DE 1835 Y 1836. 

En el orden de ideas expuestas en apartados anteriores 

se pueden citar aquí como antecedentes de la garantía de 

legalidad al articulo 2 fracciones J, 11, IV y V de la primera de 

las leyes constitucionales que data del 15 de diciembre de 

1835 y que estatuía Jos • Derechos y Obligaciones de los 

Mexicanos y Habitantes de Ja RepUblica·, mismo que a 

continuación se transcribe: 

•Articulo 2.- Son derechos del Mexicano : 

1.- No poder ser presos sino por mandamiento de juez 

competente dado por escrito y firmado, ni aprehendido sino por 

disposición de Jas autoridades. a quienes corresponda según 

fey. Exceptuase el caso de delito Jnfraganti en ef que 

cualquiera puede ser aprehendido y cuafquiera puede 

aprehenderte. presentándole desde luego a su juez o a otra 

autoridad pública. 

11.- No poder ser detenido más de tres días por 

autoridad ninguna politica, sin ser entregado al fin de elfos con 

los datos para su detención, a Ja autoridad judicial, ni por esta 
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mas de diez dlas. sin proveer el auto motivado de prisión. 

Ambas autoridades serán responsables del abuso que hagan da 

los referidos términos. 

111 ••• 

IV.- No poderse catear sus casas y sus papeles si no es 

en los casos y con los requisitos literalmente preveenidos en 

tas leyes. 

V.- No poder ser juzgado ni sentenciado por comisión ni 

por otros tribunales que los establecidos en virtud de la 

Constitución, ni según otras leyes que las dictadas con 

anterioridad al hecho que se juzga.• 

Asf se tiene que. la fracción 1 es un antecedente de la 

garantta de legalidad plasmada en el actual articulo 16 

constitucional, al consagrar el equivalente a la subgarantia de 

autoridad competente de que habla el primer párrafo del 

dispositivo constitucional que comento. estableciendo además 

que el mandamiento debe ser emitido por escrito. y contiene un 

requisito más que integra a las subgarantias de 

fundamentación y motivación que es que debe estar firmado. 

requisito que aunque no lo señala expresamente el citado 

articulo 16, de acuerdo a la interpretación que ha hecho la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación es un requisito formal 

sine qua non del acto de molestia emitido por la autoridad y 

por lo tanto constituye un elemento integrador de las 

subgarantias de debida fundamentación y motivación: lo que se 



18 

corrobora con Ja transcripción del siguiente criterio emitido por 

la Corte: 

"FIRMA FACSIMILAR, DOCUMENTO CON. CARECE DE 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. 

LA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION ADECUADA QUE 

DEBE CONTENER UN 

COMPETENTE PRECISA 

MANDAMIENTO 

CONSTAR EN 

DE 

UN 

AUTORIDAD 

DOCUMENTO 

PUBLICO QUE CONTENGA TODOS Y CADA UNO DE LOS 

REQUISITOS PARA QUE ASI PUEDA CONSIDERARSE, ENTRE 

LOS CUALES DEBE SEÑALARSE LA FIRMA QUE A DICHO 

DOCUMENTO ESTAMPE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, 

DEBIENDO SER SIEMPRE AUTENTICA, POR LO QUE UNA 

COPIA FACSIMILAR SIN LA FIRMA AUTENTICA DEL ORIGINAL 

DEL DOCUMENTO, CARECE DE VALOR PARA DETERMINAR LA 

DEBIDA Y LEGAL FUNDAMENTACION Y MOTIVACION1"' 3 

La fracción 11 del artículo 2 estatuía un equivalente al 

requisito de debida motivación. al preceptuar que nadie puede 

ser detenido más de diez días por autoridad judicial sin que se 

provea el auto motivado de prisión; esto es equivalente al auto 

de formal prisión contemplado en nuestro actual Pacto Federal, 

pero en esta primera de las siete leyes se implicaba en si 

:s Amparo en reviafón 293/81, 7 •poca, Francisco Torres Lira. 31 de 
agosto de 1981, unanimidad de votos, ponente: Ignacio Magal'la 
Cérdenas. 
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mismo que el auto debia ser motivado. cabiendo hacer la 

consideración que ta motivación presupone la existencia de una 

norma juridica pues ta motivación es la adecuación del caso 

concreto a la disposición legal fundatorla, de donde resulta 

valido concluir que se localiza también en él, un antecedente 

de la subgarantia de causa legal del procedimiento. 

La fracción IV del mismo articulo 2 establecia 

claramente como derecho del mexicano la exacta aplicación de 

la ley, al mandar que no podian catearse las casas ni los 

papeles sino en los casos y con los requisitos que literalmente 

previnieran las leyes; esto es así, pues al utilizar el precepto 

et término •titeralmente• el legislador de 1835 dejó clara la 

obligación para las autoridades de que se aplique exactamente 

la ley al caso. esto es aplicarla conforme la letra de ta ley. 

Yendo más lejos se puede decir que no era permitido ni 

siquiera interpretarla. 

Aunque la fracción V del articulo que comento establece 

ta lrretroactividad de ta ley. de una interpretación a contrario 

sensu de dicha fracción se sigue que entre los derechos d·et 

mexicano estaba et que se le juzgara y sentenciara según la 

norma pues este precepto prohibia que se le juzgara según 

otras leyes que las dictadas con anterioridad al hecho. 

cabiendo recordar to que el Doctor Burgoa dice respecto a la 

lrretroactividad de la ley. en el sentido de que el legislador 

realmente dejaba establecido con ella la garantía de exacta 

aplicación de la ley; cita que se hizo a propósito de los 
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antecedentes de la garantfa de legalidad contenidos en la 

Constitución De Cédiz de 1812. 4 

En la cuarta de las leyes constitucionales de 1836, en 

su apartado relativo a la organización del Supremo Poder 

Ejecutivo. se haya como antecedente la fracción 11 del artículo 

18 el cual disponia en lo conducente que: 

•Articulo 18.- No puede el Presidente de la República. 

11.- Privar a nadie de su libertad, ni Imponerle por si 

pena alguna. pero cuando lo exija el bien o la seguridad 

pública podrá arrestar a ·Jos que Je fueren sospechosos. 

debiendo ponerlos a disposición del tribunal o juez competente 

a los tres dias a mas tardar.• 

Este precepto es un antecedente constitucional de la 

subgarantfa de autoridad competente, en razón de que al 

sospechoso se le debia poner a disposición precisamente del 

tribunal o juez que fuera el competente y no de otro. pues asi 

Jo mandaba la fracción de mérito. aunque este requisito de 

autoridad competente se referia únicamente al caso de poner al 

sospechoso a disposición de su juez. 

En la quinta de las leyes constitucionales, suscrita el 

29 de diciembre de 1836. se localiza al articulo 41 que 

constituye un antecedente especifico del articulo 16 

constitucional. aunque en lo que toca a ta garantfa de legalidad 

remite al párrafo l. del articulo 2 de la primera ley 

.. V6ase cita p. 7. 
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constitucional por cuanto hace a la obligación de que el 

mandato sea emitido por escrito y firmado: este articulo 41 

hace mérito a la obligación de las autoridades para ayudar y 

auxiliar a su cumplimiento y que todo acto que tendiera a 

burlarlo seria cast"igado como un delito grave; articulo que a 

efecto de mayor abundamiento en la exposición se transcribe: 

•Articulo 41.- Et mandamiento escrito y firmado del 

juez, que debe preceder a la prisión, según el párrafo 1, 

articulo 2 de la primera ley constitucional, se hará saber en el 

acto al interesado; este y todos deberán obedecer, cumplir y 

auxiliar estos mandamientos, y cualquier resistencia o arbitrio 

para embarazarlos o eludirlos, son delitos graves, que deberán 

castigarse según las circunstancias.• 

1.5.- PROYECTOS DE CONSTITUCION DE ~842. 

En el primero de los proyectos se consignaba un 

capitulo específicamente dedicado a l_as garantías individuales, 

sin embargo cabe decir que en este proyecto existían más 

articulos que los consignados en ese capitulo que se ocupaban 

de los derechos del hombre; asimismo, conjuntamente al 

estudio de dichos preceptos examinaré los antecedentes de la 

garantía de legalidad contenidos en el voto particular que 
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emitió la minoría· de la comisión en forma de proyecto, y el 

segundo de los proyectos de Constitución de 1842. 

Asf pueden senalarse como precedentes contenidos en 

el primero de los proyectos, a los arUculos 7 fracción VI, IX y 

XIV, 117. 124. 125 y 134 que a continuación transcribo en sus 

partes relativas: 

•Articulo 7.- La Constitución declara a todos los 

habitantes de Ja República el goce perpetuo los derechos 

naturales de libertad. seguridad, Igualdad, seguridad y 

propiedad. contenidos en las disposiciones siguientes: 

VI.- Ninguno puede ser aprehendido, detenido, ni preso. 

sino previo mandato o auto escrito de juez competente de su 

propio fuero; ni juzgado o sentenciado por otro ... 

IX.- ... En cuanto a la imposición de las penas. no 

pueden decretar otras que fas pecuniarias o de reclusión. que 

en su caso establezcan fas leyes. 

XIV.- Solamente en los casos literalmente prevenidos en 

las leyes puede ser cateada la casa de un individuo ... • 

En fa fracción VI de este articulo 7 se localizan dos de 

las subgarantias que integran la de legalidad consignada en 

nuestro actual articulo 16. a las que ya tantas veces se ha 

hecho mérito en este ensayo: éstas son las de mandamiento 

escrito y autoridad competente. también se observan las 

palabras juzgado y sentenciado que aqui se usan sólo para la 

materia penal pero que en otras constituciones se emplean 

indistintamente; en la fracción IX se observa un precedente de 
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la garantía de legalidad en materia penal que consagra el 

articulo 14 constitucional, pues set\alaba que la única pena 

aplicable era la que establecia la ley y que a pesar de referirse 

a la materia penal se estudia aquí pues como se apreciaré más 

adelante. en la Constitución de 1857. hizo gran polémica el 

hecho de determinar si la garantía de legalidad era aplicable 

sólo a la materia penal o también a la civil. 

Apuntado lo anterior sigue ahora hacer la critica a la 

fracción XIV en la cual se desprende de su lectura. estatuis 

una garantia de legalidad pero limitada a los casos de cateo de 

casas y papeles. lo que se aprecia de su texto que dice que el 

cateo estarla permitido • ... solamente en los casos literalmente 

prevenidos en las leyes ... •. 

En el articulo 117 que corresponde a otro apartado del 

mismo proyecto. diverso al que se ocupaba de las garantias 

individuales. seguimos encontrando derechos del gobernado 

frente a las autoridades, en el que se vuelve a observar la 

obligación para éstas últimas de emitir las órdenes de 

aprehensión por escrito de autoridad competente, numeral que 

distaba mucho de la garantia de legalidad que consagra el 

articulo 16 de la Ley Fundamental actual, pues éste último es 

més amplio al ser aplicable a todas las materias contra actos 

de cualquier autoridad. 

Por su parte el articulo 124 se refiere en estricto 

sentido al debido proceso legal, esto, expresamente en la 

materia civil, consignando que la violación de los trámites 
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esenciales de un proceso acarreaba su nulidad; posteriormente 

se haya el articulo 125 que establece el recurso de nulidad 

para los efectos del articulo 124, haciendo especial 

observación que el recurso de nulidad aqui dispuesto. era un 

recurso extraordinario de legalidad ya que sólo procedia contra 

sentencias definitivas. por to que se puede afirmar que es un 

antecedente claro del control de legalidad y del principio de 

definitividad en el juicio de amparo directo, lo cual como se ha 

dejado apuntado en la parte introductoria, es tema central de 

aste ensayo. 

Retomando la exposición, es importante dejar dicho que 

no se pasa por alto que en el caso particular de los artfculos 

124 y 125 se establecla el recurso de nulidad por violaciones a 

las normas del procedimiento y no por violaciones de fondo. 

pues no hace mérito a ellas el texto de dichos preceptos: 

violaciones a las normas de fondo que por otra parte. si son 

atacables en el amparo directo en materia civil. Lo anterior se 

corrobora de la simple lectura de estos articulas que 

textualmente se transcriben: 

·Articulo 124.- Toda falta de observancia en los 

trámites esenciales de un proceso produce la responsabilidad 

del juez. y en lo civil además la nulidad para sólo el efecto de 

reponer el proceso. 

La ley sei'\alará los trámites que son esenciales en cada 

juicio.· 
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•Artlcuto 125.- No tendrá tugar e\ recurso de nulidad 

sino en tos }ulelos escritos y cuando se interponga de 

sentencia definitiva. que causando ejecutoria. no admita 

apelación o súp\ica. este recurso debe •nterponerse ante el 

tribunal en que aquetta se causo, y sólo se admitiré cuando la 

nulidad haya ocurrido "" la instancia en que haya 

pronunci8dose la sentencia que se intenta anular." 

La obligación de motivar y fundar la sentencias 

- encuentra precedentes en e\ articulo 134. que establece que 

sin excepción alguna, todos los tribunales ..... motivarán sus 

sentencias en los Cliversos miembros que contengan, citando ta 

ley. canon o autoridad en que la funden.• 

Esta era obligación impuesta en cualquier materia a 

diferencia de la que plasmaban los articu,os 7 y 117 

comentados con anterioridad. pues constrefiia a la autor\dad a 

fundar y motivar sus sentencias. pero sólo se refería a la 

materia pena•. 

En el voto particular que emitiera en forma de proyecto 

la minoria de ta Comisión. en su sección segunda que 

ocupaba ·ce los Derechos lndividua\es"'. en su apartado 

dedicado a la propiedad se ubica corno antecesor de la 

garantia que estudio, el artículo 5 fracción V, que mandaba que 

sólo se podia privar de 'ª propiedad y de su libre uso en virtud 

de sentencia de la Suprema Corle o del Tribunal Superior, ello 

es equivalente al requisito de preV"10 ju1c10 que c;.onsagf"a el 

articulo 14 de la Const1tuc10n actual, es decir de la gar-antía de 
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"'Articulo 125.- No tendrá lugar el recurso de nulidad 

sino en los juicios escritos y cuando se interponga de 

sentencia definitiva, que causando ejecutoria. no admita 

apelación o súplica. Este recurso debe interponerse ante el 

tribunal en que aquella se causo, y sólo se admitirá cuando Ja 

nulidad haya ocurrido en la Instancia en .que haya 

pronunciádose la sentencia que se intenta anular."" 

La obligación de motivar y fundar la sentencias 

·encuentra precedentes en el articulo 134. que establece que 

sin excepción alguna, todos los tribunales "" ... motivarán sus 

sentencias en los diversos miembros que contengan, citando la 

ley, canon o autoridad en que la funden.• 

Esta era obllgacl6n Impuesta en cualquier materia a 

diferencia de la que plasmaban los artículos 7 y 117 

comentados con anterioridad. pues constreriia a la autoridad a 

fundar y motivar sus sentencias. pero sólo se referla a la 

materia penal. 

En el voto particular que· e _ _!Tlitiera en forma de proyecto 

la minoria de 

ocupaba •ce 

dedicado a la 

garantia que 

la Comisión~ en ,. ;.~ sección 

Derech'os- ;_'.'l:~:~:~·~;Íduales·. los 
-·~, '._'.. ' . i.:_: 

propiedad7;~:-·s·e ··_. Übica como 

segunda que se 

en su apartado 

antecesor de la 

que mandaba que 

sólo se podfa privar ~e _¡·a::;~:o~'f:.:-d··~.d-y de su libre uso en virtud 

de sentencia de la SuprerTI'.S:~·Corte o del Tribunal Superior, ello 

es equivalente al que consagra el 

articulo 14 de la Constitución actual, es decir de la garantia de 
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audiencia; mas adelante esta misma fracción establece que la 

privación y limitación de su uso sólo procede en los casos que 

previera la ley y en su parte final estatuye como derecho 

individual el de debido proceso legal. 

Las fracciones VI y XIX del mismo articulo plasmaban 

como derechos individuales los de mandamiento escrito de 

autoridad competente y su fracción XII la obligación de 

sentenciar conforme las leyes y el debido proceso legal, esto 

tanto en lo civil como en lo criminal. 

En el Segundo Proyecto de Constitución fechado el 2 de 

noviembre de 1842, se localizan como antecedentes de la 

gar•ntia da legalidad, los articulos 11, 13 fracciones XII y 

XXIII, 115, 116, 122 y 123, desprendiéndose de todos ellos 

como derechos del gobernado: el mandamiento escrito. de 

autoridad competente, fundado y motivado y la obligación de 

observar el debido proceso. el articulo 115 sancionaba con 

nulidad la inobservancia de las formalidades esenciales en los 

procesos; por ello a este articulo 115 le es aplicable el mismo 

comentario formulado con motivo del articulo 124 del primero 

de los proyectos de Constitución, asimismo acontece 

tratándose de los correlativos a los articules 11. 13 fracciones 

XII y XXIII. 116. 122 y 123 ya citados y comentados. por ello no 

se hace necesario nuevamente vertlr dichas consideraciones 

que serian 

·reduiidantes. 

en el mismo sentido y consecuentemente 
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1.6.- BASES ORGANICAS DE LA REPUBLICA MEXICANA DE 

1843. 

En estas Bases Orgánicas se encuentra como 

antecedente del articulo 14 constitucional al articulo 9 fracción 

VIII. dicho articulo y fracción. eran del tenor literal que sigue: 

•Articulo 9.- Derechos de lo habitantes de la República. 

VIII.- Nadie podrá ser juzgado ni sentenciado en sus 

causas civiles ni criminales sino por jueces de su propio fuero, 

y por leyes dadas y tribunales establecidos con anterioridad al 

hecho 6 delito de que se trate. Los militares y eclesiásticos 

continuarán sujetos á las autoridades á que lo están en la 

actualidad, según las leyes vigentes.• (sic) 

Al referirse sobre este particular. de antecedentes del 

articulo 14 constitucional, el jurista Don Emilio Rabasa dijo 

precisamente refiriéndose a este articulo 9 de las Bases 

Orgánicas De 1843 que:. • ... los casos que voy a presentar son 

de lo más respetable que pueda darse. porque no sólo se 

encuentran en leyes sino en leyes constitucionales nuestras. y 

porque una de ellas es la fuente a que los constituyentes 

fueron a buscar el arUculo d8 que se trata (articulo 14 de la 

Constitución de 57). 



28 

La Constitución espanola de Cádiz de 1812 ... en su 

artículo 247 •.. 0e aquf fueron a tomar su precepto las Bases 

Orgánicas ... artículo 9 ... fra,;ción Vlll. .. ya se ve. pues. que en 

al lenguaje constitucional se dice juzgar y sentenciar lo mismo 

refiriéndose a negocios civiles que a causas criminales ... • y 

concluyó diciendo que • ... hay que agregar ... que por si basta. la 

consideración de que el articulo 14 fue copiado del de las 

Bases Orgánicas (articulo 9 fracción VIII) de suerte que no 

puede haber dudas de que la Comisión de 57 tuvo en cuenta la 

acepción y alcance de las palabras juzgar y sentenclar."" 5 

Reforzando esta idea con la consideración que el 

maestro Juventino v. Castro y Castro hace en su libro 

""GARANTIAS Y AMPARO". obra en la que considera que sólo 

hay tres constituciones que contienen antecedentes de la 

garantía de legalidad y estas son. la Constitución de Cádiz de 

1812 en sus articules 244 y 247. el primer proyecto de 

Constitución de 1842. en su articulo 124; articules éstos que 

fueron analizados con anterioridad. y en estas Bases Orgánicas 

precisamente señala como antecedente al artículo 9 fracción 

VIII segundo párrafo. sin embargo como podrá apreciarse, 

también se toma en cuenta en este ensayo su primer párrafo, 

por considerar que igualmente contiene precedentes de la 

garantia en estudio. 

5 
RABASA. Emilio: ·e:L ARTICULO , .. ESTUDIO CONSTITUCIONAL y EL 

,JUIC:!Q CONST!TUC!QNAL QRIGENES TEQRIAS Y EXTENSTON", 4a 
edlclOn, Ed. Porrua S.A., México D.F .• 1978, pp 47 y 48 
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En este mismo contexto sena10 al articulo 182 contenido 

en estas Basas Orgánicas, pues dicho precepto disponia que: 

•Artrculo 182.- C
0

ualquier falta de observancia en los 

trámites esenciales de un proceso produce la responsabilidad 

del juez, y en lo civil además la nulidad para el solo efecto da 

reponer el proceso. La ley señalará los trámites que son 

esenciales en cada juicio.• 

Como se desprende de su lectura asi como de la del 

articulo 9 ya mencionado, la garantfa que ambos artículos 

consagraban, era la de debido proceso legal, pero en 

consonancia con las ideas expuestas en apartados que 

anteceden respecto al verdadero alcance de fa garantfa de 

debido proceso legal, en el sentido de que consigna en si 

misma una garantía de legalidad. y en mérito de lo que Emilio 

Rabasa consideró respecto del artículo 9 tracción VIII, se citan 

aqui validamente como antecedentes. a estos articulas 9 y 182. 

En efecto, el articulo 182 establecía como obligación 

para las autoridades. la de observar los trámites esenciales de 

un proceso. so pena de nulidad del mismo, esto ya se 

encontraba consignado en la Constitución de Cádiz de 1812 

(articules 254 y 261) al establecer el efecto de declarar nulo 

un proceso viciado por la inobservancia de las formas legales 

que lo arreglaban. y ese efecto era el de reponer dicho 

procedimiento; por lo que hace a esta Constitución que se 

estudia, este articulo en particular se refiere a los •trámites 

esenciales de un proceso• y la Constitución de Cádiz hace 
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proceso •.. •• 
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• ••. Ja observancia de las leyes que arreglan el 

ambas constituciones establecian una 

responsabilidad personal para el juez que no cumpliera con ese 

mandato que consignaban. 

Haciendo una consideración especffica del artículo 9. 

se puede mencionar que el legislador de 1 843 plasmó en él la 

obligación para Ja autoridad judicial de juzgar y sentenciar 

conforme a ras reyes, sin hacer diferencia, sino más bien, 

dejando claramente establecido, que esa obligación era tanto 

para la materia civil como para la criminal, apuntamiento este 

último que se hará necesario cuando se analicen los 

antecedentes contenidos en Ja Constitución Federal de 1857, 

por las razones que más adelante se esbozarán para dilucidar 

si la garanUa de legalidad era aplicable a la materia civil o 

únicamente al ramo penal; la consideración también es 

importante pues el legislador de 1843. no precisa que las 

palabras juzgado y sentenciado sean sólo para la materia 

criminal sino lo que es más los usa indistintamente al decir 

·Nadie podrá ser juzgado ni sentenciado en sus causas civiles 

y criminales·. argumentos gramaticales estos últimos en Jos 

que el jurista Ignacio L. Vallarta se basaba para sostener que 

la garantía de legalidad se referia sólo a la materia penal. 

En lo que toca a los antecedentes del articulo 16 

constitucional. contenidos en estas Bases Orgánicas de 1843. 

se encuentra nuevamente al articulo 9 pero ahora en sus 

fracciones v. VI y XI que son las que a continuación cito: 



"Articulo 9.- Derechos 

República: 

de los habitantes de 
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la 

V.- A ninguno se aprehenderá sino por mandato de 

algún funcionario á quien la ley de autoridad para ello; excepto 

el caso de delito in traganti, en que puede hacerlo cualquiera 

del pueblo, poniendo al aprehendido inmediatamente en 

custodia a disposición de su juez. (sic) 

VI.- Ninguno será detenido sino por mandato de 

autoridad competente, dado por escrito y firmado, y sólo 

cuando obren contra él Indicios suficientes para presumirlo 

autor del delito que se persigue, si los indicios se corroboraren 

legalmente, de modo que presten mérito para creer que el 

detenido cometió el hecho criminal, podrá decretarse la prisión. 

XI.- No será cateada la casa, ni registrados los papeles 

de ningún Individuo. sino en los casos y con los requisitos 

literalmente prevenidos en las leyes.• 

En lo transcrito se observan antecedentes de ras 

llamadas subgarantras de mandato escrito y firmado. la de 

autoridad competente (fracciones V y VI). y la de debida 

fundamentación y causa legal del procedimiento (fracción XI). 

las cuales conjuntamente con la de debida motivación integran 

la garantfa de legalidad que consigna el primer párrafo del 

artículo 16 de nuestra Ley Fundamental actual. 



32 

1.7.- ACTA CONSTITUTIVA Y DE REFORMAS DE 1847. 

Acorde a lo que en su voto particular sostuviera Don 

Mariano Otero. esta Acta Constitutiva y de Reformas de 1847 

aseguró la Inviolabilidad de los derechos individuales y dejó a 

una ley posterior que los consagrara especificamente. 

En efecto, en el dictamen emitido por la mayoria de la 

Comisión encargada de elaborar ras Bases en sesión del 5 de 

abril de 1847 presentó a examen al Congreso Constituyente la 

proposición de declarar que la Constitución Federal de los 

Estados Unidos Mexicanos de 1824 era la única legitima y así 

obligar a su cumplimiento y estricta observancia a los 

Supremos 

Habitantes 

Poderes de la Unión. a los 

de la República. esto hasta 

Estados y 

en tanto 

a 

no 

los 

se 

determinaran las reformas que haría a dicha Constitución de 

1824 el Congreso Constituyente de 1847; sin embargo Mariano 

Otero formuló su voto particular pues no estaba de acuerdo con 

la mayorfa, asi emitió en forma de proyecto un Acta de 

Reformas. la cual consideraba que debía observarse 

conjuntamente con el acta constitutiva de 31 de enero de 1824 

y la Constitución Federal de 24 de octubre de ese mismo ano. 

En el articulo 4 de ese voto particular propuso lo que 

posteriormente consignaría el artículo 5 de las Bases 
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Orgánicas, precepto que disponia que .. Para asegurar los 

derechos del hombre, que la Constitución reconoce, una ley 

fijará las garantlas de libertad, seguridad, propiedad e 

igualdad de que gozan todos los habitantes de la República, y 

establecerá los medios de hacerlas efectivas.· 

Ahora bien, es de mencionarse que la ley a que aludia 

el articulo 5, nunca se creó, lo que vislumbraba Otero, pues 

dijo también al emitir su voto particular que • ... Si viniendo 

tiempos más tranquilos el Congreso pudiese ocuparse en la 

formación de esa ley, semejante trabajo, por si solo. elevarla a 

su memoria un monumento de muy grato recuerdo.·• 

Todo lo anteriormente expuesto deviene a tema para 

poder inferir que si bien es cierto estas Bases Orgánicas 

establecian la inviolabilidad de las garantias individuales. la 

realidad es que éstas no se consolidaron pues la ley que las 

debla plasmar según el mencionado articulo 5, no se elaboró. 

por lo que es obvio decir, que no se puede citar ningún articulo 

como antecedente de la garantra de legalidad relativo a este 

documento constitucional de 1847. pues a mayor abundamiento 

hay que mencionar que de la lectura integra del mismo, no se 

desprende ningún articulo que pueda considerarse estatutor de 

garantias, cabiendo hacer la salvedad que en consonancia con 

lo referido en el inicio de este apartado, pueden tenerse como 

antecedentes de la garantia de legalidad en esta época, a los 

• TENA RAMIREZ, Felipe; ·LEVES FUNOAMENTALE;S QE MEXICQ 19QB
~~. 19a edición, Ed. Porrüa S.A., Méxtco O.E. 1995, P 453. 
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artículos contenidos en la Constitución de 1824. pues como se 

ha dejado expuesto, ésta era la única reconocida como 

Constitución Polftica de la República en esa época; articulas 

contenidos en ésta. que por su parte. fueron analizados en su 

momento en este ensayo y ahora remito a ellos y a Jos 

comentarios vertidos en torno a Jos mismos. 

No se pasa por alto y hay que mencionarlo, que si bien 

la ley a que hacia mérito el articulo 5 de las Bases Orgánicas 

no se concretizó, si existieron dos proyectos de la misma, uno 

da ellos es el Proyecto de Ley de Garantías de José María 

Lafragua que data del 3 de mayo de 184 7 y el otro es el 

Proyecto de Ley Constitucional de Garantfas Individuales de 29 

de enero de 1849. 

Del primero de estos proyectos se pueden cit8r los 

artfculos 12, 16. 29 y 30 como contenedores de antecedentes 

de fa garantia de legalidad, esto es así, ya que esos preceptos 

proponían la obligación de orden escrita y firmada en lo que 

respecta a las aprehensiones (artículo 12), la de motivar para 

la declaración de preso (articulo 16). y el articulo 29 establecía 

Ja garantía de legalidad en materia penal aunque sólo 

tratándose de la autoridad polftica, corroborándose ello de Ja 

lectura de su texto, el cual dispondría en lo conducente que: 

•La aplicación de las penas es propia de la autoridad judicial, y 

la politica sólo podrá imponer aquélla para que expresamente 

la faculta la ley, y en los casos y modos que ella determine.· 
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En efecto. si ese precepto se interpreta a contrario 

sensu. se infiere que la legalidad no obligaba a la autoridad 

judicial pues ésta podia imponer penas diversas a tas que se 

refería Ja ley. 

Como puede apreciarse. hasta aquí todos los artfculos 

se referirían a la materia criminal. no asf el articulo 30 que no 

distingufa entre el ramo al cual aplicarse y disponfa la 

obligación de observar los trámites esenciales de un proceso, y 

la sanción de nulidad sino se cumplían. 

En el segundo de los proyectos aludidos se ubicaba el 

articulo 7 como antecedente de la subgarantia de mandamiento 

escrito, a qui también limitada al supuesto de las 

aprehensiones, el articulo 9 Ja de autoridad competente, 

tratándose del juez penal que dictara la aprehensión. 

El articulo 23 por su parte volvía a referirse a la 

subgarantía de autoridad competente pero además la garantía 

de observar los trámites esenciales de un procedimiento. 

Igualmente sólo refiriéndose a la materia penal. no así el 

articulo 32 del proyecto en cita que consignaba la obligación 

del debido proceso tanto en las causas civiles como en las 

criminales. sancionando con nulidad el proceso en que no se 

cumpllera con esa obligación. 

1.8.- CONSTITUCION DE 1857. 
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Es en esta Constitución Federal donde surge la garantia 

de exacta aplicación de la ley propiamente dicha, garantía que 

estaba precisamente consignada en el articulo 14 de este 

Pacto Federal. 

Surge también la discusión en torno a ella para 

determinar si era aplicable a la materia civil o lo era 

únicamente a la penal; postura esta última que sostenla 

tenazmente Don Ignacio L. Vallarta, en aquel entonces Ministro 

y Presidente de la Suprema Corte De Justicia De La Nación. 

Muchos juzgadores constitucionales la consideraban 

aplicable a ambas materias y asi lo hacían. hasta que cada 

asunto en particular llegaba a la Corte mediante la revisión que 

de las sentencias de amparo tenia que hacer el máximo órgano 

de justicia, amparos de los cuales tocó conocer al C. Ignacio L. 

Vallarta y discutidos que eran en las sesiones dichos negocios, 

Vallarta emitia su voto particular para sostener la 

inaplicabilidad de la garantía de legalidad a la materia civil. en 

virtud de los razonamientos que expuso en sus votos 

particulares y que serán más adelante analizados: por el 

momento comenzaré por hacer mérito a como surgió esta 

garantla en el articulo 14 de la Constitución Federal de 1857. 

Este articulo se conformó con los que en el proyecto de 

Constitución de 1856 fueron presentados como articules 4, 21 y 

26. 
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El artículo 4 plasmaba la garantia de irretroactividad de 

fa ley. pues prohibía la expedición de •ninguna ley retroactiva 

ex post facto• dacia en su redacción. por lo que en estricto 

sentido a pesar de ser uno de los artfculos que posteriormente 

conformó al 14, no conlleva mayor tema de estudio a los fines 

de esta exposición. 

Los artículos 21 y 26 eran del tenor literal siguiente: 

"'Artículo 21.- Nadie puede ser despojado de sus 

propiedades. ó der8Cho·s. ni proscrito, desterrado ó confinado, 

sino por sente"r;i,c1·a'.J~~icial pronunciada según las formas y bajo 

las condición·e~ .-. .;,-;s,,~-br~Cidas en las leyes del paf s. "'(sic) 

"'Artículo, 26.- Nadie puede ser privado de la vida, de la 

libertad o de la propiedad, sino en virtud de sentencia dictada 

por autoridad competente, y según las formas expresamente 

fijadas en la ley y exactamente aplicadas al caso." 

Por lo que hace a la discusión del artículo 21, una vez 

llevado a sesión, hubo unidad de criterios al sostener que las 

ideas que contenía este precepto eran las mismas pero estaban 

mejor plasmadas en el articulo 26 del mismo proyecto de 

Constitución de 1856, así la comisión encargada de su 

redacción solicitó permiso para retirar el articulo 21 y 

presentar únicamente al 26; ello fue acordado de conformidad 

por unanimidad de votos de los diputados presentes a Ja 

discusión. Lo anterior fue así por Jo siguiente: 

Tanto los articulo 21 y 26 se referían a toda persona, 

mientras el 21 se refería a despojo el articulo 26 hablaba de 
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privación, lo que para efectos prácticos resultaba Jo mismo, así 

también ambos artículos tutelaban la propiedad, el artículo 21 

era repetitivo. al decir •Nadie puede ser ... proscrito, desterrado, 

o confinado ... • palabras que tienen igual significado, por otra 

parte cabe decir que el articulo 21 hablaba de derechos y el 26 

mencionaba a la vida y a la libertad como esos derechos, 

siendo por ello más explicito que el articulo 21, este numeral 

fijaba como requisito sine qua non para llevar a cabo esos 

actos, que se observaran las formas y condiciones que las 

leyes del pafs fijaran, y el articulo 26 en su parte final 

establecía como condicionante, además de la observancia de 

ras formas legales, la exacta aplicación de la ley que es la que 

conformemente se dice garantfa de legalidad: en este orden de 

ideas senalo al articulo 26 de este proyecto de Constitución de 

1856. como el antecedente más preciso de la garantfa de 

legalidad que se estudia. 

Llevado que fue a sesión este articulo 26. el punto en 

que se centró el debate para su aprobación consistió en que no 

debía discutirse en él, lo relativo a la privación de la vida, ya 

que este era un tema que debfa ser tratado cuando tocara su 

turno al articulo 33 del proyecto al analizar si se abolla o no la 

pena de muerte en México, consideréndose por ello que si aquí 

se discutia el articulo 26 en su parte conducente que dacia que 

nadie podría ser privado de la vida sino mediante sentencia 

dictada por autoridad competente, ello equivaJdria tanto a tener 

como aprobada fa aplicación de la pena de muerte. siendo el 
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caso que esto debla esperar a ser debatido al tratarse el 

referido arUculo 33 del proyecto. por estos motivos se pidi6 

que se retirara del articulo 26 la parte relativa a la pérdida de 

la vida. 

Otro de los diputados integrantes de la comisión 

propuso que a efecto de hacer más extensivas y protectoras las 

garantias que consignaba, se cambiara también su redacción a 

efecto de que el articulo dijera genéricamente que tanto en la 

materia criminal como en la civil los faltos deberían ajustarse a 

las garantias que consagraba la comisión redactora de la 

Constitucl6n. 7 asi se presentó reformado el articulo 26 con el 

siguiente texto: 

'"Articulo 26.- Nadie puede ser juzgado ni sentenciado 

sino por leyes dadas con anterioridad al hecho. y exactamente 

aplicadas a él por el tribunal previamente establecido por la 

ley." 

Redacción que fue aprobada por 84 votos a favor y 2 en 

contra. 

Posteriormente uniendo las partes reformadas y 

aprobadas d.e los articulas 4 y 26 del proyecto de 1856. se 

consagró definltlvamt:'nte como el articulo 14 en la Constitución 

Federal de 1857 bajo el siguiente tenor literal: 

7 
Cfr. TENA RAMIREZ, Felipe; Op. Cit., pp. 595 a 605; y CAMARA DE 

DIPUTADOS L LEGISLATURA, •LOS QERECHQS QEL pLIEBLO 
MEXICANO", México A Través De Sus Constituciones·, tomo 111, 2• 
ediclOn, Ed. Manuel Porrlla S.A., México 1978. pp.747 a 752. 
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•Articulo 14.- No se podrá expedir ninguna ley 

retroactiva. Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por 

leyes dadas con anterioridad al hecho exactamente aplicadas a 

él por el tribunal que previamente haya establecido la ley.• 

Consideraciones todas éstas. que aparte de informar 

respecto a precedentes de la garantia de legalidad. se antojan 

necesarias a efecto de mayor abundamiento del análisis que 

ulteriormente se hará en torno a los razonamientos de Don 

Ignacio L. Vallarta para sostener la no aplicabilidad de esta 

garantfa a la materia civil. tal y como se valorará de la 

exposición que sigue. 

En efecto. como se desprende de todo lo anteriormente 

expuesto. no sólo el articulo 14 no hacia distinción entre si la 

aplicación exacta de la ley debla ser sólo para la materia 

criminal o también para la civil. sino que lo dejó plasmado en 

forma genérica. debiendo citarse aquí por oportuno. el principio 

general de derecho que consig..:aa que, ·donde el legislador no 
•----- ·_·;_;.'·;.-'".-,.-- ' 

distingue a nadie le es ·-dado~ haci8rlo;-·consecuentemente, en un 
,;;,•", 

intención del Constituy·;;¡,·t_; c.d-~·-.~-1~·57 era plasmar esa garantía 

de una manera más 'ampli·a·., a como se había presentado 

contenida en el articulo 26 del proyecto. a efecto de que 

protegiera al gobernado contra actos arbitrarios que atacaran 
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no sólo la vida y la libertad, sino también la propiedad. y 

además quiso que las hipótesis de actos violatorios de esta 

garantia fueran más amplias pues en este respecto el diputado 

Cerqueda propuso se dijera • ... que en materia criminal o civil 

no pueda haber más fallos sino con las garantias que esta 

comisión establece.•ª 

Ello deviene a est;,.di'a i>'~·e·S Ignacio L. Vallarta a efecto 

de apoyar su criterio. ad.uj·o· ~-~ .. ~-~·-J:~~S~~·-~~-~,,ord.en no sólo juridico 

en sentido estricto. como son las:_ técrliC-á·s· de interpretación de 
··, ·. \ 0::-~i:~i/.:,:.:_". 

la ley y de derecho comparado':''..·s1n·o7'.;'.tamblén axiológicas. 

gramaticales y hasta cuestlont;ts. ~e- ~~~~~-,~t~ ·.práctico; por lo que 

congruentemente con lo dicho al· in.1Cfé:>'-:r··de este subtema. se 
''_J···-

abordaran ahora los razonamientos: ~\iúC1dos por el connotado 

jurista para sostener la inaplicabilidad ·de~ la garantfa de exacta 

aplicación de la ley a los negocios civiles. 

Ignacio L. Vallarta fundaba su postura primeramente en 

el hecho de que el articulo 26 del proyecto estaba colocado 

junto a los que establecían las garantias de los acusados. sin 

embargo decra que por una Inadecuada redacción en su texto 

se hacia mención a la propiedad y que como el constituyente 

no queria que las reglas de lo criminal se aplicaran a lo civil. 

retiró et articulo para después presentarlo en los términos que 

ya han quedado precisados. sin embargo el legislador cometió 

el error de cambiarlo de lugar. ya que se formó conjuntamente 

con el que en el proyect~ era el articulo 4 aplicable a ta 

DCA MARA DE DIPUTADOS L LEGISLATURA; Op. Cit •• p. 752. 
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materia civil. dándosele al final el número 14 en la Constitución 

de 57. y que es por ello precisamente que surge ta confusión 

de aplicarlo a la materia civil. 

Por otra parte siguiendo una teorfa axiológica. el jurista 

en cita. consideraba que la vida y la libertad son unos 

derechos más preciados para la ley que la propiedad. y por ello 

merecian aquéllas de más garanttas que ésta. asimismo 

esgrimia que aceptar que la garantfa de exacta aplicación de la 

ley resultaba aplicable a la materia civil era sentar un principio 

subversivo del orden social. destructor de la propiedad misma.• 

Discurriendo sobre to expuesto. reSulta de especial 
'-" ' 

apreciación uno de los principales motivos en que· bas·ó sus 

~dx:::a19a0p~~~=c~~nv:~a;~ª;e:0:~a1 :::e~i:8 c::l111 c~a8lf~~~l~~~t~N:: 
sentar un principio subversivo del orden sociat;:r~:·at:ii·.'respecto 

'_ ·.:··.:~, ~:-:,.::_,;, .·- . 
e¡;,;:·~ debe decirse lo siguiente. 

.,- -, ·-~- - -~: -

De acuerdo a mi tesis. en primer términ·-:c,. ha·rit:X"1enclón 
-~-,-~:o:'?~~:,.,,;r,-'- - -

a que en mi entender para Ignacio L. - Vall-ai-t8i~HI~- -_exacta 

aplicación de la ley constituis la excepclón __ .y -~n·~'.:~~~~fr~~gl·a.-· esto 

es así en virtud de que siguiendo et contexto;·:d·:~· ... :s_~_~'.ldeas, si 

sólo se pudieran •juzgar y sentenciar• aquello-s hechos a los 

cuales les resultare aplicable exactamente una ley. habrfa 

muchos hechos y situaciones sin resolver lo cual no es nada 

deseable para una sociedad que quiere que la justicia se 

• Cfr. VALLARTA, L. Ignacio; .. ~ ... tomo 1, 3• edición, Ed. Porrüa 
S.A., México 1989, pp.335 a 341. 
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aplique y en nada ayudarfa esto al espíritu del legislador 

plasmado en el articulo 17 _constltu_clon_ar. el cual prohibe 

hacerse justicia por p·ropia· mano .. y .manda que la federación 

tenga tribunaleS q~·ª. -·J_~~~.,~~~~', ·_:::¡·~~:~~:~-~~-::.~7-~:~'iando prontos a 

resolver las controY.8rsiá·.:CiUe .~.-;~~.-·s.:'í;.~,t~n:·.· ello precisamente 
·.· ·. -

para cumplir con el esP,fritu qu~. 1n·~ª«:fª a dicho articulo que es 

terminar con Ja ley del talión y la venganza privada que 

perturban y son peligrosos al orden social. 

En efecto. según nuestra realidad histórica. se sabe. 

son innumerables los casos y las hipótesis de controversias ha 

que se pueden ver sometidos los habitantes de una sociedad. 

siguiendo esta idea. es imposible que existan leyes que 

regulen y resuelvan cada una de esas controversias en 

particular, por lo que de considerarse que solamente se puedan 

llegar a •juzgar y sentenciar• hechos a Jos que una ley les sea 

exactamente aplicable, quedarfan sin decisión innumerables 

conflictos y por consiguiente dejarfan a la sociedad sumida en 

el caos, y como apuntaba Vallarta eso es algo •condenado por 

todas las sociedades de los países cultos.·; 1º esto equivaldría a 

tener una sociedad sin leyes para la mayorla de Jos casos; así 

el referido jurista cita en apoyo a sus argumentos al derecho 

extranjero. en el que dice. se reconoce la necesidad de la 

interpretación judicial. sin embargo también considera que en 

materia penal se da el fenómeno contrario. pues asi como no 

1º·VALLARTA, L.. Ignacio; Op. Cit., p.57. 
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es deseable que una contienda civil quede sin fallo. menos 

deseable resulta aún que el juzgador condene a alguien que el 

legislador no quiso castigar. sin que sea óbice a ello que el 

margen de error se perciba semejante en la materia civil. pues 

resulta preferible absolver a un culpable que condenar a un 

inocente y esto es en atención a la jerarquía de los valores que 

el propio derecho desea tutelar. tales como la vida y la libertad 

que están en todo momento por encima de la propiedad o 

cualquiera otro bien de los que tutela el derecho civil. 

Pero la opinión que·~sustento en ese respecto es que la 

ley se hizo para aplicarse invariablemente y mientras ésta 

exista y resulte apllca~le al caso. se debe aplicar exactamente; 

por eso mi criterio es contrario. pues considero que la regla 
- ... ,·· 

general es precisa me~-~~·- q~.~:.1~ ley se aplique invariablemente 

en la forma exacta qu~--.:~.11~·,·~j'~'~a manda, que esto es en todas 

las materias y en todos ·-.·~s·~,:~~~os, que se dicta, pero debe 

admitirse su interpretaci6-n, vis-ia -·la: :realidad y dado que 
', ·.·,··-' 

efectivamente se corre e.I ·i~·e~'g'~) 'qU'il 0 muchos litigios que 

~~~~~~~:~~:" ::~~~·::~:~~~i~f l~~l11~~~.:~·~:~~:·=:~~ 
excepción debe permitirse su~· i .. n_te,~.f!;[ª~2:'.ci_~n. la cual, según 

nuestra Constitución la únicá: · ~b·¡¡·~~~~·~-¡~· 'es la judicial, pero 

aun ésta debe cei\irse a la ley y sólo cabe llevarla a cabo para 
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dilucidar y entender _como _.debe 2'.'~licarse al caso concreto. es 

decir. particularizar)a ·_riorn:a~_.':-~in- ~ontradecirta. 

Lo anterior_ ·.:1_~-' ~·nue . .:..d~·:: a·~f~ Ya que resulta claro que 

efectivamenÍ~-~~::~, es ~~~~áS;;:i;'c'~~~t-~&-rfc; al orden social. dejar de 

::::•,::ra1ZJ:~f:t'.f}~~~~~11~~1~~~~i{~u~f::ltt:~d:r :use a~:a:::esn d: 
una ley;. en: atención,:;' .. de,.;_ello,,;~ty,,fen_,. pro del interés comUn. se 

· · · · · :: .· ,. · ':'> <".f:/•. ····:\'.:•.:•,·::5;1<:.;:,~,t:.::cc·:.: • · 
puede permi_~:-•r:~ ~>~-.. ".'.«::~~::~---~:;~---~rJ(i:~·~J~::1~(~r:~i-nt_erpretación de ésta. pues 
debe ten'!rse_.por~s_u~u-~.~:~:~':--.~~~).~l:'ª"do la ley es clara y no deja 

Jugar a dudas sÓb·';.~ 1-a··'~-~--~d:~-dera intención del legislador. 

siempre se deberá aplicar exactamente en la forma que éste la 

dictó. 

Por otra parte. en cuanto hace a la materia penal. la 

conclusión es que no es deseable la aplicación de una ley que 

no resulte exactamente aplicable, sin embargo, hay que estar 

conscientes que la Interpretación se hace necesaria aunque 

deba ser más restringida que en cualquier otra materia. pues 

debe limitarse a dar· el verdadero sentido a la letra de la 

norma, y no para aplicar penas o para considerar delitos a los 

que el legislador no tipificó como tales. 

Sobre este tema debe citarse en este punto del ensayo 

a Don Emilio Rebasa, jurista que sostenía que: ·en materia 

penal hay tres géneros de leyes: la que define al delito, 

declarando punible un acto que se ejecuta en ciertas 

condiciones: la que sei"iala pena determinada al hecho punible; 

la que establece el modo de investigación para establecer que 
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un individuo ha ejecutado el hecho y las circunstancias en que 

lo ejecutó. • 11 

Los tres géneros de leyes a que Don Emilio Rabasa se 

referla son las que describen el tipo delictivo. las que lo 

sancionan. y el tercer género que menciona Rabasa lo 

constituye la ley adjetiva o procesal que establece y regula los 

medios para conocer la verdad histórica acerca del hecho 

punible. y es precisamente este tipo de leyes las que en dicho 

de Rabasa dejó de considerar Ignacio L. Vallarta cuando dijo 

que la ley penal debía aplicarse •exacta. literal y 

matemáticamente" pues de considerarse que este tercer género 

de leyes no admite interpretación ello • ... ni es menos absurdo 

ni es menos subversivo del orden social que exigir la literal 

aplicación de las leyes civiles.• 12 

De lo anterior se sigue que. para Rabasa la ley procesal 

penal si se interpreta. con lo cual si cabe decirlo, estoy de 

acuerdo, pues como la misma Suprema Corte de Justicia de la 

Nación lo ha sostenido, las leyes procesales no conllevan 

derechos sino que únicamente establecen los medios de 

hacerlos valer, pues los derechos se consignan en las leyes 

sustantivas, en esa idea, no para perjuicio ni importa violación 

a las garantias individuales la interpretación de leyes 

adjetivas. 

11 
RABASA Emilio; Op. Cit., p. 60. 

12 
RABASA: Emilio; Op. Cit., p. 81. 
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Lo anterior se fundamenta en,.lo dis~_uesto por el tercer 

párrafo de nuestro actual articulo 14 -constitucional. del que se 

desprende que lo llnlco que está prohibido es aplicar por 

analogía y aun por mayoría de raz.ón. pena alguna que no sea 

la exactamente aplicable aJ delito de que se trate, y de su texto 

también se infiere que es requisito sine qua non el que dicho 

delito esté contemplado también en la ley, pues para que exista 

la pena está como presupuesto lógico que exista el delito. 

atento el contenido del principio general del derecho que reza. 

que no hay pena sin delito; de igual modo se advierte que el 

texto constitucional no dice nada acerca de las leyes del 

procedimiento. por lo que en ese orden de ideas, es valido 

entonces concluir que éstas si pueden interpretarse sin 

importar violación de garantias. 

Entrando al análisis de otro tipo de consideraciones en 

que Vallarta sustentó su posición, están las de tipo gramatical 

y de redacción. pues consideró que el pronombre ·Nadie"" con 

que comienza el artículo 14, se refiere a las personas y no a 

las cosas, y que en el lenguaje forense la frase ·juzgado y 

sentenciado" sólo se usa en lo criminal y no en lo civil, pues 

las personas no son las juzgadas y sentenciadas sino los 

hechos. asimismo indica que cuando el articulo se refiere al 

"tribunal previamente establecido por la ley'" sé está refiriendo 

únicamente a lo criminal. 13 

13 
Cfr. VALLARTA, L. Ignacio; Op. Cit .• pp. 57 y 58 



46 

Don Emilio Rabasa sosten fa que para ·~ener. por cierto lo 

anterior tendria que darse por supuesto-· que· 10s constituyentes 

tenían un perfecto dominio del Jc:Ú.O:·n;~·~·\:·-:-~~~~ :entonces si. 

partiendo de esa premisa. se pueda»:c~'rl'~ÍUil-c ·q'U.-á er··regislador 
::- >' ·: ',',~·,_·~'.};?,~~;; :., 1·-:'/'-/~·:_:,r;;i:iJ.'.:. _-'.:''.' . -

sólo se referia a las personas, más::~aún_:';'.'é_st~_:~'~.utor· hace ún 

análisis comparativo con textos; d~~;:·¿~ti1J·;~"i-;t~~;-~¡~~--~iones y de 
:é·'<: -~- ~~.)~i:~[~~i::$_:;::~:;:{ f~ :: -i:,:~;~· :' -

esta misma de 57, concluyendo_ que~antes·:~más':bl_en que el buen 

uso del idioma, la costumbr~ .'~~~';'{\~i~~&;~!~~'~é.~~ifti11zárse para 

darle sentido a la ley, así so~te~~~."·":!:~.ue:;~.~.ay· c·iertos artfculos 

de la Constitución que están '~S:'ci~it'~·~~~¡~A''ii;<.r~a •ampulosidad 

~¡¡~~~:;:!~!~~~~;:;;;~lllll\'.~~;~~~:Iti~~! 
incendiario. siendo asf. C.Ue,'_10S:'.:Ca·&:Os_~S.Oi1':..la .traición, el asalto. 

el incendio, porque. el ~a~:'}~~,f~f·:,:-~~.r.; ... :.;;c.:~.7.~.;,.t:.'.· .Y,,. no el autor del 
hecho. • 1" ;~-.:~ ,,-- __ 

De esto debe colegirse~-- _q~e::t:~::~-~f~.~~--~'t· Constitución está 

escrita con mala redacció·n en ~-uch~S:-d((~-~S artículos. también 

puede estarlo el articulo 14. fuego erlton~8s, no puede tomarse 

como rotundo y contundente lo argumentado por Vallarta en 

cuanto a la redacción del articulo para considerarlo sólo 

aplicable a Ja materia penal. 

1
" RABASA. Emilio; Op. Cit., pp.22 y 23. 
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Otro de los motivos aducidos por este autor es el 

relativo a la soberanla o autonomia de los estados. atenta la 

consideración que ésta se verla perturbada si la Suprema Corte 

de Ju'sticÍa de .la Nación. so. pretexto de resolver amparos por 

violaciones a la legislación SeCundaria, tal como presu_ponen 

tas violaciones a la garantía de legalidad. se convirtiera en 

revisora de todas las sentencias de los tribunales comunes, lo 

cual además de ir en _co~tra del régimen polftlco federal 

establecido por nuestra·. Con·stitución, cargarla de trabajo 
,- ;.:' '. - --~ ' 

excesivo al máximo 6'i0ano de. justicia que requiere de su 

tiempo para revisar. -~-~·~:~:~,~-er~-.s violaciones a las garantías 

individuales. 

Al resp~cto ~o ·:~'.~·~!=:is.o ·que. si el amparo encuentra su 

fin en la protecci6'1· ':&_,las gtirantías indlvld uales y si la de 

exacta aplicación· ,·.d·~-· ··1·a ley es igualmente una garantia 

constitucional. los tribunales de la federación. de conformidad 

con el articulo 101 de la Constitución de 57 actual 103 

constitucional. tienen ta función de resolver toda controversia 

que se suscite por la inexacta aplicación de la ley, aunque para 

hacerlo se tengan que erigir en revisores de las sentencias 

dictadas por la potestad común, pues no puede ser óbice al 

mandato constitucional la carga de trabajo, y por esto 

últimamente anotado. no puede sostenerse con bases legales 

que con ello se invada la soberanía de los estados, pues por 

encima de la Constitución no hay nada, y es ésta la que 

dispone esa función revisora. 
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Como se ve. este argumento no es suficiente para 

considerar que Ja exacta aplicación de la ley obliga sólo en 10 

criminal. ya que primeramente se tendrfa que quitar de la 

Constitución esta garantía. lo cual no es deseable y por ello el 

pleno acuerdo en que las autoridades, ya sean locales o 

federales, sujeten sus actuaciones a la ley, pues la seguridad 

jurfdica que brinda el hecho que las controversias, aun entre 

particulares se resuelvan en la forma y términos que mandan 

las leyes, importa tanto para el interés común, que en ningún 

momento considero oportuno que la ·garantia de legalidad deje 

de aplicarse en materia civil pues de ser asi, como se ha dicho 

en lineas que preceden, ello en nada ayudarla a eliminar la ley 

del talión y la venganza privada y el articulo 17 constitucional 

seria pocas veces respetado Jo que en uso de las mismas 

palabras de Ignacio L. Vallarta, serla subversivo del orden 

social. 

Asf las cosas, mientras la garantla de legalidad exista. 

resulte aplicable a la materia civil y el Pacto Federal siga 

mandando que los tribunales de Ja federación resuelvan todas 

las controversias que se susciten por violaciones a las 

garantias individuales, el amparo, aunque se traduzca en la 

revisión de todas las sentencias que dicten los jueces locales, 

no importará en modo alguno, ataque a la soberanía o 

autonomia de los estados. 

Hasta aqui, en mi concepto no hay conflicto para 

entender lo aducido por Vallarta y sólo restaria por analizar la 
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extensión de la garantra de legalidad a la materia civil en 

orden a la jerarquía de los valores que tutelan esta materia y el 

derecho .Penal; al respecto debe decirse. que si bien es cierto 

lo~ Valor8·s:~~teJados por el derecho penal. tales como la vida y 

la Jfber't:~d:: ·son inás preciados y están por encima de la 

ProP·i~''d-~i~··,~~~:;i_a··posesi6n que tutela el derecho civil. también lo 

es que,:::·es·1c;;·5 valores láltlmamente señalados. por si solos 

revis~~·n;_;J~·-·~mpOS-tancia suficiente y tienen tal trascendencia al 

b,len_ .. c--~:;.ri·:~·ri,-.::que a su vez se centra en la pacifica convivencia 

de la población. que en si mismos justifican la exigencia de la 

aplicación correcta de la ley en materia civil 

Independientemente del lugar que ocupen en Ja jerarquía de 

valores con respecto a los tutelados por el derecho penal. 

No obsta a la postura esbozada. lo considerado por 

Vallarta en el sentido de que los litigantes abusan del amparo 

invocando violaciones a la garantía de legalidad cuando resulta 

un fallo que no les es favorable, puesto que. en todo caso. es 

preferible ello. a dejar al gobernado que verdaderamente ha 

sufrido una violación a sus derechos, en estado de indefensión 

y todo para frenar fas estrategias de los malos litigantes. lo 

cual además seria contrario a la intención del constituyente 

que consagró las garantfas individuales para que se respeten 

como derechos mínimos del gobernado. 

Una vez examinado Jo relativo a los antecedentes del 

articulo 14, expondré ahora lo conducente al primer párrafo del 

articulo 16 constitucional. 
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Este articulo 16 se, presentó en el proyecto de 

Constitución Política de Ja República Mexicana de - 1856 como 

Jos articulas 5 y 27, que lo conformarían 'ulteriormente, sin 

embargo. es sólo el primero de éstos el que se ocupaba de la 

que hoy conocemos como garantía de legalidad y por ell~ será 

el que expondré. 

El articulo 5 del documento fechado en la Ciudad de 

México el 16 de junio de 1856 mandaba en lo conducente: 

·Articulo s.- Todos los habitantes de la República. así 

en sus personas y en sus familias, como en su domicilio, 

papeles y posesiones. están a cubierto de todo 

atropellamiento. examen o cateo, embargo o secuestro de 

cualquier persona o cosa, excepto en los casos prefijados por 

las leyes y con la indispensable condición de que se proceda 

racionalmente y de que Ja autoridad competente exprese en su 

mandato escrito la causa probable del procedimiento, sostenida 

por la afirmación, al menos de un testigo. y sei\ale y describa 

el Jugar que debe ser registrado o la cosa o persona que debe 

ser secuestrada ... • 

Este artículo al igual que el 16 al que trascendió, 

tutelaba a todas las personas. a las familias, domicilio, papeles 

y posesiones, pero se Je criticó en sU.·red.ac.ción pues se decía 
: ."'.:"·:: ·.::· . .. ·: 

que la garantfa de proceder racioná1rTI&·,.:;;t& ,''nO" e·ra clara y por 

imprecisa daba pie a mayores así Zarco 

y adverbios de modo tal que no hubiera lugar a 
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interpretacl~nes que se tradujeran en arbitrariedad por lo que 

decia •que Jo que se quería decir se dijera pues de lo contrario 

la realidad·~·:.-c,~:~,~··-.;,s -,me,:Cicar:ios va ha empeorar de situación. por 

lo que ·5¡ ·_l~::~·q"!.~-::·_~e ·.:ciui&"¡.."9 decir con racional es contrario a 

::::::;;f f :~~*Ft~:~::~::--~:.=:~::::::~·::~::·::::::::::~ 
. ' . '. _' . ''; ~ 

estos térmirios: 

•Artículo 5._. Nadie puede ser molestado en su persona. 

familia. o domicilio. papeles y posesiones sino en virtud de 

mandamiento escrito de la autoridad competente que funde y 

motive Ja causa legal del procedimiento ... • 

Del análisis comparativo del articulo 5 originalmente 

presentado por Ja comisión y el expuesto una vez autorizada su 

reforma. se observa que las frases •prefijados por las leyes• y 

•con la indispensable condición que se proceda racionalmente•. 

se sustituyeron por las palabras •tunde y motive• y ""causa legal 

del procedimiento•. de donde se colige que el espíritu que 

animó siempre su formación en el Constituyente de 57 era que 

se procediera siempre de acuerdo a la ley, esto es. con causa 

legal. y por actuar racionalmente debe entenderse que es la 

adecuación entre las disposiciones legales fundatorias y los 

hechos que infieren molestia al gobernado, esto es motivar; es 

decir, que de acuerdo a la nueva redacción la autoridad tenia 

que expresar esos motivos en su mandato. que debla ser 

15 TENA RAMIREZ. Felipe: Op_ Cit., PP- 524 a 607. 
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emitido por escrito. haciendo a su vez más explicito el 

mandamiento de actuar racionalmente. pues la autoridad sólo 

podla hacer lo que la ley expresamente le permitiera. sobresale 

también, que en su redacción original el a"rtrculo 5 se referla a 

•causa probable del procedimiento• y el articulo 5 reformado 

quitó el término que se antoja aleatorio '"probable'" y lo 

sustituyó por la palabra "legal• con lo que definitivamente se 

sujetó a la autoridad a Ja ley y eliminó aún más el riesgo de 

Interpretaciones subjetivas que pudieran haber dado lugar a un 

mayor número de arbitrariedades, pues se tenia que actuar 

ahora conforme a situaciones definidas y concretas, no 

:azarosas, como podía haber acontecido de dejarse la palabra 

•probable•; posteriormente este articulo se plasmó en los 

mismos términos de sus reformas cOmo el articulo 16 de esta 

Constitución Politlca de la República Mexicana de 1857. 

1.9.- CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS DE 1917. 

No obstante las argumentaciones de Don Ignacio L. 

Vallarta, la garantía de legalidad en materia civil, no 

desapareció sino antes más bien se consagró expresamente en 

el cuarto párrafo del articulo 14 Constitucional, pero es 

menester decir que las reflexiones vertidas por este jurista 
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trascendieron a esta Constitución de 17, pues la exacta 

aplicación de la ley se consagró ahora como una garantia de 

legalidad jurisdiccional en materia civil, la cual no sólo 

permltia, sino que obligaba al juzgador a aplicar la ley según 

su interpretación jurídica y hasta según los principios 

generales del derecho, pero esto solamente en los casos en 

que no resulte una ley exactamente aplicable, evento en el cual 

se debe recurrir primero, a la interpretación jurfdica de la 

norma y para el supuesto de insuficiencia o inexistencia de 

ésta, resolverse el negocio conforme a los principios generales 

del derecho. 

Lo anterior obedeció a la necesidad de responder a 

nuestra realidad social, a que los Constituyentes hayan 

advertido lo que el pueblo consideraba como justo y que esto 

se debe hacer ley. 

Así puede decirse. que al consagrar el Constituyente de 

1917, la garantía de legalidad en materia civil. lo hizo 

reconociendo la importancia de que todos los fallos que se 

dicten, sin Importar si son en negocios civiles o penales. deben 

ajustarse a la ley y nunca dejarse al capricho del juzgador, 

reconoció también la importancia de dar seguridad a los actos 

jurfdicos de los particulares a efecto de que se tenga siempre 

la certeza de que la ley, se va a cumplir cabalmente aunque se 

trate de actos que afecten a su exclusiva esfera jurfdlca, pues 

ahora está claro que es esa una garantfa constitucional. 
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Lo anterior se evidencia del texto del mensaje que Don 

Venustiano Carranza dirigió a los Diputados del Congreso 

Constituyente el de diciembre de 1916 al presentar su 

proyecto de Constitución. en el cual en su parte relativa a Ja 

reforma propuesta al articulo 14 de la Constitución de 1857 

declaraba: 

·e1 articulo 14 de la Constitución de 1857 ... , después de 

muchas vacilaciones y de resoluciones encontradas de la 

Suprema Corte vino definitivamente a extenderse a Jos juicios 

civiles. lo que dio por resultado •... que Ja autoridad judicial de 

la federación se convirtiese en revisora de todos los actos de 

las autoridades judiciales de los Estados; que el poder central. 

por Ja sugestlón(sic) en que tuvo siempre a la Corte pudiese 

ingerirse en la acción de los tribunales-comunes ... 

Sin embargo de esto. hay que reconocer que en el 

fondo de la tendencia a dar al articulo 14 una extensión 

Indebida. estaba la necesidad ingente de reducir.a la autoridad 

judicial de los Estados a sus justos limites. p·ua·s· bien pronto se 

palpó que convertidos los jueces en instrumentos ·ciegos de los 

gobernadores, ... se hacia preciso tener un recurso. acudiendo a 

la autoridad judicial federal para reprimir tantos excesos. 

El pueblo mexicano está ya tan acostumbrado al amparo 

en los juicios civiles. para librarse de las arbitrariedades de los 



57 

jueces. que el Gobierno de mi cargo ha creído que serla no 

solo injusto. sino impolltico. p;lvarlo ahora de tal recu'rso •.. •"• 

La garantfa de legalidad en materia civil a que se 

refería el párrafo cuarto del artículo 14 del proyecto 

presentado por Venustiano Carranza fue aprobado por 

unanimidad de votos de Jos Constituyentes de Querétaro de 

1917 y su texto es el vigente pues no ha sufrido reformas. 

consagrándose definitivamente en Jos siguientes términos: 

•Articulo 14.- ... 

En los juicios del orden civil, Ja sentencia definitiva 

deberá ser conforme a Ja letra o a la interpretación jurídica de 

la ley y a falta de ésta, se fundará en los principios generales 

del derecho.'" 

Por cuanto hace a la garantla de legalidad que 

establece el primer párrafo del artfculo 16 de nuestra 

Constitución actual, toca decir que este artículo se presentaba 

en el proyecto de Constitución de Venustiano Carranza de 

1916, bajo el número 16 disponiendo en su parte 

conducente que: 

·Articulo 16.- No podrán librarse ordenes de arresto 

contra una persona, sino por la autoridad judicial y siempre q~e 

se haya presentado acusación en su contra por un hecho 

determinado que la ley castigue con pena corporal o alternativa 

,. TENA RAMIREZ, Felipe; Op. Cit .• pp. 750 y 751. 
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de pecuniaria o corporal, y que esté, además, apoyada por 

declaración bajo protesta de persona digna de fe, o por otrOs 

datos que hagan probable su responsabilidad ... • 

Como puede observarse, en el proyecto de Carranza no 

se hacia mérito a la debida motivación y fundamentación ni 

mandaba que se emitiera por escrito el acto autoritario:. y 

además se limitaba a los casos de arresto sin ser exten~f_ble a 

todo acto de autoridad como sucede actualmente; por 10--;:Ciu& s_u 

alcance protector estaba limitado. ~::.:~/~~~:.·l-".:-

EI Congreso Constituyente emitió s·~.:,~.'F~l:~~.~,;.men 
proponiendo que las ordenes de arresto se llb_r~.f.~~-,~~~~r,¡~-;.~.cri_~o 

y expresando en ellas su motivo y el '.~.,':'.~-~:~·~;~Í3if~~l~~~~f.(~_-">con 
esto el legislador lo que pretend·i·a ·.~-~~:,~~~V1tá' ~f3j··;tLara en 

estado de indefensión a la persona~~-ar:resta a:;·~~.enterándola 

desde un principio de la causa d~,~sU\~::Ji~¡;~~:i'~~;f};'~-,_::~ud-iera así 
,,.., .. ~ •. ~),;- ---~;,.-! 

preparar su defensa desde .. ~1)i.füii#~)i,f,~:~,)'mentÓ; es este el 

espíritu que informa actualmen_te.'.%>7a-'"::l8··.'garantia de legalidad 

consagrada en el primer párr~.f~~1~~r~~?~·;¡{~~~-;·~· ~-6 constitucional. 

modificación del 

articulo a efecto que se d~ja._ra --~,ii,~Q. q~e la autoridad judicial 

que ordenara el acto debla ·da·· ser la competente; así en el 

dictamen que presentó Ja Comisión el 11 de enero de 1917 se 

hicieron estas propuestas siendo reformado nuevamente en su 

parte relativa quedando con el siguiente tenor literal: 

.. Artfculo 16.- Nadie puede ser molestado en su 

persona. familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en 
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virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. que 

funde y motive la causa legal del procedimiento.· 

Este fue el texto aprobado. y es el vigente salvo el 

cambio de la primera conjunción •y• que es copulativa y que 

podia prestarse a dudas. por una ·o• que es disyuntiva y hace 

al texto más extensivo. 

El estudio del contenido y alcance de la garantia de 

legalidad que consagran los articules 14 y 16 constitucionales 

se haré en el apartado especificamente dedicado a ello en este 

ensayo, y no aquí, evitando las repeticiones Innecesarias. 
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CAPITULO 11 

EL AMPARO Y LA GARANTIA DE LEGALIDAD 

11.1.- LA GARANTIA DE LEGALIDAD PLASMADA EN LOS 

ARTICULOS 14 Y 16 CONSTITUCIONALES 

Como se verá más _adelante, el amparo tiene una doble 

función, proteger a la Constitución y proteger a la legislación 

secundaria; ésta segunda función encuentra fundamento en la 

salvaguarda que ese medio de control hace de la garantía de 

legalidad que consagra la Constitución en sus artfculos 14 y 

16. 

La garantía de legalidad en materia penal se encuentra 

plasmada en el tercer párrafo del articulo 14 de la Constitución 

de 1917 y Ja garantla de legalidad en materia cfvfl se localiza 

en el cuarto párrafo del mismo numeral constitucional que al 

ser la materia de esta tesis, analizaré en este apartado. 

Ahora bien. fa garantía de legalidad también se 

consagra en el primero de los párrafos del artículo 16 del Pacto 

Federal actual, pero a efecto de seguir un método se abordará 

primeramente el estudio y análisis de la garantía de legalidad a 

que se refiere el artículo 14 en su cuarto párrafo el cual 

textualmente dice: 

"Articulo 14.-
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En los juicios del orden civil. Ja sentencia definitiva 

deberá ser conforme a Ja letra o a la interpretación jurídica de 

la ley. y a falta de ésta. se fundará en los principios generales 

del derecho.• 

De la lectura del texto transcrito se puede deducir que 

Ja garantfa de legalidad en materia civil se traduce en la 

obligación para el juzgador de resolver las controversias que 

los litigantes le planteen precisamente en la forma dispuesta 

en la ley. esto es. obliga primeramente a su exacta aplicación. 

obligando en la misma forma para el caso de su interpretación, 

posteriormente. para el caso de que no exista disposición en el 

texto de la norma, debe resolverse la cuestión planteada, en 

base a los principios generales del derecho; asi se tiene que, 

si el precepto aplicable al caso no es lo suficientemente claro, 

este último será objeto de interpretación. pues se encuentra la 

salvedad que el juzgador pueda decir al derecho aplicando la 

ley según su interpretación jurídica. conforme lo previsto en el 

cuarto párrafo del articulo 14 que comento; esa interpretación 

debe ser como lo determine la norma; ahora bien, del mismo 

cuarto párrafo se desprende que para el caso de que no exista 

ley aplicable al caso, en los términos del numeral 

constitucional citado, por virtud de la garantía de legalidad, el 

juzgador está obligado a resolver la litis fundándose ahora en 

los principios generales del derecho. 
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Abundando en lo relativo a la interpretación de la ley, 

es de mencionarse. que existen varios sistemas que recOf10Ce 

la doctrina para el efecto. en ésta se suele convenir en lo 

considerado por el Doctor Ignacio Burgoa Orihuela quien habla 

de cuatro métodos para interpretarla. estos son: el lógico, que 

consiste en llegar a dilucidar el verdadero sentido de la ley a 

través de la recta razón; el método sistemático que se realiza 

con una interpretación conjunta de Ja norma en relaclón al 

sistema jurídico del cual se deriva; el tercero es el sistema de 

interpretación auténtica, que trata de encontrar la verdadera 

voluntad del legislador manifestada en al ley: y el cuarto, es el 

método causal teleológico que consiste en descubrir la causa y 

fin de la ley a interpretar. 17 

Aclarando que. en Jo que hace a la interpretación de Ja 

ley por el legislador. a que se refiere el artículo 72 inciso f) de 

la Constitución. resulta obvio decir que se refiere a una 

interpretación legislativa. consecuentemente. no es a Ja que 

hace mérito el cuarto párraf~ del articulo 14 constitucional en 

estudio, pues ésta sólo puede obligar al juzgador en la misma 

forma que cualquier otra norma de derecho precisamente por 

ser ley, pero no obliga a seguir esa interpretación. 

En esa virtud. habrá que decir que los métodos a que 

alude la doctrina referidos con anterioridad. son tos que 

utilizan tanto los jueces comunes y los de Distrito. asf como la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y Jos Tribunales 

17 Cfr. BURGOA ORIHUELA. tgnacio; Op. Cit., pp. 581 y 
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Colegiados de Circuito. éstos últimos crean la jurisprudencia al 

interpretar la ley. unificando asimismo el criterio de 

interpretación. que obliga al juzgador; lo anterior encuentra 

fundamento en la legislación ordinaria en los artfculos 192 y 

193 de la Ley de Amparo. 

Es ahora procedente. el análisis de la garantía de 

legalidad que contiene el primer párrafo del articulo 16 de la 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos y que a 

la letra dice: 

"'Articulo 16.- Nadie puede ser molestado en su 

persona. familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 

virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 

funde y motive la causa legal del procedimiento.· 

Se ha dicho mucho en la doctrina que esta garantía· de 

legalidad por su contenido y redacción es sin lugar a dudas, la 

garantia individual que mayor protección otorga al gobernado; 

esto primeramente por que protege a todo gobernado pues dice 

•Nadie podrá ser molestado ... • y porque protege contra 

cualquier acto que implique una mera molestia en su esfera 

jurfdica, a diferencia de la garantla que consagra el articulo ~4 

que establece como acto condicionado, la privación de los 

bienes jurfdicamente tutelados por este precepto, y por 

referirse el articulo 16 genéricamente a la autoridad, resulta 

protectora contra cualquiera de éstas. 

Refiriéndose a los actos de molestia de que habla el 

articulo 16 que se estudia, el licenciado .José R. Padilla nos 
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dice que por ellos debe entenderse "' ... la mera pertur_bación o 

afectación en la esfera juridica de ios JndlviduO.s·.• 10 
· . 

_',·; 

Por lo que hace a su Integración. esta ga·r·a.ntra se 

conforma por cuatro subgarantras que consisten en que··e1 acto 

que implique molestia debe de ser emitido por: 

a) autoridad competente, 

b) mandato escrito. 

e) fundado; y. 

d) motivado. 

Suele agregarse por Ja doctrina a las anteriores como 

otra subgarantia. la de causa legal del procedimiento. 

La competencia a que se refiere la primera subgarantra 

es una competencia ordinaria que atiende a las facultades o 

atribuciones que la autoridad que emite el acto de molestia 

debe tener para hacerlo. ello implica que esas atribuciones o 

facultades. son las que Ja propia ley le otorga a la autoridad de 

una forma expresa para expedir o ejecutar ese mandato que 

implica molestia al gobernado. 

Sobre este particular resalta la llamada tesis Iglesias, 

este jurista sostenla que la competencia a que se refería la 

Constitución era originaria. en contraposición de la ordinaria 

que es de la que se viene hablando, lo que conllevaría la 

calificación de legitima o ilegitima de toda autoridad; decía 

Iglesias que el amparo que se pide contra autoridades 

1111 PADILLA. Jos6 R; '"SINOPSIS pe AMPARQ'", 1• edición, Cérdenas 
Editor y Distribuidor, México D.F. 1973. p. 138. 
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ilegitimas procede, pues esa ilegitimidad les quita toda 

competencia , a. esas\ autoridades; contrariando esta posición 

surge 1a: lla.·m&.da.".'..~.~·5,,~·· ~all&rta~ éste jurista sosten fa que tal 

callficació;;-··· d~·::·.1,áQ)iim1'd&-d de las autoridades Implicaba una 

invasión de funciOrl&S>:Pues no puede el poder judicial calificar 

eleccion~s>~ ~or~.;~·;~r:nientos por ser ello materia politica; así 

Ignacio L. V!"l~arta· nos dice en su obra que: "'La legitimidad y la 

competencia son dos cosas distintas ... 

... El nombramiento. la elección hecha en términos 

leg~les en persona que posea Jos requisitos necesarios. 

constituyen Ja legitimidad de una autoridad; a la vez que su 

competencia no. es más que la suma de facult_ades que la ley da 

para ejercer ciertas atribuciones.'" 18 

La Corte se ha pronunciado al respecto en la siguiente 

ejecutoria. la cual en su parte conducente confirma Ja tesis de 

Don Ignacio L. Vallarta que anteriormente ha sido expuesta: 

"COMPETENCIA, AMPARO CONTRA LA RESOLUCION 

QUE DECLARA IMPROCEDENTE LA EXCEPCION 

DECLINATORIA DE.- LA JURISPRUDENCIA QUE DECLARA QUE 

LA COMPETENCIA CONSTITUCIONAL, O SEA, LA RELATIVA A 

LA ORBITA DE LAS ATRIBUCIONES DE LOS DIVERSOS 

PODERES, ES LA UNICA QUE ESTA PROTEGIDA POR MEDIO 

DE LAS GARANTIAS INDIVIDUALES, Y QUE LA COMPETENCIA 

18 
VALLARTA, L. 1GNAC;IO~; Op. Cit.. pp. 139 y as. 
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JURISDICCIONAL NO PUEDE RESOLVERSE POR MEDIO DEL 

JUICIO DE GARANTIAS, SINO EN LA FORMA ESTABLECIDA 

POR LA LEY. NO es APLICABLE AL CASO DE QUE SE 

AMPARO, LA SENTENCIA DECLARA RECLAME EN 

IMPROCEDENTE LA EXCEPCION DECLINATORIA ., DE 

JURISDICCION, OPUESTA POR EL QUEJOSO, EN EL JU· .. ¿1·0 EN 

EL QUE FUE DEMANDADO. PUES EN ESTE CASO se;TRATA 

DEL ESTUDIO DE UN ACTO DE PROCEDIMIENTO Y NO DE 

DIRIMIR CONTIENDA ENTRE DOS JUECES SOBRE EL 

CONOCIMIENTO DE DETERMINADO ASUNT0." 20 

Respecto a Ja subgarantia de mandato escrito. esta se 

ocupa de la forma en que debe de ser emitido el acto. es decir, 

a sus requisitos de exteriorización que. acorde a lo dispuesto 

por el primer párrafo del articulo 16 de la Constitución, existe 

la obligación para la autoridad de hacerlo por escrito, por ello, 

las ordenes verbales resultan violatorias de este precepto 

constitucional. La finalidad que persigue esta subgarantia es la 

de enterar al gobernado, desde el primer momento que se ve 

afectado por el acto, de Ja fundamentación y motivación del 

mismo y de Ja autoridad que lo emite, evitando asi, que quede 

en estado de indefensión o dicho de otro modo, que esté en 

posibilidad inmediata de producir una adecuada defensa. 

20 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, s• época, tomo 

LXVIII, 1975, p. 3090. 
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JURISDICCIONAL NO PUEDE RESOLVERSE POR··MEDIO DEL 

JUICIO DE GARANTIAS, SINO EN LA FORMA, ESTABLECIDA 

POR LA LEY, NO ES APLICABLE AL CASO DE QUE SE 

RECLAME EN AMPARO, LA SENTENCIA QUE .DECLARA 

IMPROCEDENTE LA EXCEPCION DECLIÑATORIÁ DE 

JURISDICCION, OPUESTA POR EL QUEJOSO, EN EL JUICIO EN 

EL QUE FUE DEMANDADO, PUES EN ESTE CASO SE TRATA 

DEL ESTUDIO DE UN ACTO DE PROCEDIMIENTO Y NO DE 

DIRIMIR CONTIENDA ENTRE DOS JUECES SOBRE EL 

CONOCIMIENTO DE DETERMINADO ASUNTO."'º 

Respecto a la subgarantfa de mandato escrito. esta se 

ocupa de la forma en que debe de ser emitido el acto. es decir. 

a sus requisitos de exteriorización que. acorde a Jo dispuesto 

por el primer párrafo del articulo 16 de la Constitución, existe 

la obligación para la autoridad de hacerlo por escrito, por ello, 

las ordenes verbales resultan violatorias de este precepto 

constitucional. La finalidad que persigue esta subgarantia es la 

de enterar al gobernado, desde el primer momento que se ve 

afectado por el acto, de la fundamentación y motivación del 

mismo y de la autoridad que 10 emite, evitando asi, que quede 

en estado de indefensión o dicho de otro modo, que esté en 

posibilidad inmediata de producir una adecuada defensa. 

20 
Ap6ndlce al Semanario Judicial de la Federación, s• época, tomo 

LXVIII, 1975, P- 3090. 
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Siguiendo esta idea. procede decir que para cumplir 

cabalmente con el fin que persigue esta garantla de legalidad 

es menester que el acto de molestia esté suficiente y 

debidamente fundado y motivado, entendiéndose poc 

fundamentación, la obligación que tiene la autoridad de set'ialar 

los preceptos legales aplicables ar caso concreto. esto 

significa que deben set'ialarse correctamente los números de 

los artículos en base a los cuales se emite el acto, siendo de 

este modo insuficiente la simple referencia o invocación 

genérica de determinado ordenamiento legal. 

Paralelamente a la fundamentación coexiste la 

obligación de motivar debida y suficientemente el acto de 

molestia, pues siendo Ja motivación la expresión del 

razonamiento lógico jurídico de las causas o circunstancias de 

hecho que .hacen que a determinado caso re sea aplicable una 

norma especifica, Juego entonces, para que se pueda decir que 

el acto está debidamente motivado, debe en Ja especie 

actualizarse 'ª hipótesis que preve e la norma y 

consecuentemente, ef precepto que se aplique debe ser el 

exacto y correspondiente al caso concreto; asf las cosas, del 

anterior silogismo se concluye que motivación y 

fundamentación son consustanciales y no se puede entender Ja 

una sin Ja otra; es por estas cuestiones de técnica jurídica 

precisamente, por las que aquJ se hizo el estudio conjunto de 

las subgarantias de fundamentación y motivación. 

----------------·----------·······-------··--·--------·· •... 
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A efecto de un mayor abundamiento en· la exposición 

que antecede y cumpliendo con los r:~q~i~.~to_s -~st~blecldos para 

la elaboración de este ens-ay~¡-_ ,,CÚ0'':· las siguientes 

jurisprudencias que sobre este pa.rÚc';'(ar'. ha &mitJdo la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación: 

"FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN.- DE ACUERDO 

CON EL ARTICULO 16 DE LA CONSTITUCION FEDERAL, TODO 

ACTO DE AUTORIDAD DEBE ESTAR ADECUADA y 

SUFICIENTEMENTE FUNDADO Y MOTIVADO, ENTENDIENDOSE 

POR LO PRIMERO QUE HA DE EXPRESARSE CON PRECISION 

EL PRECEPTO LEGAL APLICABLE AL CASO Y POR LO 

SEGUNDO, QUE TAMBIEN DEBEN SEl'lALARSE, CON 

PRECISION, LAS CIRCUNSTANCIAS ESPECIALES, RAZONES 

PARTICULARES O CAUSAS INMEDIATAS QUE SE HAYAN 

TENIDO EN CONSIDERACION PARA LA EMISION DEL ACTO; 

SIENDO NECESARIO, ADEMAS, QUE EXISTA ADECUACION 

ENTRE LOS MOTIVOS ADUCIDOS Y LAS NORMAS APLICABLES, 

ES DECIR, QUE EN EL CASO CONCRETO SE CONFIGUREN LAS 

HIPOTESIS NORMATIVAS." 21 

"FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, GARANTIA DE.

PARA QUE LA AUTORIDAD CUMPLA LA GARANTIA DE 

LEGALIDAD QUE ESTABLECE EL ARTICULO 16 DE LA 

21 
Apéndice al Semanario .Judicial de la Federación. CompllaclOn 1917-

1985, Seg un da Parte. 
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CONSTITUCION FEDERAL EN CUANTO A LA SUFICIENTE 

FUNDAMENTACION y MOTIVACION DE sus 

DETERMINACIONES, EN ELLAS DEBE CITAR EL PRECEPTO 

LEGAL QUE LE SIRVA DE APOYO Y EXPRESAR LOS 

RAZONAMIENTOS QUE LA LLEVARON A LA CONCLUSION DE 

QUE EL ASUNTO CONCRETO DE QUE SE TRATA, QUE LAS 

ORIGINA, ENCUADRA EN LOS PRESUPUESTOS DE LA NORMA 

QUE INVOCA."22 

"MO.TIVACION, CONCEPTO DE LA.- LA MOTIVACION 

EXIGIDA POR .EL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL CONSISTE 

EN EL RAZONAMIENTO, CONTENIDO EN EL TEXTO MISMO DEL 

ACTO_ AUTORITARIO DE MOLESTIA, SEGUN EL CUAL QUIEN 

LO EMITIO LLEGO A LA CONCLUSION DE QUE EL ACTO 

CONCRETO AL CUAL SE DIRIGE SE AJUSTA EXACTAMENTE A 

LAS PREVÉNCIONES DE DETERMINADOS PRECEPTOS 

LEGALES. ES DECIR, MOTIVAR UN ACTO ES EXTERNAR LAS 

CONSIDERACIONES RELATIVAS A LAS CIRCUNSTANCIAS DE 

HECHO QUE se FORMULO LA AUTORIDAD PARA ESTABLECER 

LA ADECUACION DEL CASO CONCRETO A LA HIPOTESIS 

LEGAL." 23 

22 Semanario Judicial de la Federación, 7• época, Tercera Parte, voJumen 

~4Á:é~:ice De 1975; e• época, Tercera Parte, v. L.XXVl,p. 44. 
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Siguiendo con este tema. en mi concepto. merecen 

especial apuntamiento las normas que autorizan a la autoridad 

la aplicación de la facultad discrecional, pues no obstante 

ésta. la obligación de que las autoridades funden y motiven sus 

mandamientos persiste. en mérito de que esa facultad 

discrecional en modo alguno fes permite que se aparten de la 

sana lógica ni del derecho. amen de que resulta obvio 

presuponer Ja existencia de una ley que permita el uso de esa 

suprarreferida facultad, lo que como se apuntó, no significa 

que el juzgador pueda actuar arbitrariamente o que su 

actuación pueda responder a caprichos o que la autoridad 

quede a cubierto de fundar y motivar debidamente Ja causa de 

su procedimiento, la cuaJ debe ser legal, es decir, que el acto 

autoritario debe fundarse precisamente en la ley que hace 

necesario el procedimiento que infiere molestia; es asf que se 

actualiza la última parte del primer párrafo del articulo 16 en 

estudio, de la cual se desprende ese otro quinto elemento 

conformador de la garantía de legalidad, al que me referl en 

lineas que preceden, 

procedimiento. 

que es el de causa legal del 

Por otra parte y siguiendo con el análisis de Ja 

subgarantfas de fundamentación y motivación. existe 

jurisprudencia pronunciada en el sentido de que la firma del 

funcionario que emite el acto de molestia debe estamparse en 

el documento escrito que contiene ese mandamiento, pues la 

firma es un elemento necesario e integrador de esas 
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subgarantias, corroborándose ello de la siguiente 

transcripción: 

~Fi'R.MA;::·F.ACSIMILAR.- LA EXISTENCIA DE UNA FIRMA 

FACSIMILAR(E·~:._EL MANDAMIENTO QUE CONTIENE EL ACTO 

RECLAMAD·<:>:·'(bETERMINA QUE ESTE CAREZCA DE LA DEBIDA 

FUNDAME~;:ACÍ¿;·N Y MOTIVACION, POR LO QUE RESULTA 
' ,' ~-' 

VIOLA-¡;o'_R_1(:)}>:D_É'.: LAS GARANTIAS INDIVIDUALES QUE 

OTORGAN :í..osf~-RTÍCULOS 14 y 16 DE LA CONSTITUCION 
,, '';. ,-, 

FEDERAL.~24; 'j:~·:· ::,· ... _·-·;. <-~~ ~ ;;·~"' 

Todo. lo anteriormente, expuesto requiere la 

actualización de otro _elemento. _que es de :fondo ·Y que consiste 

en que los hechos que motivan la apllcaclón de la norma deben 

ser ciertos y que a su vez la norma faculte. a la autoridad para 

actuar de ese determinado modo. 

11.2.- AMPARO LEGALIDAD. 

El amparo cumple con una doble función. la primera 

como medio controlador de Ja constitucionalidad y la otra, como 

medio de control de la legalidad. 

2
" Semanario Judicial de la Federación, ea época, tomo 1, Segunda Parte. 

p. 310, A.R. 592/87, Apolinar Leobardo Ayala Montes, unanimidad de 
Votos. 
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En efecto. la primera de estas funciones responde a sus 

orígenes más puros. para los cuales surgió como protector de 

violaciones directas a la Constitución en su parte dogmática y 

en su parte orgánica en lo que se refiere a la invasión de 

esferas soberanas o invasión de jurisdicciones. según se 

infiere de la Jectura del articulo 103 constitucional. 

Asf las cosas; la procedencia del amparo se actualiza 

aqui con Ja violación directa a las garantías individuales o a 

los artfculos constitucionales que establecen lo conducente a 

las competencias soberanas o esferas jurisdiccionales. 

En cambio. la función de control de la legalidad se 

cumple en el amparo a través de Ja salvaguarda que éste hace 

de la garantía de legalidad consagrada en los articulos 14 y 16 

de nuestra Ley Fundamental vigente. Esta función obedece a la 

extensión que ha merecido esta institución jurldica en razón a 

nuestra realidad histórica y social; así, no creo que se deba a 

su degeneración como fa calificaba Don Emilio Rabasa. 

Por su parte, el Doctor Ignacio Burgoa considera que el 

amparo si se ha desnaturalizado • ... pero este fenómeno debe 

interpretarse como evolución, como complementación o 

perfeccionamiento de su finalidad genérica esencial, como 

superación de su objetivo tutelar.• 25 

La garantía de legalidad que consagra el artículo 16 

constitucional como ya se dijo en apartados anteriores. es Ja 

2S BURGOA ORIHUELA. Ignacio; ·eL JUICIO QE AMPARO"', 31• edición, 
Ed. Porr~a S.A., México 1994, p_ 151 
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garantfa que mayor protección _imparte al gobernado al resultar 

por su redacción. aplicable a todas las materias. contra actos 

de cualquier autoridad, es por ello que comprende mayor 

número de hipótesis que contienen actos de autoridad que 

pueden ser objeto del juicio de garantias, supuestos entre los 

que se encuentran las violaciones a tas leyes secundarias en 

los términos que ya fue estudiado el contenido y alcance de 

este numeral constitucional en ·.el apar.tado que antecede. 

El articulo 14 consagra· la garantla de legalidad tanto 
._ ,'. 

en materia penal (tercer. pá.~raf.~>, •. :.~~~-º en materia civil (cuarto 

párrafo). 

Esta garanua·· ·de·:;;/1'e·~~-;¡d·~d'> otorga fundamento al 
. _:. ·. '.:~-~·\;-:h;,if,~~i'.f .. ~~;·_¡~·~/;~'. ::_;_~·.: .. 

amparo que se promueve.~~por;,:.violaciones a toda la legislación 
_.:;v,._::r 2.}~}~,~~~J!,iJ:~~>.~~?;;; ·:,:·~:·:. 

secundaria y que·. es mblén .. :;·r_:llamado, amparo legalidad, 
. .. /,';; ,f:.~~t~~;~-¿/T.'.:·~:··:·.··; .: .. 

amparo recurs_o o:-.ampar.o,:.~.casación por las semejanzas que 

tiene con el re~··j;/~··~~;~~~~~~:1~~"~\;;:~.\~·ombre este tipo de amparo: 
· · .···, ·0~~tt:;J;t~\~~r~+:c$;0:-~.'.- ·:.= ;I~ .' · 

semejanzas·que~:se,.-estudian·._en_·e1 _apartado que sigue a este. 
_ . ',,. ~:-{.~::.:f:·,¡:\J;X€~';',~r¡:;:~_:,f~:.=·:. ·::,:-:~. _. 

ApuntadoUo~:ant.erJor~\diré ahora que las violaciones a la 

leglslacl6n ~~:fü¡;~~~It~~~;~:;;"·~o;,slderan violaciones indirectas a 

·e·s.'<.para·-:-:que la violación constitucional de 
·,.,. 

méritO -ÍS8-'./8Ctua e resuponen primeramente violaciones a 
. . : .. :~~-:. -... o/?~fi~w;;~~~ ... :!:~· .. ., . 

esas leyes:~secUndarias,\Y.'.,p"osteriormente, de un modo indirecto, 
~- · .... :<~ ., .' ,::f;:·(:c;,:_(t:{,_~:.~:~!{'::¡:;::/~~:~g¿; f.:;'. ·:>.~-~,- ' 

se actualiza ¡Ja :vfolacl6n··,·a· Ja garantia de legalidad consagrada 

en 1 os -~rl(C.~~'~.~~; ¡~~;~~·'~-::;;~~~·~:·'~~-··la ~onstitución. 
Lo a"~-l~~Í~·~·~:-~:~ .-:¿·~r-~Ó.bora con la ejecutoria que bajo el 

rubro LEGALl~_¡c,_~· G~;R.-~NTIA DE .• tiene el siguiente texto: 
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"LEGALIDAD, GARANTIA DE.- LA LLAMADA GARANTIA 

DE LEGALIDAD PROTEGE DIRECTAMENTE LA VIOLACION DE 

LEYES SECUNDARIAS y SOLO INDIRECTAMENTE LA 

VIOLACION DE LOS ARTICULOS 14 Y 16 CONSTITUCIONALES, 

EN CUANTO ESTOS ESTABLECEN QUE TODO ACTO DE 

AUTORIDAD DEBE SER CONFORME A LAS LEYES EXPEDIDAS 

CON ANTERIORIDAD AL HECHO, Y QUE NADIE PUEDE SER 

MOLESTADO SIN MANDAMIENTO QUE FUNDE Y MOTIVE LA 

CAUSA LEGAL DEL PROCEDIMIENTO, ENTENDIDA LA 

VIOLACION DE ESTOS PRECEPTOS EN SENTIDO MATERIAL Y 

NO EN SENTIDO FORMAL, ES DECIR EN EL SENTIDO DE QUE 

NO SE HAYA RESUELTO CONFORME A LA LEY, PORQUE 

CITANDOSE UNA LEY COMO APLICABLE , Y EXPUESTOS LOS 

MOTIVOS QUE HACEN QUE EL CASO ENCAJE EN LA 

HIPOTESIS NORMATIVA, LOS RAZONAMIENTOS DE HECHO Y 

DE OERECHO RESULTEN CONTRARIOS A LA LOGICA O A LA 

LEY QUE SE PRETENDE APLICAR PARA FUNDAR EL ACTO. Y 

LA VIOLACION CONSTITUCIONAL DIRECTA, EN ESTOS CASOS 

SERA LA VIOLACION CAUSADA AL CITARSE UNA LEY 

SECUNDARIA EXPEDIDA CON ANTERIORIDAD AL HECHO, O LA 

VIOLACION FORMAL CAUSADA PARA(SIC) OMITIRSE CITAR 

PRECEPTOS LEGALES SECUNDARIOS QUE FUNDEN EL ACTO, 

o POR NO EXPRESARSE RAZONES ACERCA DE LA 
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ADECUACION DE LOS HECHOS AL CASO A LA HIPOTESIS DE 

LA NORMA QUE SE HAYA CITA00." 20 

Como puede apreciarse, el surgimiento del amparo como 

medio de control de la legalidad responde al hecho de haberse 

elevado al rango de garantía individual la obligación para los 

jueces en la aplicación exacta de la ley, esto, desde la 

Constitución de 1857, pues dado el uso descubierto por los 

juristas de la época que se percataron del alcance que tenia 

esta garantía y del arraigo que en la práctica jurfdica de 

México obtuvo para ser atacados por los litigantes, los fallos o 

sentencias de los jueces comunes, se dio de este modo al 

amparo, una función de recurso extraordinario de legalidad, 

dejando a su vez de ser un juicio en estricto sentido: lo 

anterior es asi por lo siguie·nte: 

Como se advirtió en este ensayo. el Constituyente de 

Querétaro de 1917 antes que desaparecer la garantfa de exacta 

aplicación de la ley en el ramo civil. la transformó en una 

garantfa de legalidad jurisdiccional en materia civil y la reservó 

para los casos más imperiosos al establecer una serie de 

requisitos de procedencia que lo hacen figurar más como un 

recurso que como un juicio autónomo. 

En dicho de numerosos juristas. el amparo era utilizado 

sólo como un pretexto para que la Suprema Corte de Justicia 

20 
Semanario Judicial de la Federación, volumen. 60, Sexta Parte, p. 29, 

7• época, Tribunales Colegiados de Circuito. 



76 

de la Nación revisara "'en una tercera instancia• los fallos de 

los jueces locales que no les convinieran. esto so pretexto de 

violación a la garantía de exacta aplicación de la ley. 

conllevando en su época a numerosas discusiones y posturas 

que intentaron. sin éxito. q_ue et amparo volviera a sus 

orígenes. pues como ya se dijo. el Constituyente de 1917, 

•ntes que desaparecerlo se ocupó de perfeccionarlo y 

reglamentarlo. 

Este amparo legalidad se considera también un recurso 

extraordinario. cuenta habida, que la materia a estudio resulta 

la misma que lo fue de la autoridad común responsable, esta 

idea se refuerza bajo el contexto de que el juez de amparo no 

puede analizar cuestiones que no se sometieron a la 

consideración previa de la potestad común y que por 

consiguiente ésta no estudió. haciendo la salvedad que si el 

juez común no la estudió por deficiencias, negligencia. omisión 

o negativa expresa, a pesar de haberse hecho valer 

oportunamente por las partes en la litis, el juez de amparo 

tendrá como materia de este amparo recurso, precisamente esa 

omisión o negativa a estudiarla y he aquf que se encuentra otra 

de las diferencias del amparo con los recursos ordinarios pues 

el juez de amparo no puede dictar una nueva sentencia en que 

el subsane estas deficiencias. pues si bien es cierto que la 

materia de la litis constitucional en el amparo promovido por 

violaciones a Ja garantia que. estudio es analizar precisamente 

la legalidad con que se dictó Ja sentencia que constituye el 
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acto reclamado y por consiguiente. hacer toda una valoración 

sobre en que sentido debió ser aplicada tal o cual norma, como 

debe valorarse una prueba y si tenia que aplicar o no 

determinado articulo: también resulta cierto que los jueces de 

amparo no pueden invadir las esferas de competencia de los 

tribunales locales. es por ello que el dictado de una nueva 

resolución que respete las garantias individuales corresponde a 

la autoridad común; abundaré más sobre este particular en el 

apartado relativo a los efectos de las sentencias. 

Siguiendo con el tema. cabe también señalar lo que el 

jurista Juven_tino V. Castro apunta al respecto en su obra. en el 

sentido de que el amparo es un recurso extraordinario de 

legalidad pero • ... no constituye una tercera Instancia. porque 

sus tribunales carecen de jurisdicción para retocar la 

apreciación de los hechos ... • 27 

Debe aqur también destacarse. "la _P:ostura contraria que 

sostienen algunos tratadistas. quienes consideran a este 

amparo como un juicio o proceso autónomo en todas sus 

partes, aduciendo que la litis constitucional que se plantea en 

el juicio de garantias es una controversia diversa a la que fue 

materia de estudio ante Ja autoridad responsable, pues como 

resulta de consabido derecho, la materia de Ja litis en el juicio 

de garantfas es la inconstitucionalidad y esto. sostienen dichos 

tratadistas, sigue siendo así en el propio amparo directo 

aunque se revise la legalidad de las sentencias o autos que 
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ponen fin al juicio. pues al hacerlo. el juez de amparo lo 

realiza analizando si se respetó la garantia de legalidad que 

consagran los articulos 14 y 16 de la Constitución. es decir, 

confronta los hechos constitutivos del acto reclamado a lo 

mandado por estos preceptos constitucionales que consagran 

una garantfa individual. y dejar establecido si el acto 

contraviene o no esas disposiciones de la Ley Fundamental. 

Todo lo anterior es cierto: pero no debe perderse de 

vista que el realizar esa confrontación presupone el análisis de 

las leyes secundarias para saber si se aplicaron correctamente, 

si la ley que se aplicó era la aplicable o no al caso concreto, 

pues en eso estriba la garantfa de legalidad precisamente; no 

obstante lo anterior, a mayor abundamiento debo decir que en 

mi concepto, lo último que revisa el juez de amparo es el 

respeto a la garantia de legalidad. pues no resulta 

trascendente que haya una violación a la Constitución, si ésta 

no fue materia de estudio de la autoridad ordinaria por no 

haberlos alegado el quejoso o por no haber hecho valer en 

contra de ésta los recursos que la propia legislación 

secundaria prevea y el caso no se encuentra entre las causas 

de excepción (no son muchas) a esa técnica establecida por la 

misma Constitución, evento en el cual, el juez de amparo no 

podrá estudiarla a su vez y en consecuencia la sentencia 

constitucional que se dicte no se ocupará de dicha violación. 

27 CASTRO, Juventino V; Op. Cit., p. 323. 
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por no haberse cumplido con las leyes del acto. que son en 

todo caso una legislación secundaria. 

De lo expuesto se sigue que, cuando el Constituyente 

de 1917 reglamento al amparo que se promueve por violaciones 

a la garantia de legalidad, creando el amparo directo, lo quiso 

establecer como un mero recurso, pues si bien la legalidad es 

prioritaria para el orden público como cualquier otra garantfa 

individual, debe observarse que al someterlo a la técnica se 

quiso evitar su abuso, pues le impuso condiciones como el 

principio de definitividad, con el fin también de respetar la 

soberanla o autonomfa jurisdiccional local, le Impuso un 

término, y todo ello además para dar seguridad a los actos 

jurfdicos, pues de lo contrario lo mismo que se intenta tutelar 

con la garantia de mérit.o, podía atacarse al dejar a las 

resoluciones y actos jurrdicos en la incertidumbre de poder ser 

revocados o anulados mediante el juicio de amparo, pues 

ninguna resolución quedarfa firme nunca y la seguridad de la 

cosa juzgada se verla frustrada. 

También se dice que es un juicio, atentos a la 

consideración de que las partes en 'ª controversia 

constitucional son diversas. IO<" que no sucede en los recursos 

donde son las mismas partes del juicio donde se dictó la 

resolución que se impugna. y en el amparo la litis se integra 

entre el particular quejoso y las autoridades seftaladas como 

responsables que son quienes emitieron el acto que se ataca 

de violatorio de garantias. y quienes eran la contraparte del 
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quejoso en el juicio natural se convierten ahora en terceros 

perjudicados; pero debe precisarse que el juez ordinario, qu_len 

.dictó y conoció del proceso del que emana fa resolución 

reclamada. se convierte en parte. contrariando el principio 

rector del procedimiento que establece que no se puede ser 

juez y parte; pero este mismo argumento se utiliza para 

sostener que se trata de un juicio autónomo y diverso al···del, 

amparo. asi la responsable no resulta juez y parte .• 

juez por fo que respecta al juicio natural y es parte en e1·1~.iC::1-:> 

de amparo. 

Igualmente se dice que se trata de un juicio en atenCión 

a que son diferentes jurisdicciones las que lo analizan y no se 

trata precisamente del superior jerárquico como acontece 

precisamente en los recursos ordinarios: sin embargo, el 

juzgador federal si va a revisar que se haya aplicado Ja ley 

secundaria como 'ª Constitución manda, y debe ser 

precisamente en la forma que la misma norma señala; en este 

contexto supervisa a fa autoridad responsable, valorando la 

forma en que aplicó la norma al caso concreto a fin de 

determinar si la aplicó correcta o incorrectamente o dejó de 

aplicar fa procedente, en su caso, si Ja interpreto debidamente 

o resolvió según los principios generales del derecho. 

Es por elfo que se concluye que, ya sea juicio o recurso 

el amparo que se tramita en forma directa por violaciones a la 

garantia de legalidad, si bien es cierto que al ser fa de 

legalidad como garantfa individual Ja materia de Ja litis, 
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también es materia de ésta la constitucionalidad del acto. y en 

Ja especie lo que realmente se estudia es la legalidad o 

ilegalidad de la sentencia atacada por el quejoso. es decir, el 

juzgador de amparo revisa si las leyes secundarias fueron o no 

aplicadas correctamente, si se aplicaron las leyes que rigen el 

caso, o si se aplicaron otras normas que no son aplicables y, 

en el caso de advertir su Ilegalidad deberá conceder el amparo 

al quejoso para que la autoridad responsable deje sin efecto el 

fallo combatido con el juicio de garantfas y se dicte uno nuevo 

en que se respeten Jas garantfas indlvlduales; volviéndose aquí 

a aclarar que no le corresponde a la autoridad federal el 

dictado de la nueva sentencia o auto que puso fin al juicio, 

suceso que podrá ser o no. en plenitud de jurisdicción de la 

responsable; por lo que no existe aquf la confrontación entre el 

hecho y el articulo constitucional que contiene una gararltfa 

individual. pues la Jnconstitucionalidad se desprende en su 

caso. del sólo análisis de la ley que se dice mal aplicada: asf 

éste, es un amparo legalidad. 

Bajo ese tenor, el juzgador de amparo es un mero 

revisor del fallo. en cuanto a la aplicación de las leyes al caso, 

estudio que se limita a lo que previamente haya sido sometido 

a la consideración de la autoridad responsable, pues a mayor 

abundamiento, el órgano de control debe apreciar los hechos 

tal y como aparecieron probados ante Ja autoridad responsable 

sin poderse admitir más pruebas en el amparo, pues en esto 
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consiste el principio de limitación de pruebas que consigna el 

articulo 78 de la ley de la materia. 

De las consideraciones anteriores podemos concluir que 

el control constitucional a través del amparo directo. no sólo se 

da en forma indirecta. como se ha dejado anotado. sino que 

además se da en forma totalmente secundaria, pues a Ja 

técnica de este amparo le importa la subsistencia del régimen 

legal ordinario, no obstante Ja violación de garantías 

individuales; esto último se advierte del principio de 

definitividad consagrado por la propia Constitución. 

En efecto, la preocupación del legislador por evitar el 

excesivo uso del amparo, por limitarlo a cuestiones meramente 

constitucionales y por darle certeza a los actos jurfdicos 

evitando que por Ja interposición def amparo, éstos no 

quedasen firmes dejándofos sujetos a Ja inseguridad, parece 

que para el amparo, es primordial el interés de Jos particulares, 

que es el controvertido en Jos procedimientos judiciales 

comunes y qua éste está por encima del interés público. que es 

el que se ventifa en los juicios constitucionales de garantías 

por ejemplo; pues la violación de normas de orden público 

como las garantfas individuales tal como la de legalidad, poco 

importa si no se impugnan en el momento procesal que la ley 

ordinaria establece, evento en el cual, esas violaciones se 

tendrán por consentidas aunque la verdad histórica sea otra; lo 

que hace que por la inobservancia de la norma secundaria el 

estudio de Ja violación a las garantías individuales sea 
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Improcedente en el amparo directo, pues al haber quedado 

firme la violación a la ley secundarla. el juez de amparo no 

puede entrar a su análisis, teniendo que someter el sentido de 

su resolución más a lo dispuesto por esta norma ordinaria que 

al mandato constitucional. 

Por ello considero que el amparo si ha evolucionado en 

cuanto que ha aumentado su alcance regulador al poderse 

revisar mediante éste la aplicación que de las leyes ordinarias 

hizo el juez común, lo que ha sido en mérito de la garantía de 

legalidad, pero también se ha degenerado y corrompido como 

lo pretendia Ignacio L. Vallarta y Emifio Rabasa, entre otros 

juristas: sin embargo, yo lo considero asf por la técnica que se 

le ha Impregnado a esta Institución juridlca, pues en el orden 

de Ideas expuestas, el control constitucional se frustra al no 

cumplirse con las formalidades que las leyes secundarias 

exigen. 

Tal vez esto quedaria subsanado si al tribunal de 

amparo se Je permite entrar a estudio de cuestiones que no 

fueron sometidas a la potestad común aunque limitándolo al fin 

del juicio constitucional de establecer Ja violación de garantias 

individuales, lo que pudiera ser si se hace extensiva la 

excepción al principio de estricto derecho dispuesta en Ja 

fracción VI del articulo 76 bis de la Ley de Amparo, como otro 

supuesto de excepción al principio de definitividad, esto es, 

cuando se actualice la hipótesis de una violación manifiesta de 

la ley que haya dejado sin defensa al quejoso o al recurrente. 
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Todos los argumentos anteriores se robustecen con lo 

dicho al respecto por el jurista Felipe Tena Ramirez: "Hay 

casos previstos en la Ley de Amparo ... en la que el juez federal 

no debe entrar al estudio de las violaciones alegadas por el 

quejoso, en virtud de que para hacerlo no se reúnen 

determinados requisitos o condiciones indispensables. 

generalmente de tiempo o de forma: en estos casos el juez 

sobresee. es decir, se queda en la puerta, se rehusa a estudiar 

si existen las violaciones invocadas, se niega, en suma, a 

administrar· justicia ... Siete leyes han regulado sucesivamente el 

juicio constitucional desde la que se expidió en 1861 hasta la 

vigente de 1835(sic), 28 
••• la primera, que es la más próxima al 

juicio de amparo tal como se implantó en la Constitución de 57. 

ignora en absoluto el sobreseimiento, pero en cada ley 

posterior aumenta el número de casos en que debe 

sobreseerse, hasta llegar a la vigente, en que se enumeran 

más de veinte motivos de sobreseimiento ... es indudable que el 

sobreseimiento no se justificarla si el amparo tuviera por 

verdadero objeto proteger la Constitución, pues este objeto de 

interés público no podria subordinarse a requisitos 

secundarios ... a 

En lo tocante a los requisitos de tiempo a que se refiere 

el Dr. Felipe Tena Ramirez; estos son los que establecen los 

29 Debe decir 1935. 
29 TENA RAMIREZ, Felipe; -oear;ctto CONSTITUCIONAL MEXICANO-. 7• 
edición revisada y aumentada, Ed. PorrUa S.A, México D.F. 1984, p. 
488. 
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artículos 21 y 22 de la Ley de Amparo. que por cortos. se dice. 

se parecen más a los que las leyes establecen para interponer 

recursos que a los términos de prescrlpció~ P.ara 'intentar una 

acción mediante un juicio; sobre es.te p_articul&r.<debe citarse 

por clara, vasta y precisa la observ~cfón·.~q·ue _h.8c'8 ·Don ·Emilio 

~:l~~;~~~~:~;~~0~~t~ili~illf iJJ;:.~f :~~~~}: 
ejercita ta acción que>·na~~· :d~ ·.'1'~··. V:-i'~·1~'°~i~-ó": d··e· una garanUa 

individual, no podemos menos. que -~o~_;; ... -~-~~-~'~,"-·c~-~ ~e-na ·que 

dura más la acción para reclamar el precio __ dt;t un _caballo que la 

que da la ley para reparar la violación· ··de.'-los derechos del 

hombre." 30 

11.3.- RECURSO DE CASACION. 

El objeto a estudio en este apartado Jo serán Jas 

similitudes del amparo directo con el recurso de casación. sus 

puntos coincidentes en cuanto a su procede"nci.ai y tramitación 

para dejar resuelto porque al amparo legali_dad se le llama 

también amparo casación; asi. no se trata de hacer un estudio 

30 
RABASA, Emilio; Op. Cit., pp.98 y ss. 
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de éste recurso. sino más bien un análisis comparativo que 

hará aún más patente que el amparo directo es un recurso 

extraordinario de legalidad: concluyéndose. que Ja función del 

recurso de casación. se lleva a cabo a través del juicio 

constitucional directo de garantías. 

El jurista Héctor Fix-Zamudio dice en este sentido que: 

•Las analogfas entre la casación y el amparo como garantía de 

legalidad, son evidentes, a pesar de Jos esfuerzos que se han 

hecho para establecer una distinción radical ... y podemos 

llegar a la conclusión que tiene (el recurso de casación) 

estrecha semejanza con el amparo como garantfa de legalidad, 

pudiendo calificarse a éste Ultimo como "casación 

constitucional'", ya que por virtud de lo dispuesto en los 

artículos 14' y 16 de nuestra Ley Fundamental, el control de 

legalidad tiene carácter constitucionar.• 31 

Nuestras teyas han establecido recursos como el de 

casación. así ha sido en el articulo 261 9). de la Constitución 

de Cádiz de 1812 y en la Ley qu_e Arregla los Procedimientos 

.Judiciales En Los Tribunales Y Juzgados del Distrito y 

Territorios Federales, llamada •Ley Comonfort•. en las que se 

le consignaba como recurso de nulidad. posteriormente pasó al 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito y Territorios 

Federales, luego al Código de Procedimientos Civiles para el 

31 
FIX ZAMUOIO, Héctor; "'EL JUICIO QE AMPABQ"', Ed. Porrlla S.A., 

Mltxico D.F. 1964, pp. 127 y 128. 
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Distrito Federal y Territorio de Baja California. al Código 

Federal de Procedimientos Civiles de 1897 y al de 1908. 

La Ley de Amparo de 1919 con su articulo 30, derogó 

tácitamente al recurso de casación. pues dicho articulo 

establecfa que sentencia definitiva era la que decidla el juicio 

en lo principal y contra la cual no procediera ningún recurso 

más que el de casación. contra estás sentencias definitivas era 

ya procedente el amparo; asi los abogados optaron por 

promover más amparos que recursos de casación, quedando en 

desuso éste medio extraordinario de impugnación. 

El último ordenamiento que contempló al recurso de 

casación fue el Código de Comercio y aunque no se utilizaba 

estuvo vigente hasta enero de 1989, en que por virtud de 

decreto publicado en el. Diario Oficial de la Federación de 4 de 
·:,·:- --

enero de ese mismo a~;?.:·y;-~~ue_entrara en vigor al día siguiente, 

se derogaron los art1~'~}1'~·~·:,· .. 1344 y 134~ que establecian ese 

recurso en los slgul~~i'~~:~,:~~~)~:i-~·os: 
"Articulo 13~-~::~:~[~~--~~:~~~-~~-urso de casación sólo procede 

contra las sentencias·, d8t10'ú.1V-'~S; dictadas en la última instancia 

de cualquier juicio y.:_·q~::~,~~~~~~an pasado en autoridad de cosa 

juzgad a.• --:·!;~.(~~~'./,·::::-: ·:~;, _ 
•Articulo 1345~-T.,Puede interponerse. 

1.- En cLÍ-~nt:~~t~}f-;:~~-~~o· -del negocio; 

11.- Por·' vÍc:31a~~~-~·~ de· las leyes que establecen el 

procedimiento. 
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Bajo cualquiera de estos dos aspectos la acción exige 

para prosperar el estricto cumplimiento de lo que prescriben las 

leyes locales respectivas. Como la apelación se admitirá o 

denegaré de plano y se substanciará con sólo el escrito en que 

se Interponga. el en que se mejore y el informe en estrados.• 

La transcripción de los artículos anteriores debe servir 

a los fines de este ensayo, de realizar un estudio comparativo 

entre el recurso de casación y el amparo directo en materia 

civil. 

En ese orden de ideas. comenzaré con la opinión de 

Héctor Fix-Zamudio a modo de definición del recurso de 

casación: • la casación puede considerarse como el remedio 

procesal de anulación, que a través de un procedimiento 

autónomo. examina la actividad procesal del juez para 

determinar su legalidad. unificando la jurisprudencia y 

depurando el derecho objetlvo ... - 32 

Para Piero Calamandrei la casación tenia dos funciones 

o finalidades. la primera era una función negativa a la que 

llamó nomofilaquia haciendo alusión a los funcionarios 

atenienses encargados de guardar la ley llamados 

•nomofilacos". y cuyo fin hacia consistir en evitar que los 

órganos jurisdiccionales se substrajeran a la correcta 

aplicación de la ley de cuya observancia se deriva su poder; y 

la otra era una función positiva. cuya finalidad era asegurar la 

32 
FIX ZAMUDIO, H6ctor; Op. Cit., p. 130. 
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unidad e igualdad del derecho objetivo con la jurisprudencia 

que se establece a través de la revisión que hacían los 

tribunales de casación al resolver.'el recurso. cumpliendo asi 

con la finalidad importantfslma de integrar y unificar al derecho 

objetivo. 

Estas funciones que se pueden llamar generales. pues 

engloban a todo el proceso en si. se observan también en el 

amparo directo; en efecto. la revisión que se hace de Ja 

legalidad de las resoluciones conlbatidas. se desprende de lo 

dispuesto por el segundo párrafo>del articulo 158 de Ja Ley de 

Amparo y en la procedencia ·~e' .. e~t.e juicio constitucional que 

de Ja Constitución por 

violaciones a las garantías 1nd1,~icíuales, en este caso la de 
. '.:,> .. ·'.· ~··-

1 e g ali dad que plasman los' a-,:.1.r·c,Úlos 14 y 16 de la Ley 

Fundamental, cuya vigencia se tutela mediante el juicio de 

amparo, siendo asf, como por virtud del amparo se revisa la 

legalidad de los fallos de los jueces comunes. 

En 10 tocante a la segunda finalidad de la casación y de 

la cual habla Piero Calamandrei y también se refiere Héctor 

Fix-Zamudio en su definición, esto es, la unificación de 

criterios para la interpretación de la ley. la referida función se 

cumple a través del amparo con la creación de la jurisprudencia 

que se establece en los artículos 192 y 193 de la Ley 

Reglamentaria de los Articules 103 y 107 Constitucionales. 

Por lo que hace a la procedencia del recurso de 

casación y del amparo directo, tal como se puede apreciar en 
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pérrafos precedentes. el recurso de casación procedfa. al igual 

que ahora el amparo directo. por violaciones cometidas al 

momento de dictar sentencia o violaciones de fondo y por 

violaciones cometidas durante el procedimiento o violaciones 

de forma: a estas causas de procedencia Francesa Carnelutti 

tes llam6 motivos de casación; al primero de estos motivos. es 

decir. a las violaciones cometidas al momento de dictar 

sentencia se les conoce como errores in iudicando y a las 

violaciones cometidas durante el procedimiento se les llama 

errores in procedendo de forma o de orden. 33 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal y Territorio de Baja California de 1872 en su articulo 

1613, establecía la procedencia del recurso de casación por 

violaciones procesales y de fondo. éste mismo disponfa, que 

violaciones de fondo eran las que se actualizaban cuando las 

sentencias fueran contrarias "'a la ley expresa a su 

interpretación natural y genuina, o cuando comprendiera, 

personas. cosas o acciones que no hubiesen sido objeto del 

juicio, o no comprendiera todas las que to hubieran sido."' 34 

Estos motivos de casación deben confrontarse con lo 

dispuesto en el Capitulo Titulo Tercero de la Ley 

33 Cfr. CARNELUTTI. Francesco; "'ftrfSTITUC!QNES QEL PRQCESQ CIVIL .. , 
Colección Ciencia del Proceso, volumen 11, Traducción Santiago sentls 
Melendo, s• edición, Ediciones Jurldlcas Europa-América, Buonos Airos 
1973, pp. 2<48 y 2<49: y CALAMANDREI. Piero; .. t;STUDIOS SOBRE EL 
paoceso CIVIL"', volumen 111, Traducción Santiago Sent1s Melando, 
Ediciones Jurldlcas Europa-Am6rlca, Buenos Aires 1986, p. 305. 
~ FIX-ZAMUDIO, H6ctor: .. ENSAyos SQBRF EL Q§RECHQ pe AMPABQ'", 
Instituto de Investigaciones Jurldicas de la UNAM, 1• ed1c1ón, Ciudad 
Universitaria, D.F. 1993, p. 205. 
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Reglamentaria de los ArUculos 103 y 107 Constitucionales. 

específicamente los articules 158, 159 y 160, puesto que el 

primero de los numerales citados establece la procedencia del 

amparo directo en los siguientes casos: "Artrculo 158.

___ contra sentencias definitivas ... , ya sea que la violación se 

cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, 

afecte a las defensas del quejoso ... 

Para tos efectos de este artfculo, sólo será procedente 

el juicio de amparo directo contra sentencias 

definitivas ... cuando sean contrarios a la letra de la ley 

aplicable al caso, a su Interpretación jurídica o a los principios 

generales de derecho a taita de ley aplicable, cuando 

comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido 

objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por 

omisión o negación expresa." 

Como puede apreciarse, la primera parte del articulo 

158, establece como causas de procedencia del amparo directo 

las violaciones de fondo o In iudlcando y las violaciones in 

procedendo o procesales, y el segundo párrafo también del 

artículo 158, ya transcrito, dice en que consisten las 

violaciones de fondo. 

Por su parte los artículos 159 y 160 establecen de 

forma taxativa cuando se consideran violadas las leyes del 

procedimiento para efectos de procedencia del amparo directo. 
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No se pasa por alto en este ensayo, que por virtud de 

l•s reform•• a Ja Ley de Amparo de 15 de eneco de 1988, el 

juicio directo de garantías, también procede contra autos que 

ponen fin al juicio, pero de los mismos no se hace ningún 

comentario especial, por no ser necesario 

estudio comparativo que aqui se hace. 

Jos fines del 

A•l tenemos que, el recurso de casación en los términos 

del artículo 1613 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal y Territorio de Baja California y del artfculo 

1344 del Código de Comercio, procedfa contra sentencias 

definitivas, y el mismo numeral del Código de Comercio 

disponía que sentencias definitivas son las ""dictadas en la 

última instancia de cualquier juicio.• 

Sobre este particular Francesco Carnelutti nos dice en 

su obra que están sujetas a casación •a) Las sentencias de un 

juez ordinario pronunciadas en apelación; b} Las sentencias de 

un juez ordinario pronunciadas en único grado; c) Las 

sentencias del tribunal cuando las partes, de común acuerdo, 

hayan establecido omitir la apelación ... • 33 

Las sentencias a las que se refiere el inciso a). son las 

que en nuestra legislación se dictan al resolver sobre el medio 

impugnativo del fallo en una segunda Instancia; que en nuestra 

legislación civil adjetiva se trata del r-ecurso de apelación 

también: las sentencias a que se refieren los incisos b} y c) 

33 
CARNELUTTI, Francesco; Op. Cit .• p. 261. 
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son contra las que no procede ningún recurso ordinario, para 

referirnos en los mismos términos que utiliza el articulo 1 se de 

la Ley de Amparo: ya sea por disposición de la ley o porque las 

partes así lo hayan convenido; en nuestra legislación aerran 

verbigracia, las dictadas en juicios de paz o las que se dictan 

en m~taria laboral y en los procedimientos arbitrales. Así, el 

punto coincidente entre el recurso de casación y el amparo 

directo se localiza en lo dispuesto por el articulo 158 en 

relación al 44 y 46 todos de la Ley de Amparo; lo anterior es 

así pues los artfcuJos 44 y 158 establecen la procedencia del 

amparo directo contra sentencias definitivas y el articulo 46 

dispone que son sentencias definitivas Jas que deciden el juicio 

en lo principal y respecto de las cuales no procede ningún 

recurso ord~narlo, y el mismo precepto, al Igual que en lo 

referente al recurso de casación, considera sentencias 

definitivas a las dictadas en primera Instancia, si las partes 

han renunciado expresa y validamente a la interposición de 

recursos. 

Por otra parte se tiene que, Jos tribunales de casación 

al resolver el recurso analizan la actuación del juez al aplicar 

la ley, al igual que sucede en el amparo directo cuando el juez 

constitucional ·revisa por virtud de los artfculos 14 y 16 del 

Pacto Federal, la legalidad de la sentencia atacada. 

Igualmente, en el recurso de casación no podían 

valorarse cuestiones que no fueron propuestas al juez a quo, 
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pues al Igual que sucede con el juez de amparo el de casación 

carecía de facultades para retocar los hechos atenta la 

consideración de que por virtud de este recurso sólo se 

v•loraban cuestiones de derecho. y si los hechos se tomaban 

en cuenta es sólo en razón de revisar si se las aplicó 

correctamente la norma. por ello. al substanciarse el recurso 

de casación no era posible aportar nuevas pruebas; supuestos 

qua se actualizan en el amparo directo. en mérito de lo 

dispuesto por el artículo 78 de Ja ley que lo reglamenta; ese 

articulo estatuye el principio de limitación de pruebas, 

consistente en que en el amparo los hechos deben ser 

apreciados en la misma forma que fueron probados ante la 

autoridad responsable. 

Entrando en otro tipo de consideraciones. por lo que se 

refiere a la suspensión de Ja ejecución de la sentencia 

Impugnada, según Carnelutti en Ja casación, la fórmula correcta 

de Ja suspensión era establecer su procedencia cuando hubiese 

serlo peligro de que en caso de ser fundado el recurso. el dai'\o 

causado por la ejecución de la sentencia sea dificil de ser 

reparado en gran medida. y que el juez que la debia suspender 

era el que habia pronunciado la sentencia impugnada; lo que 

acontece en el amparo según lo dispuesto en los articuros 170 

y 173 en relación al 124 de su ley reglamentaria, esto por Jo 

que hace a Ja materia civil; en efecto, el citado articulo 170 

dispone que la suspensión de la ejecución es competencia de 
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la autoridad responsable. el articulo 173 que establece lo 

relativo a la suspensión en materia civil y remite al articulo 124 

que en lo conducente establece como requisito para su 

procedencia, que sean de dificil reparación los daftos y 

perjuicios que se causen al agraviado con su ejecución. 

Por su parte, el carácter de recurso de extraordinario 

que tenla él de casación, se le ha otorgado al amparo directo; 

en ese tenor el jurista Héctor Fix-Zamudlo considera que el 

recurso de casación es extraordinario por tres razones, la 

primera en virtud de que la casación sólo procede por tos 

motivos contemplados en la ley, otr-a, porque el análisis del 

juez casaclonlsta se limita a cuestiones de derecho y también 

es extraordinario puesto que previamente a su interposición 

debfan agotarse todos los medios de impugnación ordinarios: 

esto último es coincidente con el principio de definitlvldad que 

rige al amparo y que está previsto en materia judicial civil en 

las fracciones XIII y XIV del articulo 73 de la ley. y el artículo 

161 del mismo cuerpo legal regula la preparación del amparo. 

estableciendo la obligación al quejoso de agotar ante la· 

potestad común, todos Jos recurso y medios de defensa que 

tenga para revocar, modificar o anular el acto vlolatorio de 

garanlias: por ello, al amparo directo se le atribuye. de igual 

modo que al recurso de casación. el carácter de recurso 

extraord i narl o. 
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A efecto da complementar debidamente esta exposición. 

el presente apartado deberá concluir con la siguiente 

transcripción tomada del 00 Manual del Juicjo de Amparo" de la 

Suprema Corta de ~uatlcia De La Nación. ya que en ella se 

asimilan los antecedentes del amparo directo a ros orígenes del 

recurso de casación: 

"Los antecedentes del juicio de amparo directo, por su 

contenido se encuentran en los principios de legalidad que se 

sustentaron en Ja revolución francesa ... eligiendo los 

revolucionarios franceses, como emblema, el gorro frigio. con 

los postulados que se perseguian, de fraternidad, Igualdad y 

legalidad; sustentándose por los formidables filósofos y 

juristas que para que fuera posible lograr- la igualdad se 

requería que siempre subsistiera el principio de legalidad. 

otorgando al ciudadano un recurso para que éste pudiera 

obtener la anulación de la sentencia injusta, y ese recurso se 

llamó casación, osea la acción de casar o anular ... 34 

Considero que todo lo anteriormente expuesto·. resulta 

asaz para sostener, que efectivamente, las funciones que 

cumplfa el recurso de casación se han asimilado en el amparo 

directo, que es completamente acertado llamar al amparo 

legalidad, amparo casación, por las similitudes que con el 

recurso del mismo nombre tiene el juicio constitucional directo 

>il SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION; "MANUAL QEL JUICIO 
QE AMpABQ", 2• edición aumentada, Ed. Themls, M6XICO, D.F .. 1994, p. 
483. 
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de g.•rantf•s; pero el amparo casación mejora al recurso. pues 

su fórmula se ha suavizado, sin embargo, no tanto como 

debiera haberlo hecho en atención a los fines para los que 

surgi6 y fue creado, mismos que revisten tal Importancia para 

el respeto de los derechos del hombre, que concluyo, que la 

técnica requerida para la procedencia y otorgamiento de la 

protección constitucional, debe plasmarse como un diálogo de 

la razón y no como una ciencia. 



CAPITULO 111 

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD Y EL AMPARO DIRECTO EN 

MATERIA CIVIL 

111.1.- PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. 

98 

La garantfa de la legalidad o de exacta aplicación de la 

ley més propiamente dicha. aparece en la Constitución Política 

de 1857 en su Artículo 14. ese artículo pasó con reformas y se 

plasmó en nuestra actual Carta Magna de 1917, emergiendo en 

su cuarto párrafo la garantía de legalidad jurJsdJcclonal en 

materia civil. Este articulo como ya se vio, fue el pretexto para 

promover amparos como si se tratara de una tercera Instancia, 

cuando la sentencia dictada perjudicaba los intereses de 

alguna de las partes; hubo varios intentos por frenar esas 

estrategias de los litigantes. hasta que en Ja Constitución de 

1917, surge el Amparo Directo. 

Anteriormente la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación sólo conocía en forma Indirecta de los amparos al 

resolver el recurso de revisión. es decir, los conocía al 

resolver la segunda instancia; en 1951 se crearon los 

Tribunales Colegiados de Circuito. quienes tendrfan 

competencia para conocer del amparo que se promoviera contra 

sentencias definitivas por violaciones de forma únicamente, ya 
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que las de fondo seguirian siendo estudiadas por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación; en 1968 se dio competencia a 

tos Tribunales Colegiados de Circuito para conocer del amparo 

promovido por violaciones de forma y de fondo. 

Antes. el 12 de noviembre de 1908, en otro de esos 

intentos por reducir el número de amparos promovidos por 

violaciones a la garantia de exacta aplicación de la ley, el 

articulo 102 de la Constitución Polltica de 1857, es reformado, 

agregáindosale un segundo párrafo, el cual establecia el 

principio de definitivldad en los siguiente t6rmlnos: 

" Articulo 102.- ( ... ) 

Cuando la controversia se suscite con motivo de 

viol•cl6n de garantias individuales en asuntos judiciales del 

orden civil, solamente podrá ocurrirse a los tribunales de la 

Federación. después de pronunciada la sentencia que ponga fin 

al litigio y contra la cual no conceda la ley ningún recurso. 

cuyo efecto pueda ser la revocación." 

Este principio actualmente se consagra en nuestra 

Constitución de 17, en el articulo 107 fracción 111 a), que en lo 

conducente establece: 

"Articulo 107.- ... 

111. .. el amparo solo procederá en los casos siguientes. 

a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones 

que pongan fin al juicio, respecto de las cuales no proceda 
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ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o 

reformados ..... 

El principio de definitivldad, t•mblén se consagra en la 

fracción IV del mismo numeral constitucional, pero al referirse 

ésta esencialmente a la materia administrativa, rebasa el 

objeto de estudio de este ensayo y por ello no se estudia, es 

suficiente con dejar apuntado que en materia administrativa el 

principio de definltividad no se aplica tan estrictamente como 

en la civil, puesto que no es necesario agotar los medios de 

impugnación existentes, si su interposición no conlleva la 

suspensión del acto o si para que proceda ésta se exigen 

mayores requisitos que los impuestos por la Ley de Amparo; 

excepción al principio de definltividad que en materia civil no 

se actualiza. 

Asf las cosas. como se dijo. desde que surgió la 

garantía do exacta aplicación de la ley hubo muchas opiniones 

contrarias a la Idea y tendencia de los litigantes de aplicar 

dicha garantia a la materia civil y no sólo a Ja penal. entre 

varias de la razones aducidas por los juristas que sostenian 

que exclusivamente era aplicable a la materia penal. habla 

cuestiones tales como que se violaba la soberanía de los 

estados, que se convertia a la Corte en revisora de Jas 

sentencias locales, el excesivo trabajo que esto acarreaba al 

méximo órgano de justicia, lo cual no era nada deseable pues 

se Je distraía de su principal función que era la de guardián e 
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Interprete de la Constl~ucfón, todo Jo anterior, se decfa, aparte 

de degenerar ~f anlParo~·:·.denigraba a Ja Suprema Corte de 

Justicia, pues é s ~·a· .//e·~·~·r-f a que rebajarse y convertirse en 
·,.-·· 

mera revisora de i'a.·aP1tc&·clón de Ja legislación secundaria y en 

virtud de ai10"~:~.::-:~ ·--~·-e-~d.fa su función exclusiva de 
.;;, .. ~- '\: -

constitucfonai-ldSd;·j·é·Ue·~tiones todas éstas. que 

:::ec~r:::: .d:u~~:~~t~~ri;::o8 :uee:eb::p:teu;:i: 
conjuntamente 

y a parlados 

para Introducir 

a la expo.sf~¡Ó~::·~~J;~J'.~>Se hará, a efecto de entender por que 
(':":., 

desde 1857 se· intentó limitar, primeramente en la práctica y 

luego formafmen~e.' -éº~:mo aconteció con ·el art-~C'ul_o. s' de Ja ley 

reglamentaria del amparo que data de 186.9 . que- prohibía 

expresamente et ·amparo en negocios Jú-d¡~·;':Sr~:s::·~·;a·rtícuio que 

cabe decir fue rápidamente calfficado ~e::·i~~:~»n:~-Ú·~~·"~iona~ por' la 

jurisPrudencla de Ja Corte. y e.n.tei:;.d~~~-:·.'~_o·r,q.~.,~-.··~:_e. estÉlbleció el 

principio de 

prácticas. 

legales y 

Así rás ces-as.: 'enfo.~á~dci.no'S'' _al tema específico. 

mencionaré que e~ l~s. r~-;~~·~:·~~···~,e·: 12.de noviembre de 1908 a 

Ja CÓn~tftució°n de· :·'.'1-.8-~~:~ <~·u.;gfÓ este principio rector del 
,,:_,··:·.-<··,·; 

amparo. q~e hacia -,>5u-y8 _las tendencias de varias leyes 

orgániCas del ~mParO:(:-,ci~'- f~'!l~tar su procedencia a Jos actos 

contra lo cuales no exfStiera ningún recurso o medio de 

defensa que pudiera interponerse ante la autoridad local y 

diera a ésta la liltima oportunidad de enmendar la violación 
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constitucional que cometle:ra ella misma o sus inferiores 

jerárquicos, trat~rldo de limitar el número de amparos de los 

que debfa conoc_~r la Corte, quitándole parte de su trabajo 

excesivo. pues::·_el. amparo sólo precederla en caso de absoluta 

necesidad._ p~-~,;, ... n.c;t haber ya otros medios o instancias- que 

pudieran·"re_mediar .. la violación de garantías individuales; pero 

este_. prin-·~·¡p-¡~ :~·~: deflnltlvidad que 

con 1a·· ·~-:~:ri·~i-~~ :antes enunciada, 

prote~io:;:~t,_<·-~:~-1; amparo y como 

se consagraba, 

también 

consecuencia 

al cu-mpÜr 

¡~·g,~á la 

protecció·-¡.;. a ··1a ·constitución también se limitó.' pues. e1·· amparo 

es un medio da ---defensa de ésta. 

Esto es asf. ·ya que la disposición legal que,.no é¡uiere 

que.dars~-: en·-' -~,,ri-~'.IEt\:_·e.,;_·.:¡_'Mci_~clón, ___ es_tabfec~}.-~~,'~J~~-~-~~'.en~e- con 

su parte disp~~·i~j'~--~+~~a.'.:·s&.nciÓn. para el. caS:~:'~·de' 1·;:,obs.&rVancla 

a 1 ma n_d a ~-ó·. dt-:.::.~;~~-~~:~t.:~_':ii\:~ti: _r_._'.~~\~_~:::;~ ~-~-~ ~ ~-~:_-~;:}t·\);~,~ .. ~-~ ~o- pro m ovJ do 

que no cu mpl·~- ~~-n·:.:~;~ .. ~~ :-J'.I~~·":_~~~,-~~ ·~·~-~\d~:·f·l~-~:Jtf ~Id_~-~·.~~-- un amparo 

lmprocedente,,~;'~~-~~~,~~~;:¡~~~;~;{;.'.if~Ú,~~;~:1~~Z~l[,'f~,d1~_n.·x.1v. de ·,a 
ley de .la materla::Y~todo:~·eJ rlterfo~':;.-llmita;~Ja,..,protección 

eº" s t 1tue1 ~" ~1,·:~'.~'.:'.1 {;:~,~~~~ j;·,7~;-.!~~I~~{~{~;~;~g·.r·'~~:,~'.~ ~.elª .. d ª 
observar la ConstitLÍción';~: pues:-:.si_~¿er ~.ainf:>aro·;1._tie-n·e-f·.su:',~orig8n y 

.. ,. ... :: .· .·:· . ::~«-:e!"·~~:. , . ·\:_-:- .'./:>~:;:',:G·~fi .. /f;~~~-:"::';-.::/-.\:Y::;~:·_:, ·~· 
fin último como medio de __ control. y··guardlán-'."de. 1a·~·coii:stitu'clón, 

· ~ · --,'.. ;·: _ -- · . : ·~- ;<".:~:;;f~.:-;«:v:~~;;:;: 2-~:~::~'.::,i.'~~x~-- >-~- . · -. _ 
su procedencia se limita a cumP'ur-co~ .. cl.!rt~-~~._r:~,~~}~.~~-°:·~·~qu.~ fa 

legislación secundaria establece. como lo s·~n.:~/O_s:::~~e~·UrSo_~ y 

medios de defensa ordinarios que se exige agotar. lo que 

puede aparentar que la protección a Ja 



, 03 

sujeta a las disposiciones de leyes secundarlas, haciendo más 

patente el formalismo y la técnica a la que se sujeta el amparo, 

y la voluntad de proteger las garanUas individuales se 

cortapisa por la técnica y ras formas, está restringida por el 

principio de dafinitlvldad, pues por evidente que sea la 

violacl6n constitucional, por virtud de este principio, el órgano 

de control, tiene que permanecer inerte ante 6sta, por haber 

quedado firma el acto que se pretende combatir por 

considerarse inconstitucional. 

Lo anterior se evidencia, con la llamada preparación del 

amparo establecida en el mismo artículo 107 fracción 111 a). de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 

el artículo 161 de la Ley Reglamentaria de los Articulos 103 y 

107 Constitucionales; esta preparación del amparo establece la 

forma en que opera la definitividad y deja ver el formalismo del 

amparo, el cual se antoja excesivo si de su análisis se observa 

que por virtud de esta preparación, la técnica del amparo 

comienza a operar desde antes de promoverse éste e inclusive 

desde antes de saber si seré necesario o no ocurrir a los 

tribunales federales en petición de la protección constitucional, 

lo cual no sólo obliga a los quejosos a tener buenos abogados 

que tramiten sus amparos, sino desde antes, desde el trémite 

de los juicios de los cuales emanan los actos reclamados, pues 

si no se interponen los recursos procedentes en tiempo y forma 

oportunos y adecuados ante las autoridades responsables. para 
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efectos legales se tendrán por consentidos dichos actos, 

•unque en realidad no ••• así y 10 qua verdaderamente 

acontece •• que I• t6cnic• del amparo opera con todo rigor. 

111.2.- BREVE ANALISIS DE OTROS PRINCIPIOS QUE RIGEN EL 

AMPARO CIVIL DIRECTO. 

Un principio que rige en materia de 

estableció desde la Constitución Federal 

amparo y que 

de 1857, es 

se 

el 

principio de iniciativa o instancia de parte agraviada plasmado 

en el articulo 102 del Pacto Federal antes citado y que 

estatuye textualmente en lo conducente: 

00 Artrculo. 102.- Todos los juicios de 

articulo anterior se seguirán, 

agraviada ... • 

a petición 

que 

de 

habla el 

la parte 

Asf se estableció desde un principio la inoficlosidad del 

juicio de garantfas, es decir, que la acción constitucional 

requiere de fa excitación por parte del gobernado a efecto de 

poner en marcha al órgano de control constitucional. pues el 

amparo no procede de oficio. 

Actualmente este principio se consagra en la fracción 1 

del artículo 107 constitucional y en el artículo 4 de la Ley de 

Amparo. 
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Este principio en un sentido estricto no tiene 

excepciones, sin embargo, pueden set\alerse dos casos a 

considerar: por virtud del primero de ellos cuando se reclamen 

violaciones en procedimientos de carácter penal el defensor del 

quejoso puede acudir a la autoridad jurisdiccional federal en 

demanda de garantías en representación de su defensa sin 

necesidad de acreditar su carácter en un primer momento, pues 

es bastante la simple manifestación hecha en ese sentido por 

el defensor, para que el juzgador de amparo tenga que pedir a 

Ja responsable certifique esa calidad, y salvo el caso de no ser 

asf, o que no se compruebe ello, el juez constitucional 

solicitará que el agraviado ratifique Ja demanda de amparo, si 

lo hace continuará con éste el procedimiento y, para el caso de 

no ratificarse. se deja sin efecto todo 10 actuado; este es un 

caso en que se pone en marcha al aparato jurisdiccional por 

persona diversa al agraviado. 

El otro supuesto normativo que debe considerarse se 

actualiza cuando los actos reclamados importan peligro da 

privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 

procedimiento judicial. deportación o destierro, o alguno de Jos 

que prohibe el artículo 22 de la Constitución Federal, pues en 

estos supuestos, si el quejoso está imposibilitado para pedir 

amparo, cualquier persona puede hacerlo en su nombre. incluso 

un menor de edad; esta hipótesis en que el amparo puede 

promoverse por persona diversa al agraviado es más amplia 
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que I• anteriormente citada, puea existe la obligación para el 

juez de tomar todas las medidas necesarias para lograr la 

comparecencia del quejoso a fin de que en el término de tres 

días ratifique su demanda de garantias. y conforme al artículo 

18 de la Ley de Amparo. si no se logra la comparecencia del 

quejoso en ese plazo, se debe suspender el proceso después 

de resolverse sobre la suspensión definitiva y en este caso se 

tendnll un ano para que alguien se apersone en representación 

legal del quejoso, transcurrido éste se tendré por no 

interpuesta la demanda. 

Sin embargo estos dos casos no constituyen excepción 

al principio de instancia de parte, pues debe resaltarse que al 

que promueve o Inicia el procedimiento federal se le atribuye el 

carácter de representante del quejoso o agraviado y tampoco 

se Inicia oficiosamente. 

Los casos anteriores encuentran fundamento en los 

artículos 16 y 17 de la ley de la materia. respectivamente. 

Este principio de Instancia de parte agraviada. resulta 

comprensible si analizamos que en sus Inicios el amparo fue 

concebido como un juicio y como todo juicio requiere que Ja 

•cción se ejercite a efecto de poner en marcha al órgano 

jurisdiccional. 

Otro principio rector del amparo que está íntimamente 

ligado al anterior es el de agravio personal y directo: lo cual 

quiere decir que el amparo sólo procede si la parte que 10 
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promueve es la que resulta agraviada porque el acto autoritario 

viola sus garantías individuales, dicho agravio debe causársele 

adem41s en forma personal y directa, es decir, que Ja violación 

a las garantías Individuales no sólo debe existir. sino también 

recaer en la persona flslca o moral de quien promueve el juicio 

constitucional, en forma real y objetiva siendo éste su titular, 

además debe ser una consecuencia Inmediata del acto de 

autoridad que se sanare como reclamado afectando un derecho 

tutelado; directo también quiere decir que debe de ser real 

actual o Inminente, esto es, que no debe ser fortuito, casual, 

supuesto o dudoso, debiendo entenderse por inminente que 

aunque su realización sea futura es cierta ·y sin duda ocurrirá. 

además sigue siendo condición para la existencia del agravio 

que asa acto futuro y cierto tanga como consecuencia directa 

la violación de garantías individuales. afectando el interés 

jurídico del gobernado por lo tanto. 

Lo anterior encuentra apoyo en la siguiente ejecutoria 

de la Suprema Corte de Justicia de Ja Nación que literalmente 

dice: 

"LEGITIMACION PROCESAL PARA OCURRIR AL 

AMPARO.- LA FRACCION DEL ARTICULO 107 

CONSTITUCIONAL ESTABLECE COMO PRINCIPIO ESENCIAL 

DEL .JUICIO DE GARANTIAS. EL QUE ESTE SE SIGA SIEMPRE 

A INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA Y. A SU VEZ EL 
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ARTICULO 4o., DE LA LEY DE AMPARO DISPONE QUE EL 

.JUICIO DE GARANTIAS PUEDA PROMOVERSE UNICAMENTE 

POR LA PARTE A QUIEN PER.JUDIQUE EL ACTO O LA LEY QUE 

SE RECLAMA. AHORA BIEN, DE LA CORRECTA 

INTERPRETACION DE LOS MENCIONADOS PRECEPTOS, SE 

LLEGA A LA CONCLUSION DE QUE LA LEGITIMACION 

PROCESAL PARA OCURRIR AL AMPARO SOLO LA TIENE LA 

PERSONA O PERSONAS FISICAS O MORALES, DIRECTAMENTE 

AGRAVIADAS POR LA LEY O ACTO QUE SE ESTIME 

VIOLATORIO DE GARANTIAS, MAS NO ASI QUIEN, POR ELLO, 

INDIRECTAMENTE PUDIERA RESENTIR ALGUN PER.JUICIO, 

PORQUE EL DERECHO DE PROMOVER ESE .JUICIO ES 

PERSONALISIMO."'" 

Este principio de agravio personal y directo se estatuye 

en la fracción 1 del articulo 107 constitucional. 4 y 73 fracción 

V de la ley reglamentarla del amparo, éste último, debe 

interpretarse a contrario sensu. 

Un principio rector del amparo ligado al recurso de 

casación, al igual que el de definitivldad, es el de estricto 

derecho: por virtud de este principio el juzgador de amparo 

deberá analizar y valorar la constitucionalidad del acto 

reclamado al tenor de los conceptos de violación vertidos por 

• Supr•ma Corte de Justicia de la Naci6n, Jurisprudencia publicada en el 
Informe de Laborea correspondiente al ano de 1989, Segunda Parte, 
Tercera Sala, pp. 195 y 196. 



el quejoso en su demanda 

deficiencias u omisiones; el 

109 

de garantías. sin suplir sus 

principio de estricto derecho 

también opera tratándose de recursos existentes en materia de 

amparo. 

Sobre éste principio, el Dr. Héctor Flx-Zamudio dice 

que: "'Surgió 

crecimiento 

judJciales ... " 38 

paulatinamente, 

explosivo· del 

con el propósito 

amparo contra 

de limitar el 

resoluciones 

De fo anterior se sigue que. el principio de estricto 

derecho, emerge no sólo con un origen sino con un fin similar 

al del principio de definitividad. 

Como se ve. este principio a diferencia de los 

anteriormente expuestos no regula fa procedencia del amparo, 

sino más bien, los efectos de las sentencias de amparo, 

estableciendo las bases que norman su dictado. sujetando la 

valoración del juzgador a Jo expuesto por el quejoso en sus 

conceptos de violación. 

Por esto se infiere, que el juez constitucional, no puede 

decidir cuestiones ajenas a los conceptos de violación porque 

el agraviado haya incurrido en omisiones o defectos, 

ocurriendo con ello que no pueda hacer nada contra una 

violación constitucional. si el quejoso no expresó nada al 

respecto o no lo hizo adecuadamente. 

319 FIX-ZAMUDIO, Héctor; Op. Cit., p. 223 
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Sin embargo. en favor de este principio cabe remitirse a 

la consideración que el or. Ignacio Burgoa Orlhuela hace al 

respecto en cuanto a que éste pone a salvo a la Institución 

juridlca del amparo. del subjetivismo judicial al restringir el 

arbitrio de los jueces, lo cual por sí mismo es benéfico Y está 

en pro de la equidad procesal. 37 

El principio de estricto derecho se plasma en los 

articules 107 fracción 11 párrafos segundo y tercero de nuestra 

Constitución actual, 76 bis 79 y 190 de la Ley de Amparo; el 

numeral constitucional citado establece la suplencia de la 

queja y el primero de tos articules de ta Ley de Amparo la 

reglamenta. por lo que ambos deben Interpretarse a contrario 

sensu para los efectos de este principio, por su parte los 

artfculos 79 In fine y 190 del mismo cuerpo legal establecen 

respectivamente. el primero. la prohibición para la Suprema 

Corte de .Justicia de la Nación. los Tribunales Colegiados de 

Circuito y los .Jueces de Distrito de cambiar los hechos 

expuestos en la demanda. y el artículo 190 manda que las 

sentencias de la Suprema Corte De .Justicia De La Nación o los 

Tribunales Colegiados De Circuito. no comprendan mas 

cuestiones que las legales propuestas en la demanda de 

amparo. 

37 
Cfr. BURGOA ORIHUELA. Ignacio; Op. Cit. p. 296. 
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Las excepciones a este prfncip.io, son tas hipótesis 

consignadas en los artículos 76 bis y 79 parte inlclal de la Ley 

de Amparo; lo anterior es así por lo sig'.úi8-nte: 
·t.·:··.· 

El artfculo 76 bis ·de 18 - ,9y ·. en cita establece la 

suplencia del concepto ·'de. vf~r&ción'\.·deflclente y de una 

fnterpretació n ti echa ··a· c~;,t}~i:~~- --~¡;}:~'~é~:\;',é;~te precepto contiene 
','-.-· .. , .. :/~_!:;.~:;.:..;,.: . 1~,~~-:..·,<,,_'.. •, 

las excepciones al' princlpfo:de"estrfcto derecho. las cuales por 
_ ·~:.'> :_,,_.;::~<;~?i·:~fi' .. ~;v::~·:·~}~: · 

lo que hace a Ja,»_mat_eria ~:_clvil~"<~·(son las que establecen las 

se supla la 

deficiencia de Jos co~·Cep.tOs de violación en cualquier materia, 

queda Incluida la cJvll, cuando el acto reclamado esté fundado 

en leyes que han sido declaradas Inconstitucionales por la 

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; la 

fracción V del artículo 76 bis. establece que tampoco habrá que 

observarse el estricto derecho cuando el amparo se pida en 

favor de menores e incapaces: esta fracción resulta aplicable a 

la materia civil al no hacer distinción su texto sobre a cual ha 

de aplicarse. en consecuencia. nadie puede hacerla. 

La última fracción del artículo 76 bis contempla otra 

excepción al principio de estricto derecho y del estudio 

correlacionado de ésta con el resto de Jas fracciones del 

articulo que comento, se desprende que esta fracción VI es 

aplicable a Ja materia civil; lo anterior es asr pues la fracción 

VI que nos ocupa manda que se supla Ja deficiencia en Jos 
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concepto• de violación: •en otras materias cuando se advierta 

que ha habido en contra del quejoso ... una violación manifiesta 

de ra ley que fo haya dejado sin defensa .. y habida cuenta que 

las fracciones 11, 111 y IV se refieren a la materia penal, agraria 

y laboral respectivamente. es lógico y jurfdlco concluir que esta 

fracción se refiere por exclusión, tanto a la materia civil como 

a la administrativa, surtiéndose dicha excepción, como ya se 

apuntó, cuando haya habido en contra del quejoso una 

violación manifiesta de Ja ley y que además Jo haya dejado sin 

defensa. 

La parte inicial del articulo 79 de la ley. contempla una 

excepción al principio que ese mismo artículo consagra in f1ne, 

consistente en que, tanto la Suprema Cor-te de Justicia de Ja 

Nación como los Tribunales Colegiados de Cfrcuito y los 

Juzgados de Distrito deben cor-regir- los er-ror-es en el número de 

los preceptos constitucionales y legales que se estimen 

violados. y también los faculta para valorar en su conjunto los 

conceptos de violación. a efecto de que resuelvan la cuestión 

efectivamente planteada a su jurisdicción. 

Por ejecutoria de la Corte dicha excepción se extiende 

al hecho de corregir- inclusive el er-ror en fa denominación de 

las garantías violadas; la referida tesis es del tenor literal 

siguiente: 
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"SUPLENCIA DEL ERROR. EL ARTICULO 79 DE LA LEY . . . 

DE AMPARO AuToR'i:zA .A.::··JüzG:°'DoR'.No soLo A suPLIR EL 

ERROR EN' LA C.ITA',:o.EL:'ARTICULO VIOLADO. SINO TAMBIEN 

EN LA DENOMl~;_¿:;¡:¿,~~[)~Cl_.}''GJ.:RANTIA LES 1 ONDA. 

ES c1e~'~r}i_%'\~fü'~'.~'~~i.> ARTICULO 79 DE LA LEY DE 
' ' ..: -::-~•.).. ·. 

AMPARO ESTABLECE: LA POSIBILIDAD DE QUE LAS 

AUTORIDADES ·~1/~'ísr>1cc10NALES SUPLAN LA DEFICIENCIA 

EN LA CITA DE··.' LOS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES QUE SE ESTIMEN VIOLADOS, PERO TAL FACULTAD 

NO SE CIRCUNSCRIBE UNICAMENTE A LA CORRECCION DEL 

ERROR EN LA CITA DE LA GARANTIA VIOLADA, SINO QUE SE 

AUTORIZA. AL JUEZ DE AMPARO A ANALIZAR EN SU 

CONJUNTO LOS HECHOS EXPUESTOS EN LA DEMANDA. ESTO 

QUIERE pECIR QUE PARA QUE SE PUEDA ESTUDIAR UN 

CONCEPTO DE VIOLACION AUN EN UNA AMPARO 

ADMINISTRATIVO CONTRA LEYES, QUE ES DE ESCTRICTO 

DERECHO, ES SUFICIENTE QUE SE EXPRESE CON CLARIDAD 

LA CAUSA DE PEDIR, SEÑALANDOSE CUAL ES LA LESION O 

AGRAVIO QUE EL DEMANDANTE ESTIMA LE CAUSA LA LEY 

IMPUGNADA, Y LOS MOTIVOS QUE ORIGINAN TAL AGRAVIO. 

LA FALTA DE MENCION DEL PRECEPTO EXACTAMENTE 

APLICABLE NO ES BASTANTE PARA ESTIMAR INEXISTENTE O 

INOPERANTE EL CONCEPTO DE VIOLACION YA QUE EL 

ARTICULO 79 DE LA LEY DE AMPARO AUTORIZA AL 

JUZGADOR A SUPLIR EL ERROR EN LA CITA O INVOCACION 
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DE LA GARANTIA VIOLADA, TANTO EN SU DENOMINACION 

COMO EN EL PRECEPTO CONSTITUCIONAL QUE LA 

CONTENGA. POR LO TANTO, EXPRESADOS LOS HECHOS DEL 

CASO. Y LA LESION QUE SE ESTIMA SE RECIBIO ES POSIBLE 

QUE EL JUZGADOR EXAMINE CUAL ES EL DERECHO 

APLICABLE.•• 

En cuanto hace a Ja suplencia del concepto de violación 

deficiente, este es un principio íntimamente ligado al anterior 

de estricto derecho y está consagrado en Ja fracción JI, 

segundo párrafo del articulo 107 constitucional y reglamentado 

en el articulo 76 bis da la Ley de Amparo. 

El principio de suplencia del concepto de violación 

deficiente consiste en corregir la Insuficiencia o defecto de Jos 

conceptos formulados en Ja demanda y de los agravios hechos 

valer en los recursos previstos en el amparo, en Ja forma y en 

los casos que Ja ley de la materia establece. 

Los supuestos en que opera este principio en materia 

civil. son los expuestos en párrafos que anteceden cuando me 

r'!_feri a las excepciones al principio de estricto derecho. por lo 

que en obvio de repeticiones remito a ellas para Ja exposición 

de este principio. 

311 
Tesis 3a. V/94, a• epoca, tercera sala, Amparo en Revisión 1359/92. 

Maria Del Carmen Mungula Gómez, 7 de febrero do 1994. cinco votos 
ponente: Miguel Montee GarcJa, Secretarlo:lgnaclo Navarro Rébago. 
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En lo que hace a la suplencia del error prevista en el 

articulo 79 de la Ley de Amparo. dicha suplencia sólo se 

refiere a enmendar errores en la cita del precepto 

constitucional y legal o la denominación de la garantfa violada. 

existiendo ademés prohibición expresa en el referido numeral 

para variar los hechos; por lo que la suplencia del error no 

tiene los alcances ni las implicaciones que conlleva la 

suplencia del concepto de violación deficiente. 

Otro principio constitucional del amparo que opera en 

cuanto al efecto de las sentencias es precisamente el de 

relatividad de las sentencias o '"Fórmula Otero". 

Por virtud de este principio Jos efectos de las 

sentencias que resuelven un amparo sólo surten sobre la 

' persona del quejoso ya sea física o moral, respecto de las 

autoridades set\aladas como responsables y del acto reclamado 

en el caso concreto, es decir, que la sentencia que protege y 

ampara sólo surte efectos en la esfera jurídica del peticionario 

de garantfas; pero además, sus efectos son particulares y si de 

una ley se trata, ésta no se anula. 

Este principio fue esbozado por Don Manuel Cresenclo 

Rejón en la Constitución de Yucatán en 1840 al surgir el 

amparo, y fue perfeccionado por Don Mariano Otero en el Acta 

de Reformas de 1847 y la Constitución Federal de 1857, ambos 

juristas, Rejón y Otero, en decir del abogado .José R. Padilla 

tuvieron gran influencia para ello, de Alexis d!' Tocqueville, 
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que en su obr• "L• Democraci• an América" decfa que: "El Juez 

Americano no puede fallar sino cuando hay litigio; nunca se 

ocupa mlla que de un caso en particular ... Su sentencia no 

tiene m.ilia objetivo que descargar el golpe sobre un Interés 

individual y la ley no se lesiona sino por casualidad. De esta 

manera, la ley así censurada no queda destruida; se disminuye 

si. su fuerza moral. pero su efecto material no se suspende. 

Poco a poco y bajo los golpes redoblados de la jurisprudencia, 

a la postre sucumbe .... 

Se puede decir en contra de este principio, lo Injusto 

que es que una ley una vez analizada por aquellos que saben y 

tienen la facultad constitucional de decir el derecho y la 

declaren inconstitucional, ésta se siga aplicando como si 

careciera de ese vicio; dicho principio obliga a todos los 

gobernados que no quieren ser victimas de ella. a ocurrir a los 

tribun•I•• federales en petición de amparo para evitar los 

efectos de dicha ley y que por consiguiente el ignorante y 

carente de recursos para costear un abogado, tenga que 

seguirse sometiendo a ella por mtis inconstitucional que sea. 

Pero lo que con este principio se pretende es la 

delimitación de la competencia de los poderes de la unión ya 

que si las sentencias de amparo no fueran resoluciones que 

únicamente se ocuparan del gobernando quejoso y fueran una 

declaración general con efectos para todos los afectados por el 

39 PADILLA, Jos6 R.: .. Sinoe1!1 de Ampgro'", 1• edición, Cérdenas Editor y 
Distribuidor. M6xJco D.F. 1977. p. 35. 
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acto reclamado cuya lnconstitucionalidad se haya declarado. 

muy claro sería qua el poder judicial puede dejar sin efectos 

los •etas del poder legialativo, haciendo nug•torias sus 

f•cultades constitucionales. 

Esto se corrobora de la lectura de la exposición de 

motivos de la Constitución de Yucatán. hecha por Manuel 

Crecencio Rejón. quien es no sólo el redactor de dich• 

Constitución. si no el creador de este principio en estudio; en 

su exposición de motivos Rejón dice al estarse refiriendo a I• 

creación del amparo ..... Tampoco se hace de él (el Poder 

.Judicial) un poder temible. cual 10 seria si se le encargare de 

impugnar las leyes de un modo teórico y general; pues que 

entonces al erigirse en censor del legislativo, entra ria 

abiertamente en la escena pol(tica ... con 

tranquilidad del Estado. " 40 

peligro de 'ª 

Asimismo. se ha sostenido por lo tratadistas, que este 

principio es salvador del amparo mexicano, pues si el poder 

judicial mediante esta institución jurídica que es el amparo y 

las sentencias que en el se dicten no fueran únicamente 

relativas al quejoso, daría facultades al poder judicial de 

Inmiscuirse en Ja esfera de competencia de los otros poderes, 

los que al verse coartados o limitados en sus funciones por 

virtud de un amparo asi concebido, ya se hubieran encargado 

de desaparecerlo. 

490 
BURGOA ORIHUELA, Ignacio; Op. Cit., p. 117. 
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El principio de relatividad de las sentencias se 

consagra en el articulo 107 fracción 11 de la Constitución 

General de 1917 y en el articulo 76 de Ja ley reglamentarla del 

amparo. 

Un caso especial referente a este principio, lo 

constituye el alcance de las sentencias, que se extiende a las 

autoridades ejecutoras, aunque no hayan sido set\aladas como 

responsables, pero que por la naturaleza propia del acto 

reclamado tengan que intervenir en su ejecución, dichas 

sentencias también obligan a esas autoridades ejecutaras, sin 

embargo, esto no se considera como una excepción al principio 

de mérito, sino más bien, como una extensión del mismo. 

Lo anterior encuentra su fundamento en las siguientes 

ejecutorias pronunciadas por la Corte: 

"AUTORIDADES EJECUTORAS.- SI LA SENTENCIA DE 

AMPARO CONSIDERA VIOLATORIA DE GARANTIAS LA 

RESOLUCION QUE EJECUTAN, IGUAL DECLARACION DEBE 

HACERSE RESPECTO DE LOS ACTOS DE EJECUCION, SINO 

SE RECLAMAN ESPECIALMENTE VICIOS DE ESTA."" 

"AUTORIDADES RESPONSABLES.- LO SON NO 

SOLAMENTE LA AUTORIDAD SUPERIOR, QUE ORDENA EL 

ACTO, SINO TAMBIEN LAS SUBALTERNAS QUE LO EJECUTEN 

41 
Apéndice 1975. a• Parte, Pleno y Salas. Tesis 50, P.96. 
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O TRATEN DE EJECUTARLO, Y CONTRA CUALQUIERA DE 

ELLAS PROCEDE EL AMPARO."ª 

111.3.- CASOS DE EXCEPCION AL PRINCIPIO DE 

DEFINITIVIDAO. 

Este principio tiene varios casos de excepción, no todos 

son operantes en materia civil. que por otra parte son las 

excepciones que més interesan a este ensayo. 

Asimismo, conjuntamente al examen de éstas, se podrá 

apreciar como al igual que para cumplir con el principio de 

mérito, para hacer procedentes sus excepciones se tiene que 

cumplir con una técnica y formalismo que de no actualizarse se 

frustran o se hacen nugatorias las expectativas del amparo, 

pues son limitantes a la procedencia de este medio de control 

constitucional, de este modo queda impune nuevamente por 

virtud de no cumplir con Ja técnica, el acto que violentó el 

Pacto Federal. 

Muy especificamente en amparo civil directo han de 

mencionarse las excepciones previstas en el último párrafo del 

articulo 161 de la Ley de Amparo, pues como ya se ha visto 

este articulo 161 establece las reglas de preparación del 

amparo por violaciones procesales, es decir, establece la forma 

42 
Ap6ndice 1975, e• Parte, Pleno y Sala&, Tesis 54, p. 98 
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en que se ha de cumplir con el principio de definltiv1dad par• 

que tos •ctos contemplado• por las hipótesis normativas del 

articulo 159 •••n recl•mabl•a en •mparo directo; el articulo 

181 en su último pérrafo establece como casos de excepción 

aquellos actos que afecten derechos de menores o Incapaces, 

asf como amparos que se promuevan contra sentencias 

dictadas en controversias que versen sobre acciones del 

estado civil o que afecten al orden y la estabilidad de la 

familia. 

Estas excepciones estdln encaminadas a defender los 

sectores más desprotegidos de la sociedad, pugnando con ello 

por la Igualdad de las partes que debe prevalecer según el 

principio de equidad procesal, igualmente están encaminadas a 

proteger la institución de la familia, déndole asi, un carácter 

relevante para el orden público. 

Ahora bien, esta excepción al principio de definltividad 

esta limitada a los casos de violaciones procesales que 

trasciendan al resultado del fallo y hayan afectado la defensa 

del quejoso: hipótesis estas que en materia civil se encuentran 

consagradas en el articulo 159 de la Ley de Amparo, esto es, 

que no es aplicable a todas las ~iolaciones procesales y causas 

de procedencia del amparo directo civil: lo anterior se 

desprende del anélisls correlacionado de los articules 158, 159 

y 161 del ordenamiento legal en cita: esto quiere decir que si 

via amparo directo se quieren reclamar violaciones cometidas 
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al momento de dictar sentencia, es decir violaciones de fondo o 

in iudlcando. si es obligatorio para el agraviado cumplir con la 

definltlvldad del acto, agotando el recurso o medio de defensa 

previsto en Ja legislación ordinaria; ello es asi pues el articulo 

161 que plasma las excepciones en comento, se refiere 

únicamente a las violaciones proces&les que menciona el 

articulo 159 de la ley de la materia. por su parte este articulo 

establece cuales son. esas violaciones para los efectos de 

procedencia del amparo directo de acuerdo al articulo 158 

también de la Ley de Amparo, con lo cual no queda duda que 

las excepciones que se estudian no se refieren a violaciones 

cometidas al momento de dictar sentencia definitiva, resultando 

lógico y jurídico concluir, que tratándose de esas violaciones si 

es necesario agotar los recursos o medios de defensa 

ordinarios por el que puedan ser revocadas o modificadas las 

resoluciones. aunque afecten derechos de menores o 

Incapaces, sean sentencias dictadas en controversias sobre 

acciones del estado civil o afecten el orden y la estabilidad de 

la familia. 

Este criterio ha sido el sostenido por los Tribunales 

Colegiados de Circuito. en las ejecutorias que a continuación 

transcribo: 

"DEFINITIVIDAD, LA EXCEPCION AL PRINCIPIO DE. 

SOLO PROCEDE RESPECTO A VIOLACIONES COMETIDAS EN 
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EL PROCEDIMIENTO, TRATANDOSE DE ASUNTOS QUE 

AFECTEN AL ORDEN Y A LA ESTABILIDAD DE LA FAMILIA, 

PERO NO EXCUSA SU CUMPLIMIENTO EN CUANTO A LA 

SENTENCIA DEFINITIVA. 

LA EXCEPCION AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 

PREVISTA EN EL ULTIMO PARRA FO DEL ARTICULO 161 DE LA 

LEY DE AMPARO, SOLO PROCEDE CUANDO SE TRATA DE 

VIOLACIONES COMENTIDAS DURANTE LA SECUELA DEL 

PROCEDIMIENTO, EN ASUNTOS QUE AFECTEN DERECHOS DE 

MENORES O INCAPACES, O EN CONTROVERSIAS SOBRE 

ACCIONES DEL ESTADO CIVIL O QUE AFECTEN AL ORDEN Y A 

LA ESTABILIDAD DE LA FAMILIA, QUE PUEDEN Y DEBEN 

RECLAMARSE EN AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA 

DE SEGUNDO GRADO, PERO DICHA EXCEPCION NO OPERA 

TRATÁNDOSE DE SENTENCIAS DEFINITIVAS, EN CUYO CASO 

SI DEBE AGOTARSE ESE PRINCIPIO, O SEA, RECURRIRLAS 

MEDIANTE APELACION CUANDO ESTA PROCEDA." 43 

"JUICIO DE AMPARO, PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 

QUE DEBE REGIR EN EL, AUN TRATÁNDOSE DE ACCIONES 

DEL ESTADO CIVIL O QUE AFECTEN EL ORDEN Y LA 

ESTABILIDAD DE LA FAMILIA. 

ES INEXACTO QUE TRATÁNDOSE DE UN JUICIO DE 

DIVORCIO PUEDA PROMOVERSE AMPARO DIRECTO CONTRA 

ª Semanario Judicial Da La Fed~raciOn. e• época. tomo J, Segunda 
Parte-1. 1988, p.232, Trlbunalie$ Colegiados de Circuito. 

-~ ... _._..... ..... __ .......,___._~-~-- ~ -----·~----·-------.-... .......... -~-- ·---
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LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA SIN NECESIDAD DE 

AGOTAR EL RECURSO DE APELACION CONTRA ESE FALLO. 

PORQUE LO CONTRARIO SE DESPRENDE DE LA SIMPLE 

LECTURA DEL ARTICULO 107, FRACCION 111, INCISO A), DE LA 

CONSTITUCION GENERAL. EN EFECTO, DICHO PRECEPTO 

PREVIENE QUE PROCEDE AMPARO DIRECTO TANTO CONTRA 

VIOLACIONES. DE FONDO COMO CONTRA VIOLACIONES DE 

PROCEDIMIENTO. Y ES PRECISAMENTE AL HABLAR DE ESTAS 

ULTIMAS CUANDO EL DISPOSITIVO EXIME DE AGOTAR LOS 

RECURSOS ORDINARIOS EN JUICIOS SOBRE ACCIONES DEL 

ESTADO CIVIL O QUE AFECTAN EL ORDEN Y A LA 

ESTABILIDAD DE LA FAMILIA. LO QUE SIGNIFICA QUE NO HAY 

NECESIDAD DE PREPARAR EL AMPARO UNICAMENTE 

RESPECTO DE LAS VIOLACIONES DE PROCEDIMIENTO, PERO 

SI EXISTE OBLIGACION DE APELAR EL FALLO DE PRIMER 

GRAD0." 44 

Estas excepciones expuestas, son las únicas aplicables 

tratándose de amparo civil directo, pues aunque existen otras 

relativas a la materia civil, las mismas operan sólo en cuanto a 

violaciones reclamables vfa amparo Indirecto y aunque como se 

verá más adelante, varias de estas violaciones llegan a 

constituir causales de procedencia del amparo directo, en esos 

casos concretos, por razón de la técnica del amparo sr hay que 

'" Semanario .Judicial De La Federación, 8• época, tomo XI Febrero, 
1992, P. 271, Tribunales Colegiados de Circuito. 
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cumplir con el principio de deflnltivldad y, considero importante 

h•cer referencia • ellas a efecto de apreciar la formalidad del 

juicio constitucional. 

Otro caso de excepción al principio de definltividad lo 

constituye el llamando amparo contra leyes. esto con 

fundamento en el articulo 73 fracción XII tercer párrafo de la 

Ley de Amparo. 

Sin embargo cuando se pretende atacar una ley de 

inconstitucional en la secuela del juicio contra cuya resolución 

final proceda el amparo directo, la excepción citada no es 

procedente y el agraviado por la ley inconstitucional tendré que 

esperarse al dictado de la sentencia definitiva para que, si ésta 

le causa agravio por virtud de dicha ley, la impugne mediante 

el juicio constitucional directo de garantias. ello con 

fundamento en lo dispuesto en el último párrafo de la citada 

fracción XII del articulo 73 de la Ley de Amparo y los articulos 

158 y 166 fracción IV del mismo cuerpo de leyes. 

Ahora bien ¿en que consistlria la deflnitividad con que 

hay que cumplir? ¿se refiere a esperar lisa y llanamente el 

dictado de la sentencia de primer grado y posteriormente 

apel•rla cumpliendo así con la definitividad que haga 

procedente el amparo directo e impugnar en éste, esa ley, en 

los términos dispuestos en la fracción IV del articulo 166? o 

bien. ¿es necesario que al interponer el o los recursos que en 
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su caso procedan. se combata desde ellos la ley que le causa 

agravios al quejoso?. 

De la lectura Integral del tercero y cuarto párrafos de la 

fracción XII del artículo 73 de la Ley de Amparo. se infiere que 

la hipótesis que debe actualizarse a efecto de cumplir con la 

definitividad es la última de las mencionadas, pues el tercer 

párrafo en comento, estatuye que: "Cuando contra el primer 

acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa 

legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o 

nullficado, será optativo ... hacerlo valer o impugnar desde 

luego la Jey en el juicio de amparo ... ", sin embargo, el cuarto 

pllirrafo quita al agraviado la potestad que le confiere el tercero 

y obliga a esperar como momento oportuno, al promover el 

amparo directo contra la sentencia definitiva. por lo que se 

convierte en obligatorio para el quejoso agotar Jos recursos o 

medios de defensa previstos en al ley. y de la parte final del 

párrafo tercero se desprende que si se utiliza el recurso debe 

combatirse legalmente en éste dicha ley, pues cuando en su 

parte final dice: " ... aun cuando para fundarlo se hayan aducido 

exclusivamente motivos de ilegalidad", se deja ello establecido 

como requisito minimo y lo único que excluye es la obligación 

de alegar cuestiones de lnconstitucionalldad, lo que es lógico, 

pues esto corresponde analfzarlo a los tribunales de amparo 

Es necesario advertir que aun en el caso de 

actualización de la hipótesis normativa analizada 
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•nteriorment•. sf existe una excepción al principio de 

d•finitividad y est6 prevista en el último p6rrafo del articulo 

158 de la Ley Reglamentaria de los Artfculos 103 y 107 

Constitucionales interpretado a contrario sensu: este supuesto 

de excepción • la definitividad se actualiza cuando el problema 

de constitucionalidad de leyes conlleva cuestiones que sean de 

imposible rep•raci6n para el quejoso. Es oportuno decir que no 

•• pasa por alto, que el juicio constitucional procedente en 

este caso es el amparo indirecto. con fundamento en el artículo 

114 fracción 1 de la Ley de Amparo. por ser un amparo contra 

leyes. 

111.•.· LA IMPROCEDENCIA DEL AMPARO POR FALTA DE 

DEFINITIVIDAD DEL ACTO. 

Como se ha visto en apartados que anteceden, el 

principio de definitividad obliga al quejoso a agotar previo a la 

tramitación del amparo, todos los recursos o medios de defensa 

que la legislación ordinaria establece; correspondiendo ahora 

estudiar las consecuencias legales de la inobservancia de esta 

obligación. dicha consecuencia juridica es la improcedencia del 

amparo con fundamento en las fracciones XIII y XIV del articulo 

73 de la ley, ahora bien. si se toma en consideración que la 

Improcedencia es una cuestión de orden público que debe ser 
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estudiada previo al an!lillsis constitucional. que ea la materia de 

la litis en el juicio de amparo, ello significa, si existe una 

causal de Improcedencia, que el órgano de control 

constitucional se encuentra imposibilitado legalmente para 

estudiar la inconstitucionalldad del acto, lo que se traduce en 

una limitante para cumplir con la función de guardián de la 

Constitución a través del juicio de garantías. 

Cabe hacer al respecto los siguientes apuntamientos; 

en el amparo directo civil, el acto reclamado lo constituye la 

sentencia definitiva y los autos que ponen fin al juicio, así 

como las violaciones a las leyes del procedimiento que 

trascienden al resultado del fallo y dejan sin defensa al 

quejoso; asl las cosas, tratándose da sentencias definitivas o 

autos que pusieron fin al juicio es obligación agotar los 

recursos si estos existen, de no hacerlo así, el amparo directo 

será improcedente y con fundamento en el articulo 177 de la 

Ley de Amparo se desechará de plano la demanda de 

garantfas, por ser notoria, manifiesta e indudable la causal de 

Improcedencia, pues ésta, se desprenderla de la simple lectura 

de la demanda y su confrontación con la legislación ordinaria 

que rija el proceso en el que se dlct6 el fallo que puso fin al 

juicio o la sentencia definitiva. 

SI de las violaciones del procedimiento se trata. por 

cuestiones de técnica es más dificil apreciar la actualización 

de esta causal de improcedencia, atenta la técnica del amparo, 
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pues acorde lo dispuesto por el artfculo 161 de la ley que lo 

regl•menta y que fue analizado en diversos apartados, el 

perc•tarse de ••• Improcedencia implica además de lo dicho 

par• los fallos definitivos, respecto de la lectura de la demanda 

y su confrontación con la ley, se aborde el estudio del proceso 

respectivo, debiendo considerarse que por ser un requisito 

formal contemplado en el articulo 166 fracción IV de la Lay de 

Amparo, se senara siempre como acto reclamado la sentencia 

definitiva que puso fin al juicio, y si se cumplió con la 

definltividad por lo que hace a ésta, se deberá admitir y 

tramitar el amparo independientemente del estudio técnico que 

posteriormente se haga de las violaciones procesales, y si al 

dictarse la sentencia constitucional se advierte que no se 

cumplió con el principio citado. en lo relativo a violaciones a 

las leyes del procedimiento reclamadas vfa el amparo. se 

deb•r6 sobreseer en la sentencia que se dicte respecto de 

éstas; es decir, que aunque en estricto sentido no se puede 

hablar ya de improcedencia, por la sobrada razón que el 

amparo ya se tramitó, el órgano de control está legalmente 

Impedido para analizar esas violaciones al no haber sido 

sometidas al estudio de la autoridad judicial común. a través de 

los medios impugnativos o de defensa; al actualizarse la causal 

de Improcedencia, lo que se resuelve es el sobreseimiento, 

aunque no por ello deja de ser improcedente, más aún en el 

entendido de que el fundamento para sobreseer en este caso 
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descansa en la improcedencia misma. acorde a lo dispuesto por 

el artículo 74 fracción 111 en relación -al 73 fracción XIII ambos 

de I• Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 

Constitucionales: ello sin perjuicio de qua en lo que se refiere 

a las cuestiones de fondo de la sentencia definitiva, se 

conceda o niegue el amparo o inclusive se sobresea en Ja 

espacie, al no haberse cumplldo con el principio de 

deflnitividad. 

Hay que apuntar que la improcedencia no sólo es la 

. consecuencia a no promover los recursos o medios de defensa 

ordinarios. sino también por tramitarlos simultáneamente al 

juicio de amparo, es decir, el hecho de promover estos medios 

de defensa o recursos contemporáneamente al juicio 

constitucional, tiene por efecto la improcedencia del juicio de 

amparo pues asf lo establece la fracción XIV del artículo 73 de 

la ley que Jo reglamenta. 

En efecto. y para un completo entendimiento del 

alcance de dicha norma. se debe apreciar que esta fracción va 

m•s allali de lo dispuesto en la fracción XIII del mismo articulo 

73. pues mientras contra el supuesto normativo de esta 

fracción XIII operan las causas de excepción que han sido 

explicadas en el apartado que antecede, ello no ocurre en el 

supuesto de la fracción XIV que dispone que es improcedente 

el juicio de amparo "Cuando se esté tramitando ante Jos 

tribunales ordinarios algún recurso o medio de defensa legal 
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propu••t• por •1 quejoso. que pueda tener por efecto modificar, 

revocar o nulific•r el acto reclamado;" atentos a ello, si bien es 

cierto puede ser que la ley no obligue a promover el recurso o 

medio de defensa que esté pendiente de resolverse, si éste ha 

sido promovido por el agraviado. tendrá que esperar su 

resolución definitiva, o en au caso desistirse de él, cuando la 

ley lo permita, para estar en posibilidad de tramitar al amparo; 

auceao contrario, éste ser6 improcedente. 
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CAPITULO IV 

EL AMPARO CIVIL DIRECTO 

IV .1. - PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO EN 

MATERIA CIVIL. 

Esta se encuentra dispuesta a nivel 

constitucional en el artículo 107 fracciones 111. inciso 

a) y v. inciso e). de la Ley Fundamental vigente. y en 

la ley reglamentaria del amparo en su artículo 158. 

Estos articules mandan en su parte conducente: 

"'Articulo 107.-

111.- Cuando se reclamen actos de tribunales 

judiciales ...• el amparo sólo procederá en los casos 

siguientes: 

a) Contra sentencias definitivas ... y 

resoluciones que pongan fin al Juicio. respecto de las 

cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que 

puedan ser modificados o reformados. ya sea que la 

violación se cometa en ellos 

et" procedimiento. afecte a 

o que. cometida durante 

la defensa del quejoso, 

trascendiendo al resultado del fallo; ... 

V.- El amparo contra sentencias definitivas ... y 

resoluciones que pongan fin al juicio. sea que la 
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vlol•clón se cometa durante el procedimiento o en la 

sentencia misma, se promover• ante el tribunal 

col•Qi•do de circuito que corresponda .•• 

e) En materia civil. cuando se reclamen 

sentencias definitivas dictadas en juicios del orden 

federal o en juicios mercantiles. sea federal o local la 

autoridad que dicte el fallo. o en Juicios del orden 

común"". 

Por su parta el articulo 158 de la Ley de 

Amparo dispone la procedencia de éste en los mismos 

términos que Ja fracción 111. e). del articulo 107 

constitucional y manda además que: "" ... sólo será 

procedente el j ul el o de amparo directo contra 

sentencias definitivas ... y resoluciones que pongan 

fin al juicio, dictados por tribunales clvlles ... cuando 

sean contrarios a la letra de la 

a su interpretación jurfdlca 

ley aplicable al caso. 

o a los principios 

generalas de derecho. cuando comprendan acciones. 

excepciones o cosas que no hayan sido objeto del 

juicio. o cuando no las comprendan todas. por omisión 

o negación expresa.• 

De la lectura de lo transcrito se concluye que, 

el amparo directo en materia civil procede contra 

sentencias definitivas o resoluciones que ponen fin al 

juicio y contra violaciones de garantías cometidas 
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durante al procedimiento, cuando 6 atas últimas 

afecten a la defensa del quejoso y trasciendan al 

resultado del fallo. 

En estudio de la primera c•u•• de procedencia 

'diré. que para efectos del amparo. ta definición de 

sentencie d••initiva es mas restringida a la empleada 

en 1• legtsll;ación ordinaria, ya que para ésta, por 

sentencia <i:tefinitiva Cl•tbe entenderse la resolución 

que res u·a 1 ve el rnegocio en lo principal, 

diferenciaíndolas asii Cl:l·e las sentencias Interlocutorias 

que son !las que rre:..&u-elven sobre alguna incidencia o 

cuestión a.ccesoir1i:. !5....urgida en el procedimiento: sin 

e m b a r g o • p a r a •~•et.e t o s d e 1 • m paf" o • d e a cu e r d o a t 

artículo 46 de ll:a .I e y que lo reglamenta. para 

considerarse de fiim1itt.iw. a una sentencia. ésta debe 

cumplir además de llco aii-nterior. con el requisito de que 

las leyes con1unes imre a::oncedan contra éstas ningún 

recurso que pueda n1ocdificarlas o revocarlas; esto 

último es coi•cidente con el principio de definitlvldad 

que rige en m•teria de amparo. 

Pero •• amparo también proCft·d·e"¿{, ::·c·_o_nl.ra 

res o 1ue1 o ne s que pon en fin a 1 ju 1:C/~~,~~1~'~"l:;, rici ¡; e 1 

carácter de definitivas en los mJSm
0

o·~"';t~.r:,~~f,~oS que las 

sentencias antes estudiadas pero sin el elemento 

f n dispensa b 1 e en e 11 as, de que se -·esté "res ·o 1 viendo e 1 
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••Unto en lo principal: esto es relativamente contrario 

• loa orígenes del amparo directo que como se va se 

han asimilado • Jos casos de procedencia del recurso 

de casación. pero si por otra parte es congruente con 

su caracterlstica de recurso extraordinario para 

revisar la legalidad de esas resoluciones. 

Otra causa de procedencia del amparo directo la 

constituyen las violaciones procesales. tas cuales 

requieren para 

hayan dejado 

trascendido al 

ser revisables mediante el amparo. que 

sin defensa al quejoso y hubiesen 

resultado del fallo; el articulo 159 de 

la Ley de Amparo ne_:>• dice cuando las violaciones 

procesales 

hice m6rito 

reúnan esos otros requisitos a los 

y la fracción XI del mismo precepto 

que 

deja 

ver que las diez primeras fracciones no están 

bien set\•lando en forma limitativa sino· más 

enunciativa, los casos en que 1 as violaciones 

procesales trascienden al resultado del f.a 11 o y 

•fectan • la defensa del quejoso. pues no sólo contra 

ellas procede el amparo directo sino también contra 

casos an61ogos, pero 

criterio de la Suprema 

esa calfflcación se deja 

Corte de Justicia y de 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

al 

los 
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IV.2.- VIOLACIONES DE LEGALIDAD EN LA 

SENTENCIA. 

En estudio especifico de la primera de las 

causales de procedencia del amparo directo referidas 

en el apartado anterior. por violaciones cometidas al 

momento de dictar sentencia; habrá que mencionar 

que en términos del segundo párrafo del artículo 158 

de la Ley de Amparo. sólo procede éste. cuando las 
; 

sentencias definitivas son c0-ntr.8r(~s.>:B·_.fa 1á"tr8 éte la 

: : : •P:: ~ce~::: s 81
g :: : :~ 1: s s: ~~~~!~·~-f~b~}i.~?;~~j:~d 'C: : e: 

a p 11eab1 e; d eJ á n dos e e o n ·.:.;:-_~:r~'~<-~~~-:~f-~~:~;·¡~--~·l~·~·¡·d a 1 a 

procedencia del amparo dlr·aéi~i~:~::~:j}-.~¿¡;':!:~~;-;·a civil por 
:···,·. 

violaciones a la garantía de 1-leg~··~--~.-a·d· ... ··c~ns~grada en 

el cuarto párrafo del artfcul~: :1:4 .. , ,~.~·ns·titucional, pues 

e s ta p a r te d e 1 a r t f c u 1 o 1 5 8 d e · 1 a 1 e Y.. d e 1 a m a t e r f a e s 

idéntica a la conducente dal cuarto pérrafo del 

numeral constitucional citado. 

Así tenemos que, las violaciones de fondo 

pueden obedecer a que la autoridad responsable 

hubiese dejado de aplicar la ley debida al caso 

concreto, a que haya aplicado una que no lo era, o 

porque la hubiese aplicado ésta según una 

interpretación incorrecta o deficiente hecha por ella 
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misma. o sin ajustar su sentencia a los principios 

generales del derecho en su caso. 

Lo anterior puede acontecer en razón de una 

defectuosa o falsa apreciación de loa hechos o por 

una mala adecuación de éstos a las hipótesis 

previstas en las normas citadas como apllc•bles. 

consecuentemente. el razonamiento desarrollado por 

el juzgador al momento de decir el derecho será 

Incorrecto en los términos que han sido expuestos en 

el p6rrafo que precede; pero también puada deberse 

al desconocimiento de la ley: sobre esta última 

hipótesis el jurista Juventlno V. Castro nos dice en su 

obra que: •Por razones obvias •••• este error es el 

menos frecuente. porque implica deaconoclmlento 

total de circunstancias. que el juez debe conocer: y. 

eventualmente 

Ignorancia.·• 

puede Implicar dolo o inexcusable 

Por to que se refiere a la def8ctuosa o falsa 

apreciación de tos hechos. resulta obvio decir que 

dicho error In ludicando conlleva necesariamente qua 
" . ~ . ~ ' 

•• aplique Indebidamente la norma; 's'Up'U8Sto que 

hace procedente al amparo directo. 

En el orden de ideas expuestas y .s.'lgu·f~ndo los 

lineamientos de procedencia del amparo directo en la 

415 
CASTRO, Juventlno V; Op_ Cit., p. 418. 
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forma que los establece el •rtrculo 158 de la ley de la 

materia. se debe concluir que siendo aste. el amparo 

directo. un • m p •ro legalidad. la protección 

constitucional se otorga por errores de derecho al 

momento de dictar sentencia~ consideración a ata 

IJltim• que se robustece a la luz de la técnica del 

amparo. bajo la premisa de que el juzgador 

constitucional carece de facultades para retocar la 

apreciación de los hechos: en ese contexto. el error 

de hecho al dictar sentencia sólo resulta relevante 

para conceder el amparo. cuando son falsas las 

apreciaciones de éstos, porque ello necesariamente 

acarrea que el razonamiento desarrollado por el juez 

común para adecuarlos a la norma resulte contrario a 

los principios de la lógica. lo que se traduce en que 

no se •pllque la norm• debida en la especie. o que se 

aplique deficlentemente: siendo en este supuesto que 

resulta trascendente el error de hecho al dictar 

sentencia y proceda concederse el amparo. 

Con el fin de ser més claro. así como para 

auatentar parte de lo expuesto. transcribo a 

continuación Jas consideraciones que Francesco 

Carnelutti vierte sobre este particula_-r 'de errores de 

fondo en la sentencia: " ..• se distingue--.entre error de 

hecho y error de derecho. distinción ~ue se funda en 
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I• estructur• silogfstica de la sentencia; el error 

puede viciar la premisa de derecho, la -Premisa de 

hecho o la consecuencia, error de derecho se llama al 

que corresponde a la primera y a la tercera hipótesis, 

error d• hecho al que corresponde a la segunda ..... 

En otro orden de ideas, pero discurriendo sobre 

al tema. cabe precisar lo siguiente; siendo el amparo 

directo un amparo legalidad, en la forma que está 

establecida su procedencia en el segundo párrafo del 

articulo 158 de la ley de la materia, ¿el amparo 

directo ea operante para reclamar violaciones a otras 

diversas garantias qua la de legalidad que se 

estudia?; la respuesta palmaria es que sf, pero en 

ese caso dicho amparo estarla sujeto a la fórmula que 

a continuacl6n expondré con toda Jntanci6n a efecto 

da apreciar la t6cnice. 

Puede suceder en efecto que con el dictado de 

una sentencia o auto definitivo, se viole una garantia 

divers• a la de legalidad. teniendo entonces que al 

expresarse el concepto da vlolacl6n conducente. se 

deberá apreciar primeramente. si el juzgador aplic6 la 

ley o norma en la forma que la Constttuct6n manda 

que se haga. es decir. si el juzgador. aplic6 la ley 

correcta al caso concreto y en su caso si la apllc6 

• CARNELUTTI, Franceaco: Op. Cit., p. 259. 
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debidamente o según su lnterpret•clón jurfdic•; •i no 

lo hizo asl. esto significa que se violó la g•rantfa de 

legalidad. lo qua a su vez pudo haber trafdo como 

consecuencia la violación de esa otra diversa 

garantla. evento en el cual se estaría ante la 

presencia de una violación indirecta a la Constitución 

por deberse 6sta a la violación directa del 

ordenamiento secundarlo que la responsable aplicó 

sin ajustarse al mandato constitucional del articulo 

14. supuesto en el que se deberá formular fórmula 

como concepto de vlolacl6n el razonamiento 16gico

jurfdlco tendiente a poner de manifiesto esa violación 

a la garantia de legalidad; pero debemos analizar 

tambl6n al caso de que a pesar de haberse aplicado 

la norma correcta, conforme a su letra o a su debida 

interpretación jurídica se viola al gobernado un 

derecho público subjetivo, lo qua haría Inferir que la 

Inconstitucional es la norma aplicada. caso que 

deberá ser combatida a través del juicio de garantlas 

en la forma que lo manda la fracción IV. segundo 

párrafo del artículo 166 de la Ley de Amparo. 

IV.3.- VIOLACIONES PROCESALES Y PREPARACION 

DEL AMPARO. 



En este 

cumplir con el 

•P•rt•do 

principio 
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analizaré las reglas para 

de definitivldad. trat6ndoae 

de violaciones procesales a efecto de que éstas 

puedan ser reclamadas en amparo directo; no se trata 

de hacer un estudio de violaciones a las leyes del 

procedimiento. lo que puede ser materia de una tesis 

aparte. sino mlis bien de como ha de prepararse el 

amparo por lo que hace a violaciones adjetivas. pues 

como se ha dejado glosado en el desarrollo del marco 

teórico de este ensayo. la apreciación de la técnica 

que en mérito del principio de deflnitivldad ha de 

cumplimentarse. es punto medular de asta tesis. 

Asf comenzaré por decir. que como ya se ha 

anotado. para que las violaciones procesales en 

materia civil sean susceptibles de repararse mediante 

el amparo. requieren además de ser precisamente 

violaciones 

que éstas 

a Jas leyes que rigen el procedimiento. 

afecten la defensa del quejoso y 

trasciendan al resultado del fallo; asimismo se dijo 

que el articulo 159 de la ley de Ja materia establece 

cuando se consideran violadas las leyes del 

procedimiento y se afectan las defensas del quejoso. 

siendo oportuno 

hipótesis. que 

precisar respecto de esta última 

de acuerdo a reciente ejecutoria 
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de la 

d• 1996 

Nación, 

por la 

dentro 
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Suprema 

de este 

supuesto de actos atacables en amparo directo. est6n 

comprendld•s todas las violaciones que se cometan 

durante la secuela procosal y no únicamente las 

violaciones sustantivas como se habla sostenido 

anteriormente en la ejecutoria número 56, visible en 

la foja 11 del Semanario Judicial de la Federación; 

asl las cosas, tais ·violaciones adjetivas que implican 

una ajecuci6n Irreparable en la esfera jurfdica del 

quejoso son Impugnables a través del amparo 

indirecto, ello se desprende de una interpretación 

hecha a contrario sensu de la primera ejecutoria que 

comento y, po·r exclusión, via amparo directo son 

reclamables todo tipo de violaciones cometidas en la 

secuela pro ce.sal, ya sean éstas sustantivas o 

adjetivas. excepción hecha, como se dijo, de aquéllas 

que conllevan una ejecución Irreparable al gobernado. 

que son actos materia de procedencia ·del amparo 

indirecto, en términos del articulo 107 fracción 111 de 

la Constitución y que se encuentra reglamentada en el 

articulo 114 fracción IV de la Ley de Amparo. 

Toca ahora hablar de la preparación del amparo 

para poder reclamar esas violaciones. la cual esté 

regulada en el articulo 161 del mencionado cuerpo de 
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leyes, conforme • 6ste, el agr•viado por una de las 

viol•clones • las leyes del procedimiento que se 

pl••m•n en las diez primer•• fracciones del articulo 

159 u otras an•logas a juicio de ta Suprema Corte o 

de lo• Tribunales Colegiados de Circuito, deberé 

impugnarlas mediante los recursos o med los d• 

defensa que prev6n las leyes ordinarias en esos 

caaos, y para el evento de que éstos sean desechados 

o declarados improcedentes e Incluso para el 

supuesto de que no se prevea recurso alguno, ello 

debsr41 invocarse como agravio en la segunda 

instancia, en los juicios que ésta exista. 

Esto es, no basta la sola violación cometida 

durante el procedimiento civil, sino que es menester 

que esta haya afectado la defensa del quejoso y 

trascendido al resultado del fallo, además de esto se 

requiere que precisamente durante la secuela 

procesal ae reclame esa violación a efecto de evitar 

que quede firme el acto reclamado y pueda ser objeto 

de estudio en el amparo directo que se interponga 

contra la sentencia definitiva: para el caso de no 

cumplirse con dicha técnica la sanción es la 

improcedencia del amparo. con fundamento en el 

articulo 73 fracciones XIII y XIV de la ley que lo 

reglamenta. 
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Conform• a esta última fracción. como se ha 

mencionado. la obligación que impone la t6cnica as no 

sólo promover o interponer los recursos o medios de 

defensa ordinarios. sino que se exige además. que su 

tramitación no sea paralela o slmult•nea al juicio de 

garantías. 

De un análisis critico hecho al artículo 161 que 

ea al qua me he venido refiriendo. 

dicho numeral solamente hace 

se desprende 

referencia a 

que 

la 

Interposición de recursos sin mencionar los medios de 

defensa qua las leyes que rigen el acto reclamado 

prevean. sin embargo. haciendo una aplicación 

congruente e Integral de la Lay de Amparo. se debe 

concluir que as obligaciOn del agraviado interponer no 

sólo los recursos. sino también los medios de defensa 

que sa establezc•n 

Impone de acuerdo 

del artículo 73, 

sancionan con la 

en la especie, esta obligación 

a lo dispuesto por la fracción 

misma fracción y articulo 

Improcedencia del amparo en 

hipótesis de no agotarse esos medios de defensa. 

se 

XIII 

que 

la 

Cito en apoyo de lo que precede la siguiente 

ejecutoria pronunciada por los Tribunales Colegiados 

de Circuito: 
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"VIOLACIONES PROCESALES, OBLIGACION DE 

AGOTAR LOS RECURSOS PARA IMPUGNARLAS EN EL 

AMPARO DIRECTO. 

LA EXIGENCIA PREVISTA EN LA FRACCION 1, 

DEL ARTICULO 161 DE LA LEY DE AMPARO, EN 

RELACION A QUE LAS VIOLACIONES PROCESALES, 

SON SUCEPTIBLES DE RECLAMARSE EN EL AMPARO 

DIRECTO QUE SE PROPONGA CONTRA LA SENTENCIA 

DEFINITIVA, LAUDO O RESOLUCION QUE PONGA FIN 

AL JUICIO, SIEMPRE Y CUANDO SE RECLAMEN EN EL 

CURSO MISMO DEL PROCEDIMIENTO MEDIANTE EL 

RECURSO ORDINARIO Y DENTRO DEL TERMINO QUE 

LA LEY RESPECTIVA SEf'IALE, REQUIERE, PARA QUE 

EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD SEA SATISFECHO, 

QUE SE MANTENGA VIVA LA MATERIA DE LA 

VIOLACION CON EL FIN DE QUE EL DERECHO DEL 

QUEJOSO 

AQUELLA 

NO PRECLUYA 

AL PROMOVER EL 

Y PUEDA RECLAMAR 

AMPARO DIRECTO. DE 

ESTA SUERTE, SI EL RECURSO INTERPUESTO 

CONTRA LA RESOLUCION QUE PROVOCO LA 

VIOLACION FUE DESECHADO, DECLARADO DESIERTO, 

O BIEN SIENDO PROCEDENTE. SE DETERMINO QUE 

NO LO ERA. ES MENESTER IMPUGNAR DICHA 

VIOLACION, TAMBIEN EN LOS AGRAVIOS QUE SE 

EXPRESEN CON MOTIVO DE LA INTERPOSICION DEL 
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RECURSO DE APELACION EN CONTRA DE LA 

SENTENCIA DEFINITIVA DE PRIMERA INSTANCIA." 47 

En resumen. el amparo directo contra 

violaciones del procedimiento se prepara. con la 

interposición en tiempo, de los recursos y medios de 

defensa previstos en las leyes ordinarias. para el 

caso de que no se admitan, se declaren desiertos o 

Improcedentes e Incluso para el caso de que no exista 

ningún recurso o medio de defensa ordinario, deberá 

invocarse dicha violación como agravio en la segunda 

instancia, en los juicios que ésta exista, contra la 

sentencia definitiva d.lctada en la primera, debiendo 

además agotar la tramitación del medio impugnativo o 

de defensa, pues su trámite no puede ser simultáneo 

al del juicio constitucional o, en su caso desistirse de 

éstos cuando la ley lo permita y no haya de tener por 

tal motivo, como consentidos dichos actos . 

IV.4.- EFECTOS DE LA SENTENCIA EN EL AMPARO DIRECTO 

EN MATERIA CIVIL POR VIOLACION A LA GARANTIA DE 

LEGALIDAD. 

47 
Semanario Judicial De La Federaclon, tomo 11, Tesla 111.1•.C.J/2, 

P.199, Julio De1995, Primer Tribunal Colegiado Del Tercer Circuito g• 
Epoca. 
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Acorde a lo dispuesto por el articulo 80 de la Ley 

Reglamentaria de los Articulo• 103 y 107 Constitucionales, por 

virtud de las sentencias que concedan el amparo, se debe 

restituir al agraviado en el pleno goce de la garantia individual 

violada, volviendo las cosas al estado que guardaban antes de 

la violación o en su caso, obligar a la autoridad a que obre en 

el sentido de respetar la garantfa que violó: esto según sea el 

acto reclamado de carácter positivo o negativo; sin embargo, 

para los efectos de la materia a estudio en esta apartado habrá 

que precisarse más sobra el particular, para lo cual debemos 

remontarnos a los casos de procedencia del amparo directo en 

materia civil que anteriormente han sido tratados, que son. 

contra sentencias definitivas. resoluciones que ponen fin al 

juicio y contra violaciones cometidas durante la secuela 

procesal cuando éstas hubiesen afectado la defensa del 

quejoso y trascendido al resultado del fallo. por lo que el 

análisis de los efectos de las sentencias dictadas en amparo 

directo. deberá abordarse partiendo de esta primer premisa. 

Asf tenemos que. las sentencias que conceden el 

amparo al quejoso por violaciones cometidas en la secuela 

procesal. según lo estatuye el articulo eo de la ley, en el 

sentido de volver las cosas al estado que guardaban antes de 

la violación, dejan sin efecto el acto reclamado así como todo 

lo actuado posteriormente. obligando a la autoridad 
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responsable al dictado de un nuevo falto conforme a la 

ejecutoria constitucional y. a fin de restituir a1 gobernado en el 

plano goce de sus garanti•• y cumplir cabalmente con el 

articulo eo. se repone el procedimiento. continuando el mismo 

ta autoridad responsable con plenitud de jurisdicción para 

resolver al juicio. 

A mayor abundamiento en Ja exposición. debe resaltarse 

aqui que el dejar sin efecto el acto reclamado y lo que 

posteriormente se actuó, deja sin efecto la sentencia definitiva, 

y en lugar del acto reclamado se procede a emitir otro de 

acuerdo a la ejecutoria de amparo, lo cual resulta obvio, al ser 

las layes adjetivas las que regulan el procedimiento, luego 

entonces, si ase proceso se vicia por la violación de las leyes 

que to rigen. lo lógico y juridico es que la sentencia definitiva 

que es el acto reclamado. quede sin efecto por ser resultado de 

ese proceso viciado: lo anterior evidencia por una parte. el 

porque sólo son atacables mediante el amparo las violaciones 

adjetivas que trascienden al resultado del fallo y por la otra. el 

porque el estudio de esas violaciones es previo al de las de 

fondo, que en caso de quedar acreditadas aquéllas se excluye 

el estudio de éstas últimas. 

Efectivamente: y es que puede actualizarse el supuesto 

de violaciones procesales que no tengan esa trascendencia, 

por otra parte necesaria para ser atacables mediante el amparo 

directo, esto es. que no afecten la defensa del particular y no 
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influyan en modo alguno sobre el sentido del fallo definitivo. 

que si se impugnan como acto reclamado no tienen influencia 

en el fallo que se dicte en amparo al ser ineficaces para 

otorgar la protecci6n constitucional por considerarse que no se 

causa verdadero perjuicio al quejoso con ellas. aunque en 

estricto derecho exista un agravio. pues en esencia, éste se 

actualiza por la no observancia de una norma violentando ta 

esfera jurídica del Individuo. luego entonces, en un sentido 

jurldico si existe agravio, pero no el suficiente para conceder 

la protección constitucional; en la hipótesis contraria, es decir, 

que la violación si Influya en la sentencia definitiva, es obvio 

que se debe dejar sin efecto ésta última. pues ese efecto 

trascendente. previamente estudiado por el juzgador de amparo 

para determinar la sola procedencia de su análisis. Infiere que 

la mencionada última resolución Igualmente sufra ese vicio de 

inconatltucionalidad. 

A continuación. cito el siguiente criterio emitido por los 

Tribunales Colegiados de Circuito en la octava época. que en 

su parte conducente robustece lo anteriormente expuesto; 

dicha ejecutoria es del siguiente tenor literal: 

"AMPARO DIRECTO. VIOLACIONES AL 

PROCEDIMIENTO, ANALISIS DE LAS. 
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DE LO DISPUESTO POR LOS ARTICULOS 158, 159, 180 

y 181 DE LA LEY DE AMPARO, SE DESPRENDE QUE EN LOS 

JUICIOS DE AMPARO DIRECTO A PROPOSITO DEL ESTUDIO 

DE LAS VIOLACIONES PROCESALES, 

CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE 

EL ÓRGANO 

EXAMINAR SI 

DE 

LA 

VIOLACION AL PROCEDIMIENTO QUE PROPONE EL QUEJOSO 

ES DE AQUELLAS COMPRENDIDAS EN LAS DIFERENTES 

FRACCIONES DE LOS ARTICULOS 159 y 180 DEL 

ORDENAMIENTO LEGAL CITADO, SEGUN SEA EL CASO CIVIL 

O PENAL, RESPECTIVAMENTE, SI ASI FUERA, EL ÓRGANO DE 

CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE A CONTINUACION 

DETERMINAR SI EL HECHO EN QUE SE HACE CONSISTIR LA 

VIOLACION PROCESAL ES CIERTO O NO; SI LA RESPUESTA 

ES POSITIVA, DEBE DESPUES ESTABLECER SI EL AMPARO 

POR LA MATERIA DEL ACTO RECLAMADO DEBIO O NO 

PREPARARSE EN TERMINOS DEL ARTICULO 181 DE LA LEY 

DE LA MATERIA; V SI FUE OBSERVADO ESTE PRECEPTO 

LEGAL ACTO SEGUIDO. EL ÓRGANO DE CONTROL 

CONSTITUCIONAL DEBE ESTUDIAR SI LA VIOLACION 

PROCESAL ES CONTRARIA A LA LEY Y A LAS GARANTIAS 

QUE AL EFECTO HAGA VALER EL QUEJOSO, APLICANDO LAS 

REGLAS DE ESTRICTO DERECHO O SUPLENCIA DE QUEJA 

SEGUN EL CASO PREVIO CONSTATAR SI LA VIOLACION 

TRASCENDIO AL RESULTADO DEL FALLO. NO DEBIENDO 

OLVIDARSE QUE EL ESTUDIO DE LAS VIOLACIONES 
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PROCESALES ES PREVIO AL DE LAS VIOLACIONES DE FONDO 

QUE SI PROSPERAN LAS PRIMERAS YA NO PROCEDE EL 

ESTUDIO DE ESTAS ULTIMAS PORQUE DEBERA INVALIDARSE 

LA SENTENCIA Y REPONERSE EL PROCEDIMIENTO PARA 

REPARAR LAS VIOLACIONES PROCESALES." .. 

Por otra parte, si el amparo es concedido por 

violaciones cometidas al momento de dictar sentencia, es decir, 

por viol•ciones de fondo, en mérito de esa sentencia 

constitucional la autoridad responsable deberé dejar sin efecto 

I• resolución violatorla de la Constitución y dictar una nueva en 

la que respete las garantfas individuales, de acuerdo a la 

ejecutoria de amparo. 

Para enterar el tema, se impone discurrir sobre lo 

siguiente; traténdose de violaciones a Ja garantía de legalidad 

puede suceder que el amparo se conceda porque la ley fue 

indebida o incorrectamente aplicada o por haberse dejado de 

aplicar la conducente, o por stair el fallo atacado contrario a la 

interpretación jurldica de la norma o a los principios generales 

del derecho . 

En este supuesto. para establecer la mencionada 

violación. el órgano de control constitucional deberá esbozar 

en la parte considerativa de la sentencia, el razonamiento 

lógico juridico que lo llevó a inferir la contravención a ta 

a Semanario Judicial de la FederaclOn. e• 6poca, tomo XII-Noviembre. p. 
293. Tribunal•• Col•glados de Circuito. 
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Constitución, en ese contexto va a dejar determinado como es 

que debió aplicarse la norma, cual era la aplicable y en su caso 

porque se aplicó indebidamente. porque se aplicó la que no era 

aplicable en el caso concreto o bien, si se aplicó la 

conducente, y en su caso si se hizo una incorrecta 

Interpretación de la misma. esto de conformidad con ta garantía 

de legalidad, y siendo como ya se ha visto que por virtud de 

las sentencias que otorgan el amparo, la autoridad responsable 

debe respetar la garantia que violó y habiéndose establecido 

en la sentencia constitucional, como se cumple cabalmente con 

la misma, de ese modo, para que la autoridad responsable dé 

Integro cumplimiento a la ejecutoria de amparo y no incurra en 

defecto ni exceso o incluso en repetición del acto. queda 

vinculada al fallo constitucional y su jurisdicción limitada a su 

exacta observancia. 

Lo anterior es en lo referente a las llamadas violaciones 

materiales de la garantla de legalidad; pero si la violación a 

esa misma garantía es por no haberse citado los preceptos 

legales aplicables al caso o por no haberse expresado el 

razonamiento que debe exponer. para que exista adecuación 

entre lo& motivos y la norma jurfdica citada como aplicable en 

la especie, el efecto de la sentencia que conceda el amparo 

será. en concordancia con el articulo 80 de la ley. dejar sin 

efecto esa sentencia y. en su caso. se dicte otra en que 

respetando la garantia violada se funde y motive debidamente 
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I• resolución, pues por virtud del amparo concedido en mérito 

de ••• viol•ción formal, el juez común reasume plenamente su 

jurisdicción p•r• resolver en el fondo del asunto lo que en 

d•r•cho proceda, con obligación de motivarla y fundarla. 

Por cuanto hace a las resoluciones definitivas que 

ponen fin al juicio sin resolver el negocio en lo principal, el 

alcance de las sentencias que conceden el amparo contra 

•atas, ea 

obligar a 

igualmente dejar sin efecto el acto reclamado y 

la autoridad responsable a respetar la garantía 

violada, lo que deberá cumplimentarse en consonancia al tipo 

de violación cometida en el orden de ideas que anteriormente 

han quedado expuestas. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- En la Constitución de 1857 la 

legalidad constituye un derecho Individual del 

hombre. en su articulo 14, como exacta aplicación de 

la ley. 

SEGUNDA.- En el siglo pasado hubo una 

polémica en torno a la garantía da· exacta aplicación 

de la ley en la.: Consiltu.ción de 1857. que 

inlcJalmente se a la materia 

penal. no asi a la civll~·:-:_"to:d:a-:·~ez que los bienes que 
', ... ~ :'\'.· .. ·~· 

tutela al ámbito penal. so·n:.r..de"mayor jerarqula que el 

civil. 

TERCERA.- a la garantía de 

legalidad, s u r g i d a·.~.'. Constitución de 57, se 

amparo. al 

protección a los 

orden&mtentos· cuando su función debe 

ser estr.ictamen<~ .Pro'l~eger la Constitución. 

CUARTA.- En la Constitución de 1917, en su 

artículo 14 se plasmaron las garantías de legalidad en 

materia penal y civil, con ello se resolvió la polémica 
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planteada por Con Ignacio L. Vallarta. de que sólo 

debla regir en materia penal. 

QUINTA.- La controversia surgida en el siglo 

pasado respecto .-,i.á" ·gar~:n.tia de exacta aplicación de 

I• ley, conllevó d·lve.rsos· Intentos por limitar el 

garantfa y por :volver ':iíl juicio de amparo a sus 

orfgenes. entre esos Intentos se observa como el més 

palmario y trascendant·e la transformación de la 

g ar a n t fa de ex aeta a p Í~f ~-~'é 1 6 n de 1 a 1 e y. en g a r a n ti a 

de legalidad. dlstlngu1'é.n'dOse en nuestra Constitución 

actual las materias civil y ·._penal. 

SEXTA.- El prln~ipio de deflnltlvldad aparece 

en asuntos por .vlol·acfones a la garantía de exacta 

aplicación da la ley. en virtud de éste. el juicio 

constltuclo:nal sólo es procedente en contra de 

sentencias que ponen fin al juicio y la ley ordinaria 

no establezca recurso que pueda revocarlas o 

modificarlas: principio surgido en las reformas de 

noviembre de 1908 al articulo 1 02 de la Constitución 

Federal de 1857. 
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SEPTIMA.- El amparo promovido contra 

sentencias definitivas por violaciones a ta garantia da 

legalidad, se ha Considerado un recurso 

extraordinario de l':'g.•l,idad semejante al de casación. 

OCTAVA .. - ~·c·;:~~larlo de la garantia de legalidad. 
"-:'. 

emerge el. ampar_o··-~;dir8cto en la Constitución Polltlca 
de 1917. :y 

·--·.:.·.:,; ,·"-.'_.r:' ·-· ·-
·~;~i:::;:: :"/j·. ,; : .: :~. 

d ef In lt7v~~f;~~~~~~~~~;:6~ c~: 1,::~6 nq u e a~ st: r:: :':el: n 8 da~ 
juicio ·constitucional ':~:de una' f6-rmUta rlQu'rosa·-. que 

- ·' _! '"<;_·.-.:': .. :r·,_.- , ·.·. -: ,· ·' -.. ,:, . , . - -

~~~i:?:~~:~:.:~~X-~ ~ ~ ~ ~~~~ ~~:·~J~!~t:ff E~~:~:~ 
operar desde la tramitación ··da<· esos procesos 

seguidos ante la autoridad común. desde antes saber 

siquiera si será necesario promov:er el amparo contra 

la resolución final. lo que se observa con la llamada 

preparación del amparo. 

OECIMA.- La preparación de 1 juicio 

constitucional resalta la Importancia de observar y 

cumplir con 1 os ordenamientos comunes; si el 
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•gr•vi•do no interpone los recursos o medios de 

d•fen•• que 

no prepara 

improcedente 

definilivid•d 

prevé la legislación 

debidamente el 

al no cumplirse 

que deriva del 

ordinaria. es decir. 

amparo. éste es 

con el principio de 

artlculo 107 de la 

Constitución. • pesar de I• existencia de violación de 

garantías. 

OECIMA PRIMERA.- Debe decirse en conclusión 

y en favor de este principio de deflnitlvldad, debido a 

que las violaciones a la garantía de legalidad son 

violaciones Indirectas a la Constitución, es lógico y 

jurídico que se obligue a los quejosos al agotamiento 

de tos recursos y medios de defensa previstos en la 

ley 

de 

común. puesto 

salvaguardar 

que 

la 

éstos se 

legalidad 

consignan 

que rige 

con 

al 

e 1 f 1 n 

acto 

autoritario, no su constitucionalidad cuya vigencia se 

tutela de forma Inmediata por el juicio de garantfas. 
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